
Número 3.825/06

S U B D E L E G A C I Ó N D E L

G O B I E R N O E N Á V I L A

OFICINA DE EXTRANJEROS

E D I C T O D E N O T I F I C A C I Ó N

Intentada la notificación al interesado, sin haber
podido practicarse, y de conformidad con lo estable-
cido en los ar tículos 59.5 y 61 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999,

de 13 de enero, se procede a notificar a RODRÍGUEZ
SÁNCHEZ, C.B., cuyo último domicilio conocido fue
en C/ Ntra. Sra. de Sonsoles, 108, de ÁVILA, la
Resolución de Denegación de Autorización
Residencia Temporal y Trabajo C/A inicial, del expe-
diente n° 050020060001959.

Asimismo, se le comunica que dispone del plazo
de diez días, a contar desde el siguiente a la publica-
ción del presente anuncio, para conocer el contenido
íntegro de mencionada Resolución, que obra de
manifiesto y a su disposición en la Subdelegación del
Gobierno de Ávila (Oficina de extranjeros), Hornos
Caleros, 1.

Contra esta Resolución que agota la vía adminis-
trativa cabe interponer recurso contencioso adminis-
trativo, ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de Ávila, en el plazo de DOS MESES, a
contar desde la notificación de la presente Resolución
de acuerdo con lo dispuesto en el ar t. 46.1 de la Ley
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29/98, de 13 de julio de Jurisdicción Contencioso
Administrativa. Previamente y con carácter potestativo
podrá interponer recurso de reposición ante esta
Subdelegación del Gobierno, en el plazo de UN MES,
a tenor de los ar tículos 116 y 117 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/99, de
13 de enero.

Ávila, a 12 de septiembre de 2006.

La Jefa de la Oficina de Extranjeros, Gema
González Muñoz.

Número 3.826/06

S U B D E L E G A C I Ó N D E L

G O B I E R N O E N Á V I L A

OFICINA DE EXTRANJEROS

E D I C T O D E N O T I F I C A C I Ó N

Intentada la notificación al interesado, sin haber
podido practicarse, y de conformidad con lo estable-
cido en los ar tículos 59.5 y 61 de la Ley 30/1992, de
26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/1999,
de 13 de enero, se procede a notificar a INICIATIVAS
FORESTALES LA YEDRA, S.L., cuyo último domicilio
conocido fue en C/ Ntra. Sra. de Sonsoles, 34, de EL
TIEMBLO (Ávila), la Resolución de Archivo de
Autorización Residencia Temporal y Trabajo C/A ini-
cial, del expediente n° 050020060001446.

Asimismo, se le comunica que dispone del plazo
de diez días, a contar desde el siguiente a la publica-
ción del presente anuncio, para conocer el contenido
íntegro de mencionada Resolución, que obra de
manifiesto y a su disposición en la Subdelegación del
Gobierno de Ávila (Oficina de extranjeros), Hornos
Caleros, 1.

Contra esta Resolución que agota la vía adminis-
trativa cabe interponer recurso contencioso adminis-
trativo, ante el Juzgado de lo Contencioso-
Administrativo de Ávila, en el plazo de DOS MESES, a
contar desde la notificación de la presente Resolución
de acuerdo con lo dispuesto en el ar t. 46.1 de la Ley
29/98, de 13 de julio de Jurisdicción Contencioso

Administrativa. Previamente y con carácter potestativo
podrá interponer recurso de reposición ante esta
Subdelegación del Gobierno, en el plazo de UN MES,
a tenor de los ar tículos 116 y 117 de la Ley 30/92, de
26 de noviembre de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, modificada por la Ley 4/99, de
13 de enero.

Ávila, a 12 de septiembre de 2006.

La Jefa de la Oficina de Extranjeros, Gema
González Muñoz.

Número 3.786/06

J U N T A D E C A S T I L L A Y L E Ó N

DELEGACIÓN TERRITORIAL

Servicio Territorial de Medio Ambiente

A N U N C I O

El Ayuntamiento de Cebreros, con domicilio en
Paseo Plaza de España, n° 1.- 05260 Cebreros (Ávila),
ha solicitado la constitución de un coto privado de
caza mayor, con aprovechamiento secundario de
caza menor, cuyas características son las siguientes:

- Denominación del coto: "La Umbría".

- Localización: Término municipal de Cebreros.

- Descripción: Tiene una superficie de 685,99 has.
y linda: al Norte, con el polígono 37 (Rasueros); al
Este, con los polígonos 68, 71 y 72; al Sur, con el polí-
gono 43 (Loberas) y al Oeste, con los polígonos 41
(Villalba) y 38 (El Jorco)

Lo que se hace público para que cuantos se con-
sideren interesados puedan examinar el expediente y
formular las alegaciones oportunas en el Servicio
Territorial de Medio Ambiente en Ávila, durante el
plazo de 20 días hábiles a partir de la fecha de publi-
cación del presente anuncio en el Boletín Oficial de la
Provincia.

Ávila, a 7 de septiembre de 2006.

El Jefe Acctal. del Servicio Territorial, Luis
González Maroto.

J U N T A D E C A S T I L L A Y

L E Ó N



Número 3.862/06

E X C M A .  D I P U T A C I Ó N

P R O V I N C I A L D E Á V I L A

E D I C T O D E E X P O S I C I Ó N

P Ú B L I C A

Se somete a exposición pública, por término de un
mes contado a partir del día siguiente al de la inser-
ción del presente edicto en el Boletín Oficial de la
Provincia, la matrícula del Impuesto sobre Actividades
Económicas, del ejercicio económico 2006 constitui-
da por los censos comprensivos de las actividades
económicas, que ha sido formada por la Delegación
de la Agencia Estatal de Administración Tributaria de
Ávila y correspondiente a los municipios que seguida-
mente se relacionan. 

ADANERO IAE

ALBORNOS IAE

ALDEANUEVA DE SANTA CRUZ IAE

ALDEASECA IAE

ALDEAVIEJA-ANEJO STA MARÍA CUBILLO

ALDEHUELA (LA) IAE

AMAVIDA IAE

ARENAL (EL) IAE

ARENAS DE SAN PEDRO IAE

AREVALILLO IAE

ARÉVALO IAE

AVEINTE IAE

AVELLANEDA IAE

BALBARDA-ANEJO DE LA TORRE

BARRACO (EL) IAE

BARROMAN IAE

BECEDAS IAE

BECEDILLAS IAE

BERCIAL DE ZAPARDIEL IAE

BERLANAS (LAS) IAE

BERNUY DE ZAPARDIEL IAE

BERROCALEJO DE ARAGONA IAE

BLACHA-ANEJO DE LA TORRE

BLASCOELES-ANEJO STA MARIA CUBILLO

BLASCOMILLAN IAE

BLASCONUÑO DE MATACABRAS IAE

BLASCOSANCHO IAE

BOHODÓN (EL) IAE

BOHOYO IAE

BONILLA DE LA SIERRA IAE

BRABOS IAE

BULARROS IAE

CABEZAS DE ALAMBRE IAE

CABEZAS DEL POZO IAE

CABEZAS DEL VILLAR IAE

CABIZUELA IAE

CANALES IAE 

CANDELEDA IAE

CANTIVEROS IAE

CARDEÑOSA IAE

CARRERA (LA) IAE

CASAS DEL PUERTO IAE

CASILLAS IAE

CASTELLANOS DE ZAPARDIEL IAE

CEBREROS IAE

CEPEDA DE LA MORA IAE

CHAMARTIN IAE

CILLÁN IAE

CISLA IAE

COLLADO DE CONTRERAS IAE

COLLADO DEL MIRÓN IAE

CONSTANZANA IAE

CRESPOS IAE

CUEVAS DEL VALLE IAE

DIEGO DEL CARPIO IAE

DONJIMENO IAE

DONVIDAS IAE

ENCINARES-ANEJO DE LA HORCAJADA

ESPINOSA DE LOS CABALLEROS IAE

FLORES DE AVILA IAE

FONTIVEROS IAE

FRESNEDILLA IAE

FRESNO (EL) IAE

FUENTE EL SAUZ IAE

FUENTES DE AÑO IAE
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GALLEGOS DE ALTAMIROS IAE

GALLEGOS DE SOBRINOS IAE

GARGANTA DEL VILLAR IAE

GEMUÑO IAE

GILBUENA IAE

GIMIALCÓN IAE

GOTARRENDURA IAE

GRANDES Y SAN MARTIN IAE

GUTIERRE- MUÑOZ IAE

GUISANDO IAE

HERNANSANCHO IAE

HERREROS DE SUSO IAE

HIGUERA DE LAS DUEÑAS IAE

HIJA DE DIOS (LA) IAE

HORCAJADA (LA) IAE

HORCAJO DE LAS TORRES IAE

HORNILLO (EL) IAE

HOYOCASERO IAE

HOYORRENDO IAE

HOYOS DE MIGUEL MUÑOZ IAE

HOYOS DEL COLLADO IAE

HOYOS DEL ESPINO IAE

HURTUMPASCUAL IAE

JUNCIANA IAE

LANGA IAE

LANZAHÍTA IAE

LLANOS DE TORMES (LOS) IAE

LOSAR DEL BARCO (EL) IAE

MADRIGAL DE LAS ALTAS TORRES IAE

MAELLO IAE

MALPARTIDA DEL CORNEJA IAE

MAMBLAS IAE

MANCERA DE ARRIBA IAE

MANJABALAGO IAE

MARLÍN IAE

MARTINEZ IAE

MEDIANA DE VOLTOYA IAE

MEDINILLA IAE

MENGAMUÑOZ IAE

MESEGAR DE CORNEJA IAE

MIJARES IAE

MINGORRIA IAE

MIRON (EL) IAE

MIRONCILLO IAE

MIRUEÑA DE LOS INFANZONES IAE

MOMBELTRAN IAE

MONSALUPE IAE

MORALEJA DE MATACABRAS IAE

MUÑANA IAE

MUÑICO IAE

MUÑOCHAS-ANEJO DE PADIERNOS IAE

MUÑOGALINDO IAE

MUÑOGRANDE IAE

MUÑOMER DEL PECO IAE

MUÑOPEPE IAE

MUÑOSANCHO IAE

MUÑOTELLO IAE

NARRILLOS DEL ALAMO IAE

NARRILLOS DEL REBOLLAR IAE

NARROS DE SALDUEÑA IAE

NARROS DEL CASTILLO IAE

NARROS DEL PUERTO IAE

NAVA DE AREVALO IAE

NAVA DEL BARCO IAE

NAVACEPEDILLA DE CORNEJA IAE

NAVADIJOS IAE

NAVAESCURIAL IAE

NAVALACRUZ IAE

NAVALMORAL DE LA SIERRA IAE

NAVALONGUILLA IAE

NAVALOSA IAE

NAVALUENGA IAE

NAVALPERAL DE PINARES IAE

NAVALPERAL DE TORMES IAE

NAVAQUESERA IAE

NAVARREDONDA DE GREDOS IAE

NAVARREDONDILLA IAE

NAVARREVISCA IAE

NAVAS DEL MAQUES (LAS) IAE

NAVATALGORDO IAE

NAVATEJARES IAE

NEILA DE SAN MIGUEL IAE

NIHARRA IAE

OJOS ALBOS IAE
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ORBITA IAE

OSO (EL) IAE

PADIERNOS IAE

PAJARES DE ADAJA IAE

PALACIOS DE GODA IAE

PAPATRIGO IAE

PARRAL (EL) IAE

PASCUALCOBO IAE

PEDRO BERNARDO IAE

PEDRO-RODRIGUEZ IAE

PEGUERINOS IAE

PEÑALBA DE AVILA IAE

PIEDRAHITA IAE

PIEDRALAVES IAE

POVEDA IAE

POYALES DEL HOYO IAE

POZANCO IAE

PRADOSEGAR IAE

PUERTO CASTILLA IAE

RASUEROS IAE

RIOCABADO IAE

RIOFRIO IAE

RIVILLA DE BARAJAS IAE

SALOBRAL IAE

SALVADIOS IAE

SAN BARTOLOMÉ DE BEJAR IAE

SAN BARTOLOMÉ DE CORNEJA IAE

SAN ESTEBAN DE LOS PATOS IAE

SAN ESTEBAN DE ZAPARDIEL IAE

SAN ESTEBAN DEL VALLE IAE

SA GARCÍA DE INGELMOS IAE

SAN JUAN DE GREDOS IAE

SAN JUAN DE LA ENCINILLA IAE

SAN JUAN DE LA NAVA IAE

SAN JUAN DEL MOLINILLO IAE

SAN JUAN DEL OLMO IAE

SAN LORENZO DE TORMES IAE

SAN MARTÍN DEL PIMPOLLAR IAE

SAN MARTÍN DE LAVEGA DEL ALBERCHE IAE

SAN MIGUEL DE CORNEJA IAE

SAN MIGUEL DE SERREZUELA IAE

SAN PASCUAL IAE

SAN PEDRO DEL ARROYO IAE

SAN VICENTE DE ARÉVALO IAE

SANCHIDRIÁN IAE

SANCHORREJA IAE

SANTA CRUZ DEL VALLE IAE

SANTA MARÍA DE LOS CABALLEROS IAE

SANTA MARÍA DEL ARROYO IAE

SANTA MARÍA DEL BERROCAL IAE

SANTA MARÍA DEL CUBILLO IAE

SANTA MARÍA DEL TIETAR IAE

SANTIAGO DE TORMES IAE

SANTIAGO DEL COLLADO IAE

SANTO DOMINGO DE LAS POSADAS IAE

SANTO TOMÉ DE ZABARCOS IAE

SERRADA (LA) IAE

SERRANILLOS IAE

SIGERES IAE

SINLABAJOS IAE

SOLANA DE AVILA IAE

SOLANA DE RIOALMAR IAE

SOLOSANCHO IAE

SOTALBO IAE

SOTILLO DE LA ADRADA IAE

TIEMBLO (EL) IAE

TIÑOSILLOS IAE

TOLBAÑOS IAE

TORMELLAS IAE

TORNADIZOS DE AVILA IAE

TORRE (LA) IAE

TORTOLES IAE

UMBRIAS IAE

VADILLO DE LA SIERRA IAE

VALDECASA IAE

VEGA DE SANTA MARIA IAE

VELAYOS IAE

VILLAFLOR IAE

VILLAFRANCA DE LA SIERRA IAE

VILLANUEVA DE AVILA IAE

VILLANUEVA DE GOMEZ IAE

VILLANUEVA DEL ACERAL IAE

VILLAR DE CORNEJA IAE

VILLAREJO DEL VALLE IAE
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VILLATORO IAE

VIÑEGRA DE MORAÑA IAE

VITA IAE

ZAPARDIEL DE LA CAÑADA IAE

ZAPARDIEL DE LA RIBERA IAE

Las personas interesadas podrán examinarlos en
las oficinas de los ayuntamientos respectivos.

Contra los datos contenidos en la matrícula de IAE,
los interesados podrán interponer ante la Agencia
Estatal de Administración Tributaria de Ávila, recurso
de reposición potestativo o reclamación
económico.administrativa ante el Tribunal correspon-
diente, dentro del plazo de quince días contados
desde el día inmediato siguiente al término del perio-
do de exposición pública.

En Ávila, a 20 de septiembre de 2006

La Gerente, Rosa Somoza Jiménez

Número 3.822/06

E X C M A .  D I P U T A C I Ó N

P R O V I N C I A L D E Á V I L A

ORGANISMO AUTÓNOMO DE RECAUDACIÓN

A N U N C I O D E A P R O B A C I Ó N

D E F I N I T I V A

Transcurrido el plazo de exposición pública del
acuerdo del Pleno de la Diputación Provincial de
Ávila, en sesión celebrada  el 26 de julio de 2006, sin
recibir reclamaciones o sugerencias sobre los nuevos
textos de la Ordenanza de la tasa por prestación de
los servicios del O.A.R. de la Diputación Provincial de
Ávila, en relación con los tributos municipales y otros
ingresos de derecho público a Entidades Locales y
demás Administraciones Públicas, y el Reglamento
de Organización y Procedimiento del O.A.R., se
entienden definitivamente aprobados, procediendo a
la publicación integra de los mismos:  

ORDENANZA

TASA POR LA PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS
DEL O.A.R. DE LA DIPUTACIÓN PROVINCIAL DE

ÁVILA, EN RELACIÓN CON  TRIBUTOS MUNICIPA-
LES Y OTROS INGRESOS DE DERECHO PÚBLICO
A ENTIDADES LOCALES Y DEMÁS ADMINISTRA-
CIONES PÚBLICAS.

Art. 1º.- Fundamento legal. 

Al amparo de lo dispuesto en el ar t. 132 del texto
refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales, aprobado por Real Decreto Legislativo
2/2004, de 5 de marzo y de conformidad con los ar tí-
culos 20 a 27 de dicho texto legal, la Diputación
Provincial de Ávila a través del Organismo Autónomo
de Recaudación, en adelante “O.A.R.”, establece la
tasa por la prestación de los servicios de recaudación
voluntaria y ejecutiva correspondiente a los ingresos
de derecho público de Entidades locales y demás
Administraciones públicas que en su caso se esta-
blezcan, así como por los servicios de gestión catas-
tral del Impuesto sobre Bienes Inmuebles, de inspec-
ción, del procedimiento sancionador, y del de verifica-
ción de datos y/o comprobación limitada,  cuya exac-
ción se regirá por los preceptos contenidos en esta
Ordenanza. 

Art. 2º.- Hecho imponible. 

Constituye el hecho imponible de la tasa el ejerci-
cio de las siguientes funciones: 

La recaudación en periodo voluntario y ejecutivo,
de los tributos y precios públicos, así como de otros
ingresos de derecho público, cuyas facultades de ges-
tión recaudatoria hayan sido delegadas, por las
correspondientes Entidades Locales a la Excma.
Diputación Provincial, para ser ejercidas con sujeción
a la legislación vigente y en par ticular por el
Reglamento General de Recaudación. 

La prestación de los servicios de recaudación en
periodo ejecutivo, en aquellos municipios que no tie-
nen delegada la recaudación voluntaria de un deter-
minado concepto, y para los que es aplicable la vía
ejecutiva prevista en el Reglamento General de
Recaudación.

El proceso de baja de valores tanto en voluntaria
como en ejecutiva, como consecuencia de los acuer-
dos adoptados por las respectivas Administraciones
competentes, por errores de hecho o de derecho
(bajas comunicadas), así como por la declaración de
créditos incobrables realizada en el procedimiento
ejecutivo (bajas por fallidos). 

La inclusión en Catastro de toda alteración, no
consistente en la modificación del sujeto pasivo, en el
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Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urba-
na, que se ejerce a través del oportuno Convenio de
Colaboración suscrito con la Dirección General del
Catastro, en los casos en que las Entidades Locales
correspondientes hayan delegado en la Excma.
Diputación Provincial las facultades de gestión tributa-
ria y recaudatoria de dicho impuesto.

La realización de la inspección del Impuesto sobre
Actividades Económicas, ejercida por delegación del
Ministerio de Economía y Hacienda, y de otras figuras
tributarias susceptibles de ser inspeccionadas, en los
casos en que las Entidades Locales correspondientes
hayan delegado en la Excma. Diputación Provincial
las facultades de Inspección Tributaria de dichos
impuestos, que lleva aparejada la actividad sanciona-
dora y en consecuencia sus liquidaciones.

Las actuaciones de procedimientos de verificación
de datos y/o de comprobación limitada contempla-
dos en la Ley 58/2003, de 17 de diciembre, General
Tributaria, siempre y cuando se ejerzan por el O.A.R.
las competencias de gestión tributaria y recaudatoria
de las figuras impositivas sobre las que recaen.

Art. 3º.- Sujetos obligados al pago y responsables.

Estarán obligados al pago de la tasa regulada en
esta Ordenanza, por los conceptos recogidos en los
apartados a), b), c),d) e) y f) del ar tículo anterior, las
Entidades Locales y demás Administraciones a las
que se presten alguno de los servicios expresados en
el ar tículo 2º, mediante las oportunas delegaciones
de facultades que se hayan efectuado a la Diputación
Provincial.

Art. 4º.- Obligación de contribuir. 

1.- Nacerá la obligación de contribuir por la tasa
establecida en esta Ordenanza por la efectiva presta-
ción de todos o algunos de los servicios que constitu-
yen el objeto de la misma, conforme al ar tículo 2º de
esta Ordenanza.

2.- El O.A.R. mantendrá para ser consultados, en
su caso, por los Ayuntamientos interesados, los opor-
tunos expedientes administrativos de baja de valores,
correspondientes a los valores que hayan sido proce-
sados como bajas en el desarrollo de las funciones
descritas en el ar t. 2º.

Art. 5º.- Base imponible. 

La base imponible sobre la que se aplicarán las
tarifas contempladas en el ar tículo 6º, vendrá determi-
nada por: 

1.- El importe de recaudación en periodo de pago
voluntario de cualquier clase de tributos y recursos de
derecho público.

2.- El importe de principal, recargos e intereses
recaudados en período ejecutivo de cualquier clase de
tributos y recursos de derecho público que se tramiten
siguiendo el procedimiento administrativo de apremio.

3.- El importe principal de las bajas comunicadas y
créditos incobrables (excluidas las bajas por otros moti-
vos entre las que estarían las masivas por depuración).

4.- El importe de la deuda tributaria, incluyendo
tanto liquidaciones de atrasos, como la deuda del
recibo afectado del padrón siguiente a recaudar del
Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza urba-
na, cuando se trate de alteraciones de orden físico,
económico o jurídico no consistentes en la modifica-
ción del sujeto pasivo. 

5.- El importe de la deuda tributaria  liquidada por
la inspección del Impuesto sobre Actividades
Económicas y de otras figuras tributarias, así como el
importe de la deuda que surja de la actividad sancio-
nadora inherente.

6.- El importe de la deuda tributaria liquidada que
se derive de las tareas de verificación de datos y com-
probación limitada.

Art. 6º.- Tarifas. 

A las bases determinadas en la forma que se indi-
ca en el ar tículo precedente se aplicarán las siguien-
tes tarifas: 

1.- El  6% sobre la cantidad recaudada en periodo
voluntario, descrita en el ar tículo 5º.1, excepto para las
multas de tráfico cuya tarifa se detalla en el punto 2
del presente ar tículo. 

El porcentaje anterior se reducirá en los porcenta-
jes siguientes, para aquellos Ayuntamientos cuyo
importe del cargo en periodo voluntario anual (referi-
do a padrones) se estime en las cantidades que se
detallan a continuación. 

Los Ayuntamientos que cumplan estos requisitos
deberán acreditar debidamente dichas circunstan-
cias, para acogerse a tales reducciones. 

Cargo voluntaria del año Porcentaje a aplicar

Hasta 3.000.000 euros 6,0%

De 3.000.000 a 6.000.000 euros 5,5%

De 6.000.000 a 9.000.000 euros 5,0%

De 9.000.000 a 12.000.000 euros. 4,5%
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2.- Por el ejercicio de las funciones de recaudación
voluntaria de multas de tráfico, se aplicará el 15%
sobre la cantidad recaudada en periodo voluntario por
este concepto. 

3.- Por el ejercicio de la recaudación ejecutiva de
cualquier clase de tributo o recurso de derecho públi-
co, se aplicará el 10% sobre principal, el 75% en los
recargos, y la totalidad (100%) de los intereses de
demora, excepto para las multas de tráfico, en las que
el porcentaje de principal se eleva al 15%.

Cuando en el curso de la recaudación ejecutiva se
recaudasen importes en concepto de costas legales
del procedimiento, dichas cantidades serán para el
O.A.R. en la misma cuantía que las anticipó y sin
superar el importe recaudado por este concepto.

4.- Por las bajas comunicadas y créditos incobra-
bles realizadas tanto en periodo voluntario como en
ejecutivo, se aplicará el 6% de su importe principal.

Cuando el procedimiento ejecutivo derive en una
baja comunicada o crédito incobrable, las costas
legales del procedimiento serán reembolsadas al
O.A.R. por el Ayuntamiento delegante en la misma
cuantía que se anticipó y sin superar el importe de
dichos gastos.

5.- Por la inclusión en Catastro de toda alteración,
no consistente en la modificación del sujeto pasivo,
en el Impuesto sobre Bienes Inmuebles de naturaleza
Urbana, esto es que se trate de alteraciones de orden
físico, económico o jurídico, por cada unidad urbana
modificada, se aplicará el 25% sobre el importe de la
deuda, incluyendo tanto el importe de la deuda de las
liquidaciones de atrasos como el importe de la deuda
del padrón siguiente, con un mínimo de 42,00 euros
por unidad. 

6.- Por el ejercicio de la inspección-sanción del
Impuesto sobre Actividades Económicas y otras figu-
ras tributarias, se aplicará el 30% al importe de la
deuda tributaria liquidada por esta actuación. 

7.- Por la realización de procedimientos de verifica-
ción de datos y comprobación limitada, se aplicará el
10% sobre el importe de la deuda tributaria liquidada.

Art. 7º.- Devengo. 

La tasa se devenga: 

Cuando se efectúe por el O.A.R. la liquidación al
Ayuntamiento de las cantidades recaudadas en perio-
do voluntario de sus respectivos padrones. 

Cuando se efectúe por el O.A.R. la liquidación al
Ayuntamiento de las cantidades recaudadas en perio-
do ejecutivo. 

Cuando se efectúe por el O.A.R. la liquidación al
Ayuntamiento de las cantidades recaudadas en perio-
do voluntario de las liquidaciones de ingreso directo
generadas. 

Cuando se practiquen las liquidaciones de ingreso
directo por el Impuesto sobre Bienes Inmuebles de
naturaleza urbana y/o la incorporación de la modifica-
ción catastral, como consecuencia de las alteraciones
de orden físico, económico o jurídico no consistentes
en la modificación del sujeto pasivo, que supongan
actualizaciones derivadas de los expedientes segui-
dos al respecto, sobre deudas ya devengadas deter-
minantes del nuevo valor catastral. 

Cuando se practiquen las liquidaciones de ingreso
directo resultantes de las actuaciones de inspección-
sanción del Impuesto sobre Actividades Económicas
ejercida por delegación del Ministerio de Economía y
Hacienda, así como las liquidaciones generadas por
otras figuras tributarias.

Cuando se practiquen las liquidaciones dadas de
alta por actuaciones de los procedimientos de verifica-
ción de datos y/o comprobación limitada.

En cada uno de los apartados anteriores, las canti-
dades que se pudieran anticipar a los Ayuntamientos
en concepto de recaudación estimada, supondrán la
exigibilidad de la tasa en el momento de realizar la
transferencia del importe anticipado correspondiente. 

Artículo 8º.- Exención y bonificación. 

No se autorizarán exenciones ni bonificaciones
sobre las cuotas que resulten por aplicación de las
tarifas previstas en esta Ordenanza, ni aun en el
supuesto de devolución de ingresos procedentes de
la recaudación mediante recibo, salvo aquellas que
vengan establecidas con carácter general por disposi-
ciones con rango legal suficiente. 

Artículo 9º.- Gestión y administración. 

El importe de la tasa por los servicios prestados,
sujetos a la misma, se retendrá en cada liquidación
practicada a los Ayuntamientos del importe a transfe-
rir por: 

Recaudación voluntaria de padrones. 

Recaudación ejecutiva y de liquidaciones de ingre-
so directo de todos los recursos tributarios de dere-
cho público, en  las que se incluirá las  tasas de los
servicios de inspección-sanción, gestión catastral y
verificación de datos y/o comprobación limitada.

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
8 Viernes, 22 de septiembre de 2006 Número 183



Artículo 10º.- Concesión de anticipos a cuenta de
la recaudación. 

El O.A.R. concertará, al amparo de lo establecido
en el ar ticulo 149 del texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales, aprobado por
Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, ope-
raciones de Tesorería, con el fin de conceder antici-
pos a los Ayuntamientos, a cuenta del importe de la
recaudación voluntaria de los tributos cuya gestión
recaudatoria se haya delegado a la Excma. Diputación
Provincial. 

Las referidas operaciones no pueden suponer
carga financiera para el O.A.R., por lo que, en su caso,
se repercute sobre los Ayuntamientos del servicio la
parte proporcional de gastos financieros que corres-
pondan, que está incluida en el servicio de recauda-
ción en vía voluntaria.

Los anticipos se calcularán por el O.A.R., en fun-
ción de la recaudación voluntaria estimada, hasta un
máximo del 75% y se transferirán a los Ayuntamientos
interesados con la periodicidad que se establezca. 

Los anticipos realizados se recuperarán por el
O.A.R., en la liquidación del periodo de recaudación
correspondiente, considerando igualmente las com-
pensaciones derivadas de devoluciones de ingresos
indebidos, deudas contraídas con la Diputación
Provincial  o sus Organismo Públicos, así como otros
conceptos derivados de la liquidación definitiva. 

Artículo 11º.- Delegación y convenios con las
Entidades Locales y otras Administraciones. 

1.- La delegación por las Corporaciones Locales de
la provincia de todos o alguno de los servicios que
dan lugar a la tasa reguladora en esta Ordenanza,
deberá acomodarse a las normas contenidas en el
acuerdo de delegación de competencias establecido
como modelo-tipo por el O.A.R. 

2.- De conformidad con lo dispuesto en el ar tículo
173.2 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, los Ayuntamientos
y otras Administraciones que deleguen o encomien-
den,  la gestión recaudatoria al O.A.R., no podrán exi-
gir a éste fianzas, depósitos y cauciones. 

Artículo 12º.- Derecho supletorio. 

Para todo lo que no se halle expresamente previs-
to en esta Ordenanza, se estará a lo dispuesto en las
normas reguladoras de las Haciendas Locales, Ley

General Tributaria y Reglamentos dictados en su des-
arrollo (Reglamento General de Recaudación,
Reglamento de Revisión en Vía Administrativa, etc.),
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo Común y
el propio Reglamento de Organización y
Procedimiento del O.A.R.

Artículo 13º.- Facultades de interpretación. 

En cualquier caso, de conformidad con lo dispues-
to en el ar tículo 106.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
el O.A.R. podrá dictar las disposiciones interpretativas
y aclaratorias de esta Ordenanza que estime pertinen-
tes, con los mismos trámites observados para su apro-
bación. 

Disposición derogatoria

Queda derogada la anterior Ordenanza, así como
sus modificaciones, reguladoras de la prestación de
los servicios de recaudación por la Diputación
Provincial de Ávila a través del O.A.R.

Disposición final

La presente Ordenanza fiscal entrará en vigor el
día de su publicación en el Boletín Oficial de la
Provincia, para ser exigida la tasa a partir de esa
misma fecha, permaneciendo vigente en tanto no se
acuerde su modificación o derogación expresa. 

REGLAMENTO DE ORGANIZACIÓN Y PROCEDI-
MIENTO DEL O.A.R.

TITULO I.- DISPOSICIONES GENERALES

Artículo 1.- Objeto y fines.

1.- El Organismo Autónomo de Recaudación (en
adelante “O.A.R.”) tiene como finalidad la de llevar a
cabo la gestión, liquidación, inspección y recauda-
ción, en el ámbito de la provincia de Ávila, de los
recursos de derecho público, tributarios y no tributa-
rios, de las Entidades Locales y demás
Administraciones Públicas que efectúen la delegación
o encomienden el ejercicio de dichas facultades y fun-
ciones a la Diputación Provincial de Ávila.

2.- Este Reglamento de Organización y
Procedimiento contiene normas comunes, tanto sus-
tantivas como de procedimiento que completan las
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Ordenanzas aprobadas por las Entidades Locales que
han delegado las competencias citadas, con el fin de:

Desarrollar lo que se prevé en la Ley General
Tributaria en aquellos aspectos referentes a los proce-
dimientos tributarios de gestión, inspección, y recau-
dación, llevados a cabo por este Organismo.

Regular las actuaciones que el Organismo
Autónomo, como ente instrumental de la Diputación,
debe llevar a cabo para ejercer las funciones que
tiene delegadas.

Regular aquellos aspectos comunes a diversas
Ordenanzas fiscales, evitando así la reiteración de los
mismos.

Regular las materias que precisan de concreción o
desarrollo por parte de la Administración gestora.

Recopilar, en un único texto, las normas y procedi-
mientos cuyo conocimiento pueda resultar de interés
general.

Informar a los Ayuntamientos en general y a los ciu-
dadanos en particular de las normas y procedimien-
tos, cuyo conocimiento pueda facilitar el cumplimien-
to de las obligaciones tributarias.

Artículo 2.- Marco legal.

El ar ticulado contenido en el presente texto regula
algunos aspectos orgánicos y de procedimiento que,
junto con el resto de normas dictadas al efecto, y al
amparo de lo que preceptúan los ar tículos 4, 36,
106.2 y 107.2 de la Ley 7/85 Reguladora de las Bases
del Régimen Local en relación con los ar tículos 7, 11,
12.2 y 15.3 del Real Decreto Legislativo 2/2004 por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales, y Disposición
Adicional 4ª, apartado 3, de la Ley 58/2003, de 17 de
diciembre, General Tributaria, son de aplicación al
funcionamiento del Organismo.

Artículo 3.- Ámbito territorial.

El ámbito de actuación del Organismo Autónomo
se extiende a la totalidad del territorio provincial, den-
tro del cual resulta competente, a todos los efectos,
para la ejecución de las actuaciones que comporta la
función administrativa conducente a la gestión de
ingresos de Derecho Público de las Entidades Locales
y otras Administraciones, cuya gestión recaudatoria le
corresponda, así como las otras funciones y activida-
des que tiene atribuidas estatutariamente.

Artículo 4.- Facultades de interpretación.

La interpretación de los preceptos contenidos en
este texto, en relación con el resto de las normas de
aplicación, corresponderá a la Presidencia del
Organismo que, previo informe de la Secretaría, podrá
dictar disposiciones interpretativas y aclaratorias de
las mismas.

TITULO II. — ORGANIZACIÓN

CAPÍTULO 1º.- ÓRGANOS DE GOBIERNO

Artículo 5.- Órganos de Gobierno.

La composición, atribuciones y régimen jurídico de
los órganos de gobierno del Organismo serán los
regulados en sus Estatutos.

CAPÍTULO 2º.- ÓRGANOS DE DIRECCIÓN

Artículo 6.- Gerencia.

1.- La gestión administrativa y la dirección del
Organismo estarán a cargo de un Gerente.

2.- Al Gerente corresponde realizar las funciones
descritas en los Estatutos y, con carácter general,
todas aquellas que sean propias de la dirección y
coordinación de los servicios del Organismo, no atri-
buidas a los órganos de Gobierno.

CAPÍTULO 3º.- ORGANIZACIÓN Y PERSONAL

Artículo 7.- Estructura organizativa.

Básicamente, el O.A.R. se compone, de los
Servicios Centrales, ubicados en la capital de la pro-
vincia, y de las Oficinas Periféricas situadas en aque-
llos municipios que resulte conveniente para la mejor
prestación del servicio.

SECCIÓN 1ª.- SERVICIOS CENTRALES

Artículo 8.- Servicios Centrales.

Los Servicios Centrales se organizan en Secciones
y Negociados, cuyas denominaciones y funciones son
las que se detallan en los ar tículos siguientes, sin per-
juicio de la descripción más completa contenida en la
Relación de Puestos de Trabajo.
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Articulo 9.- Negociado de Asuntos Generales.

Realizará, entre otras, las siguientes funciones:

Preparación para su traslado a los Departamentos
del O.A.R. o de la Diputación en su caso, encargados
de la instrucción de documentos y trámites de los
expedientes relativos a los siguientes asuntos:

- Personal.

- Contratación general del Organismo.

- Elaboración y mantenimiento del inventario.

- Contabilidad del Organismo.

Cumplimentación de trámites e instrucción de
expedientes relativos al presupuesto y otros asuntos
no incluidos en el apartado anterior.

Archivo y custodia de los expedientes tramitados
directamente y control de aquellos cuya instrucción
corresponda a otros Depar tamentos del propio
Organismo y de la Entidad Provincial.

Estudio y propuesta de las necesidades materiales
de los Servicios Periféricos.

Coordinación y mejora de la imagen exterior de los
Servicios Periféricos.

Control de los gastos generados por las unidades
administrativas.

Otros que le asigne el Gerente.

Artículo 10.- Servicio de Gestión y Recaudación.

La sección de Gestión y Recaudación realizará,
entre otras, las siguientes funciones:

En los supuestos de delegación por parte de los
Ayuntamientos de las funciones de gestión tributaria y
recaudatoria, le corresponderá:

Elaboración y mantenimiento de padrones.

Práctica de liquidaciones.

Práctica de notificaciones reglamentarias.

Control de períodos de cobro y sus modificacio-
nes.

Expedientes de concesión y denegación de bene-
ficios fiscales.

Tramitación de expedientes de recursos contra
todos los actos de gestión  liquidatoria.

Expedientes de devolución de ingresos indebidos.

Tramitación de expedientes de alteraciones catas-
trales de orden jurídico por cambios de titularidad.

Gestión de cobro de las liquidaciones correspon-
dientes a altas en censo.

Otras actuaciones de colaboración en la gestión,
cuya ejecución sea aprobada por el Consejo Rector.

Formulación de propuestas sobre mejora de los
medios, circuitos y relaciones intervinientes en el pro-
cedimiento de recaudación voluntaria.

Control y ejecución de las actuaciones necesarias
para aplicar las instrucciones internas y verificar que la
recaudación en periodo voluntario se desarrolla de
conformidad con lo previsto en el Reglamento
General de Recaudación y en la presente Ordenanza.

En los supuestos de delegación o encomienda,
solamente de la función recaudatoria, le corresponde-
rá:

Práctica de notificaciones reglamentarias.

Control de períodos de cobro y modificaciones.

Otras competencias que, en el ámbito de la ges-
tión recaudatoria, le correspondan al O.A.R.

Artículo 11.-  Sección de Gestión Censal,
Inspección y Recaudación Ejecutiva.

Las funciones asignadas a esta Dependencia
serán:

Coordinación de todas las actuaciones que el
O.A.R. deba realizar en el desarrollo de los convenios
o delegaciones que se correspondan con la gestión
censal de los distintos tributos.

La inspección tributaria, con funciones tales como: 

Elaboración y coordinación de planes de inspec-
ción de los impuestos y tasas.

Realización de actuaciones de comprobación e
investigación, en los términos regulados en el
Reglamento General de Inspección.

Tramitación de expedientes sancionadores incoa-
dos en el ejercicio de las funciones propias de este
Servicio.

Ejercicio de las facultades de verificación de datos,
comprobación limitada de valores.

Otras actuaciones de colaboración en tareas de
inspección, cuya ejecución sea aprobada por el
Consejo Rector.

Gestión recaudatoria en vía ejecutiva de los recur-
sos administrados, que comprenderán entre otros los
siguientes trámites:

Recabar la formalización de la providencia de
apremio.

Notificaciones.
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Seguimiento y control de la recaudación en vía de
apremio.

Embargo y en su caso enajenación de bienes.
Para ello el O.A.R. podrá realizar las oportunas anota-
ciones a su nombre en los Registros Públicos corres-
pondientes.

Embargo de bienes ubicados fuera del territorio
provincial y que se hallen inscritos en un registro
público.

Otras actuaciones imprescindibles para la conti-
nuación de los expedientes tramitados.

Formulación de propuestas en orden al estableci-
miento de circuitos de colaboración y adopción de
otras medidas que puedan mejorar el procedimiento
de recaudación en período ejecutivo.

Control y ejecución de las actuaciones necesarias
para lograr que la extinción de las deudas no satisfe-
chas en período voluntario tenga lugar en el tiempo
más breve posible y se realice de conformidad con lo
que disponen las instrucciones internas, el
Reglamento General de Recaudación y la presente
Ordenanza.

Tramitación de expedientes de recursos contra
todos los actos de gestión recaudatoria en vía de
apremio.

SECCIÓN 2ª.- SERVICIOS PERIFÉRICOS

Artículo 12.- Oficinas de Gestión y Recaudación.

Los servicios periféricos se estructuran en Oficinas
de Gestión y Recaudación, que desarrollarán todas
las funciones necesarias para llevar a cabo con efica-
cia la recaudación en período voluntario y, en su caso,
en período ejecutivo, así como las tareas de gestión,
de conformidad con lo que dispone la normativa apli-
cable y de las instrucciones dadas por la Gerencia.

En el ejercicio de su cargo, los Jefes de Oficina,
como responsables de llevar a cabo la recaudación
en el conjunto de Municipios de su zona, ejercerán las
funciones siguientes:

La recaudación de los documentos cobratorios de
las Entidades que tengan delegada o encomendada
esta competencia, en los términos y de acuerdo con
los procedimientos establecidos en el Reglamento
General de Recaudación, en otras disposiciones con-
cordantes y de conformidad con la normativa interna.

Tramitación de expedientes de recursos contra
todos los actos de gestión tributaria y  recaudatoria.

Información y asistencia técnica al obligado tribu-
tario.

Otras que se les asigne.

Artículo 13.- Colaboración y cooperación en la ges-
tión.

1.- Se establece el principio de colaboración entre
las distintas Dependencias del O.A.R., en los supues-
tos en que sea necesario realizar actuaciones fuera de
cada ámbito territorial.

2.- Los Jefes de Oficina tienen derecho a recabar
la cooperación y auxilio de la autoridad correspon-
diente, por conducto de los órganos superiores o
directamente en caso de urgencia, siempre que sea
necesario, para el ejercicio de las funciones que tie-
nen encomendadas y, en especial, en los casos pre-
vistos en el Reglamento General de Recaudación y
demás disposiciones de aplicación.

Artículo 14.- Zonas Geográficas.

1.- En el ámbito territorial provincial, las funciones
de gestión y de recaudación se podrán desarrollar por
zonas geográficas, comprendiendo cada una de ellas
un conjunto de municipios.

El número de zonas y la relación de municipios se
determinará por acuerdo del Consejo Rector.

2.- En cada una de las zonas se ubicará una
Oficina Periférica donde se realizarán las funciones
descritas en el ar tículo 12.

El Consejo Rector determinará los municipios
donde se ubicarán dichas Oficinas.

SECCIÓN 3ª.- PERSONAL DEL ORGANISMO

Artículo 15.- Categorías.

Las categorías administrativas correspondientes a
las plazas existentes en el Organismo, y la titulación
mínima exigible para acceder a las mismas vendrán
determinadas en las Relaciones de Puestos de
Trabajo vigentes en cada momento.

Artículo 16.- Selección.

La selección de personal, se realizará de acuerdo
con la ofer ta de empleo, mediante convocatoria públi-
ca a través del sistema de oposición, concurso-oposi-
ción o concurso y de conformidad con la normativa
vigente sobre selección de personal al servicio de las
Administraciones Públicas.
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Artículo 17.- Adscripción del personal.

El Gerente podrá adscribir al personal a los distin-
tos puestos de trabajo según las necesidades del ser-
vicio, respetando siempre la categoría administrativa
requerida.

TITULO III.- PROCEDIMIENTO

CAPÍTULO 1º.- ADMINISTRACIÓN GENERAL

Artículo 18.- Aspectos generales.

1.- La tramitación de los expedientes estará guiada
por los criterios de racionalidad y eficacia, procurando
así mismo simplificar los trámites que debe realizar el
ciudadano y facilitar el acceso de este último a la
información administrativa.

2.- El Presidente podrá delegar el ejercicio de com-
petencias y la firma de resoluciones administrativas,
salvo que las mismas se refieran a procedimientos
sancionadores.

3.- Las resoluciones administrativas que se adop-
ten por delegación entre órganos de esta
Administración indicarán expresamente esta circuns-
tancia y se considerarán dictadas por el órgano dele-
gante.

4.- Los acuerdos del Consejo Rector y las resolu-
ciones del Presidente serán notificados por el funcio-
nario que desarrolle las competencias de la Secretaría
del Organismo.

5.- El personal competente para expedir copias
autenticadas de documentos obrantes en las depen-
dencias del Organismo Autónomo será el siguiente:

Jefe de Oficina de Zona cuando se trate de docu-
mentos existentes en las respectivas oficinas de zona.

Jefe del  Negociado de Asuntos Generales cuando
los documentos se hallen en Servicios Centrales.

Artículo 19.- Comunicaciones informativas.

1.- Los servicios recaudatorios informarán a los
obligados tributarios que lo soliciten de los criterios
administrativos existentes para la aplicación de la nor-
mativa tributaria. Las solicitudes formuladas verbal-
mente, se responderán de igual forma.

En los casos en que la solicitud se formulara por
escrito, se procurará que el obligado tributario expre-
se con claridad los antecedentes y circunstancias del
caso, así como las dudas que le suscite la normativa
tributaria aplicable.

2.- Si la solicitud de información se refiere a una
cuestión reglamentada en esta Ordenanza, o en las
municipales o en circulares internas, o bien se trata de
una cuestión cuya respuesta se deduce indubitada-
mente de la normativa vigente, las oficinas periféricas
receptoras de la consulta podrán formular la respues-
ta.

En otro caso, se responderá desde los servicios
centrales, por el funcionario u órgano competente por
razón de la materia.

Para garantizar la confidencialidad de la informa-
ción, se requerirá del obligado tributario su debida
identificación y, en todo caso, el N.I.F. Además, si se
actúa por medio de representante, éste deberá acre-
ditar su condición de tal. En todo caso, se presumirá
concedida la representación cuando se trate de un
acto de mero trámite. 

Cuando el interesado se relacione con la
Administración por medios telemáticos, podrá identifi-
carse utilizando el certificado digital que acredite su
identidad.

La corrección de datos que pueda solicitar el inte-
resado se tramitará considerando la  propia solicitud
y, en su caso, se requerirá la acreditación de los nue-
vos datos.

3.- Los interesados podrán dirigirse a la web/ofici-
na vir tual del O.A.R., por internet, para acceder a la
información de interés general y realizar los trámites y
gestiones que se vayan habilitando en la misma. 

4.- Los datos de carácter personal facilitados por
los ciudadanos, presencialmente, a través de la
web/oficina vir tual del O.A.R., o por cualquier otro
medio, así como los datos con trascendencia tributa-
ria requeridos u obtenidos por el O.A.R., se incorpora-
rán a los ficheros del Organismo.

Los interesados podrán ejercer ante el O.A.R., los
derechos de acceso, rectificación, cancelación y opo-
sición previstos en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de
diciembre de Protección de Datos de Carácter
Personal.

Artículo 20.- Acceso a archivos.

1.- Los ciudadanos tienen derecho a acceder a los
registros y documentos que formen parte de expe-
dientes, en los términos establecidos en la Ley
30/1992, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común y en la Ley 58/2003, General
Tributaria.
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2.- Para que sea autorizada la consulta será nece-
sario que se formule petición individualizada especifi-
cando los documentos que se desea consultar y que
por parte de la Secretaría del Organismo se valore
que dichos documentos no contienen datos referen-
tes a la intimidad de personas diferentes del consul-
tante.

La consulta deberá ser formulada por el interesado
o representante legal debidamente autorizado.

Artículo 21.- Derecho a la obtención de copia de
los documentos que obren en el expediente.

1.- Las peticiones de copias deberán realizarse por
el obligado tributario o su representante, por escrito.

Se procurará poner a disposición de los obligados
tributarios el uso de una máquina fotocopiadora que,
previo pago, permita la obtención de fotocopias. 

2.- La obtención de copias facilitadas por el O.A.R.
requerirá, en su caso, el pago previo de la tasa que
puede ser establecida por expedición y reproducción
de documentos.

3.- Cuando las necesidades del servicio lo permi-
tan, se cumplimentará la petición del obligado tributa-
rio en el mismo día. Si se trata de un número elevado
de copias, o cuando otro hecho impida cumplir el
plazo anterior, se informará al solicitante de la fecha
en que podrá recoger las copias solicitadas. Salvo cir-
cunstancias excepcionales, este plazo no excederá de
diez días naturales.

4.- Por diligencia incorporada en el expediente se
hará constar el número de los folios de los cuales se
ha expedido copia y su recepción por el obligado tri-
butario.

5.- Los obligados tributarios no tendrán derecho a
obtener copia de aquellos documentos que figurando
en el expediente afecten a intereses de terceros, o a
la intimidad de otras personas. La resolución que
deniegue la solicitud de copias de documentos
obrantes en el expediente deberá motivarse.

Artículo 22.- Identificación de los responsables de
la tramitación de los procedimientos.

Las solicitudes de los obligados tributarios relativas
a la identificación de los responsables de la tramita-
ción o resolución de los procedimientos se dirigirán al
Gerente del O.A.R..

Artículo 23.- Alegaciones y trámite de audiencia al
interesado.

1.- Cuando los obligados tributarios formulen ale-
gaciones y presenten documentos antes del trámite
de audiencia, se tendrán en cuenta unos y otros al
redactar la correspondiente propuesta de resolución,
haciéndose expresa mención de la circunstancia de
su aportación en los antecedentes de ésta.

2.- En los procedimientos de inspección, se dará
audiencia al interesado en los términos previstos en la
Ley General Tributaria y en el Reglamento General de
la Inspección de los Tributos.

En el procedimiento de recaudación, se dará
audiencia en aquellas actuaciones en que así se pre-
vea en el Reglamento General de Recaudación y en
el Reglamento de Revisión en Vía Administrativa.

En el procedimiento de gestión, se dará trámite de
audiencia cuando, para la adopción de la resolución
administrativa, se tengan en cuenta hechos o datos
diferentes aportados por otras Administraciones o por
el interesado.

Con carácter general, el plazo de audiencia será
de quince días.

Artículo 24.- Registros.

1.- El Registro General del O.A.R. estará abier to de
lunes a  viernes, de 9 h. a 13,30 h.

2.- Podrán presentarse por los interesados escritos
dirigidos a los servicios recaudatorios por cualquiera
de los medios siguientes:

Registro General del Organismo Autónomo de
Recaudación.

Registros de las Oficinas periféricas del Servicio
integradas informáticamente en el Registro General
del O.A.R.

Registros de la Administración Estatal,
Autonómica o Local si, en este último caso, se hubie-
se suscrito el oportuno convenio.

Oficinas de Correos.

Representaciones diplomáticas u oficinas consula-
res de España en el extranjero.

3.- Registrado un documento, constará en el
mismo nota expresiva de la fecha en que se inscribe
y número de orden que le haya correspondido. Una
vez efectuada la inscripción, se procederá a distribuir
los documentos entre los departamentos competen-
tes, para su oportuna tramitación.
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Artículo 25.- Cómputo de plazos.

A efectos del cómputo de plazos, para dictar reso-
lución cuando la misma competa al  O.A.R., se enten-
derá como fecha de presentación del correspondien-
te escrito la fecha de recepción en el registro corres-
pondiente.

1.- Siempre que no se exprese otra cosa, cuando
los plazos se señalen por días, se entiende que son
hábiles, excluyéndose del cómputo los domingos y
los declarados festivos. Cuando los plazos se señalen
por días naturales, se hará constar esta circunstancia
en las correspondientes notificaciones.

2.- Si el plazo se fija en meses o años, éstos se
computarán de fecha a fecha, desde aquél en que
tenga lugar la notificación o publicación del acto de
que se trate, o desde aquél en que se produzca la
estimación o desestimación por silencio administrati-
vo. Si en el mes de vencimiento no hubiera día equi-
valente a aquel en que comienza el cómputo, se
entenderá que el plazo expira el último día del mes.

3.- Cuando el último día del plazo sea inhábil, se
entenderá prorrogado al primer día hábil siguiente.

4.- Los plazos expresados en días se contarán a
partir del día siguiente a aquél en que tenga lugar la
notificación o publicación del acto de que se trate, o
desde el siguiente a aquél en que se produzca la esti-
mación o la desestimación por silencio administrativo.

5.- Cuando un día fuese hábil en el municipio o
Comunidad Autónoma en que residiese el interesado,
e inhábil en la sede del órgano administrativo, se con-
siderará inhábil.

Artículo 26.- Tramitación de expedientes.

1.- De los escritos que se presenten en el Registro
del O.A.R., los interesados podrán exigir el correspon-
diente recibo, admitiéndose como tal una copia en la
que figure la fecha de presentación.

2.- Si las solicitudes no reúnen todos los requisitos
exigidos por la normativa vigente, se requerirá al inte-
resado para que en un plazo de diez días subsane las
anomalías, con indicación de que, si así no lo hiciera,
se le tendrá por desistido de su petición, archivándo-
se sin más trámite el expediente.

3.- Se ordenará la acumulación de procedimientos
que entre sí guarden identidad sustancial o íntima
conexión. 

4.- En la resolución de expedientes de naturaleza
homogénea, se observará el orden riguroso de incoa-
ción.

5.- Cuando se solicite del interesado la aportación
de documentación necesaria para la continuidad del
procedimiento y hayan transcurridos más de tres
meses sin que sea cumplimentado el requerimiento,
se producirá la caducidad del mismo, de cuyo efecto
se advertirá al interesado.

6.- Los procedimientos que se tramiten y finalicen
en soporte informático garantizarán el ejercicio de la
competencia del órgano que la ejerce. Cuando resul-
te conveniente, se definirá y aprobará el expediente
informático, cuyas características serán publicadas.

7.- Los documentos emitidos por el O.A.R., por
medios electrónicos, informáticos o telemáticos, o los
que el O.A.R. emita como copias de originales alma-
cenados por estos medios, gozarán de la validez y efi-
cacia del documento original, siempre que concurran
los requisitos exigidos por la Ley de Régimen Jurídico
de las Administraciones Públicas y Procedimiento
Administrativo Común (LRJPAC).

Artículo 27.- Obligación de resolver.

1.- El O.A.R. está obligado a resolver todas las
cuestiones que se planteen en los procedimientos tri-
butarios. Se exceptúa este deber de resolver expresa-
mente en los casos siguientes:

En los procedimientos relativos al ejercicio de
deberes que sólo han de ser objeto de comunicación.

Cuando se produzca la caducidad, la pérdida
sobrevenida del objeto del procedimiento, la renuncia
o el desistimiento de los interesados.

2.- El plazo máximo de duración de los procedi-
mientos será de 6 meses.

Se resolverá en el plazo de un mes el recurso de
reposición previo al contencioso-administrativo en
materia de tributos locales y otros ingresos de dere-
cho público.

3.- Los servicios del O.A.R. adoptarán las medidas
necesarias para cumplir los deberes de motivar los
actos administrativos y resolver los recursos presenta-
dos en los plazos legales y reglamentarios.

Si, en determinadas circunstancias, los responsa-
bles de la tramitación consideran que no pueden
cumplir la obligación legal o reglamentaria, lo pon-
drán en conocimiento de la Gerencia, a fin de buscar
las soluciones más adecuadas.

Artículo 28.- Efectos del silencio administrativo.

1.- En los procedimientos iniciados a solicitud del
interesado, el vencimiento del plazo máximo fijado
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para su resolución sin haberse dictado y notificado
acuerdo expreso, legitima al interesado para entender
estimada o desestimada la solicitud por silencio admi-
nistrativo, según proceda y sin perjuicio de la resolu-
ción que la Administración debe dictar.

2.- Cuando no haya recaído resolución en plazo,
se entenderá desestimada la solicitud en los siguien-
tes supuestos:

Resolución del recurso de reposición previo al con-
tencioso-administrativo frente a los actos del
Organismo Autónomo dictados en materia de tributos
locales y restantes ingresos de derecho público.

Procedimientos para la concesión de beneficios
fiscales en los Impuestos de Bienes Inmuebles, y
sobre Actividades Económicas, 

Resolución de otros recursos administrativos dife-
rentes del establecido en el apartado a) de este
punto, que pudiera interponerse.

Suspensión del procedimiento tributario cuando
no se aporte garantía suficiente.

Otros supuestos previstos legalmente.

3.- También se entenderá desestimada la devolu-
ción de ingresos indebidos en el plazo de tres meses
siempre que, con anterioridad, no haya sido anulada
la liquidación que motivó el ingreso.

4.- Se entenderán estimadas las solicitudes formu-
ladas por los interesados en los casos previstos en la
normativa de aplicación.

CAPÍTULO 2º.- NORMAS SOBRE GESTIÓN

Artículo 29.- Importe mínimo de las liquidaciones.

1.- En atención a criterios de eficiencia y economía
el importe mínimo de los valores que deba gestionar
el O.A.R. como tributos u otros ingresos de derecho
público ascenderá a más de 2,40�, es decir, el O.A.R.
no emitirá documentos cobratorios por deudas infe-
riores, cuya cuota líquida principal sea inferior o igual
a la cantidad expresada respecto a procedimientos
sobre los que el O.A.R. realiza la gestión recaudatoria
inicial en vía voluntaria.

2.- No obstante, anualmente el O.A.R. aplicando
también el principio de proporcionalidad, datará los
valores inferiores o iguales a cinco euros (5,00�).

3.- El Consejo Rector del O.A.R. con el objetivo de
su actualización podrá incrementar las cantidades
indicadas en los apartados anteriores.

Artículo 30.- Requisitos formales de cargos en eje-
cutiva.

1.- El Ayuntamiento delegante remitirá en el forma-
to y fichero electrónico facilitado por el O.A.R., los
datos que se recogen a continuación:

Nº de certificación del Ayuntamiento.

Nombre y apellidos del contribuyente o heredero,
en su caso.

D.N.I. del contribuyente o heredero, en su caso.

Domicilio del contribuyente o heredero, en su
caso.

Objeto tributario.

Ejercicio de la deuda.

Periodo (en caso de que no coincida con el año
natural).

Fecha de inicio del periodo ejecutivo.

Fecha de providencia de apremio.

Fecha de notificación de providencia de apremio
(en caso de que se haya notificado por parte del
Ayuntamiento).

Importe de la deuda en principal.

Importe del I.V.A.

La falta de cualquiera de estos datos en el fichero
remitido por el Ayuntamiento supondrá la no acepta-
ción del cargo.

2.- En la recaudación de los valores en ejecutiva
delegada por los Ayuntamientos, el Organismo
Autónomo de Recaudación no aceptará cargos para
cuya prescripción falte menos de un año o cuyos valo-
res no puedan ser gestionados por ser su importe de
principal inferior a 30 euros.

SECCIÓN 1ª.- DE CRÉDITOS TRIBUTARIOS

SUBSECCIÓN 1ª.- DE VENCIMIENTO PERIÓDICO 

Artículo 31.- Impuesto sobre Bienes Inmuebles.

1.- El padrón fiscal del Impuesto sobre Bienes
Inmuebles (I.B.I.) se elaborará a partir del padrón
catastral formado por la Gerencia Territorial del
Catastro, al que se incorporarán las alteraciones con-
secuencia de hechos o actos conocidos por el O.A.R.
y/o Ayuntamientos en su caso, en los términos conve-
nidos con el Catastro.

2.- Las variaciones de orden físico, económico o
jurídico que se produzcan en los bienes gravados ten-
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drán efectividad desde el día primero del año siguien-
te, pudiendo incorporarse en el padrón correspondien-
te a este período dichas variaciones si de las mismas
no ha derivado modificación de la base imponible. 

3.- Cuando se conozca la realización de construc-
ciones sobre un bien inmueble y se notifique el nuevo
valor catastral en un ejercicio posterior al de su con-
clusión, dicho valor tendrá efectividad desde el inicio
del año natural inmediatamente siguiente al del fin de
las obras.

En consecuencia, la Administración liquidará el
Impuesto sobre Bienes Inmuebles correspondiente a
los ejercicios siguientes al de finalización de la cons-
trucción, considerando el  valor catastral asignado al
suelo y construcción.

4.- La liquidación comprenderá un período que se
iniciará en el año siguiente a aquel en que concluye-
ron las obras y acabará en el presente ejercicio, siem-
pre que dicho período no sea superior al plazo de
prescripción. Si tal período excede del plazo de pres-
cripción, solo se liquidará el I.B.I. correspondiente a
los años no prescritos.

5.- La base liquidable se determinará aplicando las
reducciones legales, cuya cuantía será fijada y comu-
nicada por la Gerencia Territorial del Catastro.

6.- Los sujetos pasivos están obligados a presentar
declaraciones de alta, baja o variación cuando las alte-
raciones de los bienes tengan transcendencia para la
liquidación del impuesto.

No obstante, los notarios y registradores deben
remitir, la información que se refiera a documentos
por ellos autorizados o inscritos cuyo contenido
suponga exclusivamente la adquisición o consolida-
ción de la propiedad de la totalidad del inmueble,
siempre que los interesados hayan aportado la refe-
rencia catastral y se formalice en escritura pública o
se solicite su inscripción en el Registro de la
Propiedad en el plazo de dos meses desde el hecho,
acto o negocio de que se trate.

7.- A los efectos previstos en el apartado anterior,
se convendrá con los Notarios y con el Registro de la
Propiedad el procedimiento más idóneo, en orden a
materializar la colaboración que permita conocer pun-
tualmente las variaciones de propiedad de inmuebles.
Se procurará que las comunicaciones de datos con
transcendencia tributaria se efectúen por vía informá-
tica y con la mayor simplicidad.

8.- La comunicación del Notario, o del Registrador
de la Propiedad, servirá para cambiar la titularidad en

el padrón del I.B.I. y para liquidar el Impuesto sobre
Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza
Urbana.

9.- La Administración facilitará a los Notarios,
Registradores de la Propiedad y a quienes aleguen un
interés legítimo, por el medio más rápido posible, cer-
tificación de las deudas pendientes por I.B.I., corres-
pondientes al bien que se desea transmitir.

Todo ello, en orden a informar sobre el alcance de
la responsabilidad dimanante de lo previsto en el ar tí-
culo 64  del Real Decreto Legislativo 2/2004 por el
que se aprueba el texto refundido de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales.

10.- A efectos de determinar las cuotas tributarias
que deben figurar en el padrón, se aplicarán los tipos
impositivos aprobados por cada Ayuntamiento y, en
su caso, el coeficiente de actualización de valores
catastrales aprobado por Ley de Presupuestos
Generales del Estado. No será preciso proceder a la
notificación individualizada de tales modificaciones
puesto que las mismas proceden de la Ordenanza fis-
cal reglamentariamente tramitada y de una Ley estatal
de general y obligatoria aplicación. 

Artículo 32.- Impuesto sobre Vehículos de
Tracción Mecánica.

1.- El padrón fiscal del Impuesto sobre Vehículos
de Tracción Mecánica se elaborará  por el O.A.R. en
función del padrón del año anterior, incorporando las
altas y los efectos de otras modificaciones (transferen-
cias, cambios de domicilio y bajas) formalizadas en el
ejercicio inmediatamente anterior o que consten en el
O.A.R., así como las que comunique el Ayuntamiento
titular.

2.- Será sujeto pasivo del impuesto la persona físi-
ca o jurídica que figure como titular del vehículo en el
Registro Central de Tráfico, debiendo tributar en el
municipio que conste como lugar de residencia en el
permiso de circulación.

3.- A efectos de determinar las tarifas a que se
refiere el ar t. 95 del Real Decreto Legislativo 2/2004,
la potencia fiscal expresada en caballos fiscales será
la establecida de acuerdo con lo dispuesto en el
anexo V del Reglamento General de Vehículos, apro-
bado por Real Decreto 2822/1998, de 23 de diciem-
bre (que deroga el ar tículo 260 del Código de la
Circulación, y a su vez   se refiere la regla 3. a) del ar tí-
culo 10 del Real Decreto 1576/1989, de 22 de diciem-
bre).
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4.- Para obtener la deuda tributaria que constará
en el padrón, sobre las tarifas citadas en el punto ante-
rior se aplicará el coeficiente de incremento aprobado
en la Ordenanza fiscal del Ayuntamiento correspon-
diente teniendo en cuenta, además, las siguientes
reglas:

Las furgonetas, los vehículos mixtos y los todo
terreno clasificados como vehículo mixto en su ficha
técnica tributarán como turismo, de acuerdo con su
potencia fiscal, salvo si el vehículo estuviese autoriza-
do para transportar más de 525 Kg. de carga útil, en
cuyo caso tributará como camión.

Los motocarros tendrán la consideración, a efec-
tos de este impuesto, de motocicletas y en conse-
cuencia tributarán por la cantidad de su cilindrada.

En todo caso, dentro de la categoría de Tractores,
deberán incluirse, “los tractocamiones y los tractores
de obras y servicios “.

Los vehículos autocaravanas tributarán conforme a
la clasificación de Tráfico, esto es:

los clasificados como 1. A,  tributarán como
camión,

los clasificados como 7. A, tributarán como tractor,

y las autocaravanas con remolque o semiremol-
que, tributarán como remolque o semiremolque.

La potencia fiscal expresada en caballos se esta-
blecerá conforme a lo dispuesto en el anexo V del
Reglamento General de Vehículos aprobado por Real
Decreto 2822/1998, de 23 de diciembre.

5.- No será preciso proceder a la notificación indi-
vidualizada de las modificaciones originadas por varia-
ción del coeficiente de incremento, o del cuadro de
tarifas, ya que las mismas proceden de la Ordenanza
fiscal reglamentariamente tramitada y de una Ley esta-
tal de general y obligatoria aplicación.

6.- En los supuestos de primeras adquisiciones de
vehículos el impuesto se exigirá en régimen de autoli-
quidación. Igualmente, se exigirá el impuesto en este
régimen en el supuesto de rehabilitación de un vehí-
culo, cuando ésta se realice en ejercicios posteriores
al de tramitación de la correspondiente baja. El ingre-
so se podrá efectuar en las entidades bancarias cola-
boradoras.

7.- El instrumento acreditativo del pago del impues-
to será el recibo, cuando el tributo sea exigido en régi-
men de padrón, o la carta de pago cuando lo sea en
régimen de autoliquidación o liquidación. 

Artículo 33.- Impuesto sobre Actividades
Económicas.

1.- El padrón fiscal del Impuesto sobre Actividades
Económicas se elaborará por el O.A.R.  a partir de la
matrícula de obligado tributarios formada por la
Administración Estatal, incorporando las alteraciones
consecuencia de hechos o actos conocidos por el
O.A.R., o por los Ayuntamientos y en los términos que
se convengan con la Delegación de la A.E.A.T.

2.- En los supuestos en que los Ayuntamientos
hubieran delegado en la Diputación las facultades de
gestión tributaria del impuesto y, a solicitud de la
Diputación de Ávila, el Estado hubiera delegado las
facultades de gestión censal, el O.A.R. llevaría a cabo
todas las funciones necesarias para mantener y actua-
lizar la matrícula de contribuyentes, de acuerdo con lo
que dispone la normativa de aplicación y los ar tículos
siguientes.

3.- Sobre las cuotas mínimas, fijadas por la
Administración Estatal, se aplicarán los coeficientes
de ponderación y situación aprobados por el
Ayuntamiento titular, al amparo de lo que autorizan los
artículos 86 y 87 del Real Decreto Legislativo 2/2004.

4.- Se establece el régimen de autoliquidación
para declaraciones de alta por inicio de actividad, en
las cuales se consignarán los elementos tributarios
determinantes de las cuotas a ingresar con motivo de
alta.

En cuanto a la forma de elaboración, presentación
y pago de la cuota resultante de la autoliquidación se
seguirá el procedimiento establecido en los puntos
siguientes.

5.- La autoliquidación se podrá presentar por el
interesado o su representante, en principio, en las ofi-
cinas centrales del O.A.R., donde se prestará al pre-
sentador la asistencia técnica para determinar la
deuda tributaria y cumplimentar el impreso de decla-
ración por medios informáticos.

6.- Cuando la autoliquidación se presente en el
período reglamentariamente fijado, que es de 1 mes
posterior al inicio de la actividad, puede suceder:

Que el obligado haga el ingreso de la deuda en el
mismo momento de la presentación de la declaración
o en el plazo fijado en el documento de pago que le
fue expedido; entonces satisfará la deuda sin ningún
recargo.

Que el obligado no satisfaga la deuda en el perío-
do voluntario, referido en el apartado a); en este
supuesto, transcurrida la fecha para pagar sin recargo
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fijada en el documento de pago se iniciará el período
ejecutivo.

7.- Cuando la autoliquidación se presente fuera del
plazo reglamentariamente fijado, sin requerimiento
previo, puede suceder:

Que el obligado haga el ingreso de la deuda a la
vez que presenta la autoliquidación;  se aplicarán los
recargos previstos en el ar tículo 27 de la Ley General
Tributaria y, en su caso, el interés de demora corres-
pondiente.

Que el obligado no efectúe el ingreso al presentar
la autoliquidación; se iniciará el período ejecutivo al
día siguiente a la presentación de la autoliquidación,
y se exigirán al deudor los recargos previstos en el
apartado a) anterior y el recargo de apremio.

8.- El inicio del período ejecutivo determina el
devengo del recargo del 20 por 100 y de los intereses
de demora. No obstante, el recargo será del 5 por 100
cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingre-
sada en período voluntario antes de la notificación de
la providencia de apremio, y del 10 por 100 cuando la
deuda se satisfaga antes de la finalización del plazo
previsto en el ar tículo 62.5 de la Ley General
Tributaria para el pago de las deudas en período eje-
cutivo, sin exigirse en ambos casos intereses de
demora.

9.- El impreso para presentar la autoliquidación se
facilitaría en las oficinas del O.A.R.

10.- El O.A.R. realizaría anualmente la matrícula
comprensiva de los sujetos pasivos por cuota munici-
pal de los Ayuntamientos cuya gestión censal haya
sido delegada por el Ministerio de Economía y
Hacienda. Dicha matrícula sería aprobada por el
Gerente y constará, para cada sujeto pasivo y activi-
dad, de:

Datos identificativos del sujeto pasivo.

Dirección de la actividad y dirección fiscal del suje-
to pasivo.

Denominación de la actividad, grupo o epígrafe
que le corresponda, elementos tributarios debidamen-
te cuantificados y cuota resultante de aplicar las tari-
fas del impuesto.

La exención solicitada o concedida, o cualquier
otro beneficio fiscal aplicable.

Los locales situados en el municipio, en los cuales
no se ejerce directamente la actividad con indicación
de su superficie, situación y cuota correspondiente
resultante de la aplicación de las tarifas del impuesto.

La matrícula se cierra a 31 de diciembre del año
anterior e incorporará las altas, variaciones y bajas
producidas durante el año mencionado, para lo cual
se incluyen las variaciones y bajas presentadas hasta
el 31 de enero y que se refieran a hechos anteriores a
1 de enero.

La matrícula se expondrá al público en los
Ayuntamientos y en las oficinas del O.A.R. desde el 1
al 15 de abril, publicándose los anuncios de exposi-
ción en el B.O.P. y además, por lo que respecta a los
Ayuntamientos de población superior a 10.000 habi-
tantes, en un periódico de mayor difusión de la provin-
cia.

La inclusión de un sujeto pasivo en la matrícula, así
como su exclusión o alteración de los datos que cons-
ten constituirán actos administrativos contra los cua-
les se puede interponer recurso de reposición ante el
Gerente del O.A.R., previo a la reclamación económi-
co-administrativa, en el plazo de un mes contado
desde el día inmediatamente siguiente al del plazo del
período de exposición pública de la matrícula.

11.- Las variaciones en la cuota tributaria originadas
por modificación de los coeficientes referidos en el
punto 3, o por variación de las tarifas del Impuesto
aprobadas por Ley de Presupuestos Generales del
Estado, no precisarán de notificación individualizada,
ya que las mismas proceden de la Ordenanza fiscal
reglamentariamente tramitada y de una Ley estatal de
general y obligatoria aplicación.

Artículo 34.- Tasas.

1.- Los padrones fiscales se elaborarán por el
O.A.R., considerando en primer lugar el padrón del
ejercicio anterior, incorporando las modificaciones
derivadas de la variación de tarifas aprobadas en la
Ordenanza fiscal municipal correspondiente, así
como otras incidencias que no constituyan alteración
de los elementos esenciales determinantes de la
deuda tributaria y que fueran conocidas por el O.A.R.
o por el Ayuntamiento correspondiente, que será el
que definitivamente aprobará el padrón.

2.- Las variaciones en la cuota tributaria originadas
por modificación de las tarifas contenidas en la
Ordenanza fiscal no precisan de notificación indivi-
dualizada, en cuanto dicha Ordenanza ha sido
expuesta al público y tramitada reglamentariamente.

3.- Cuando determinadas contraprestaciones exigi-
bles por la realización de actividades de competencia
municipal que interesen o beneficien a terceros,
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hubieren tenido la naturaleza de precios públicos y
por mandato legal hayan de considerarse tasas, no
será preciso notificar individualmente la cuota tributa-
ria, siempre que concurran estas condiciones:

El sujeto pasivo de la tasa coincide con el obliga-
do al pago del precio.

La cuota a pagar en concepto de tasa coincide
con la que se exigió por precio público incrementada,
en su caso, por el coeficiente de actualización gene-
ral aprobado en la Ordenanza fiscal.

Artículo 35.- Listas cobratorias.

1.- Las listas cobratorias y de exentos y no sujetos
serán verificadas por el Servicio de Gestión Tributaria.

2.- Las listas elaboradas, verificadas, se pasarán a
Intervención para su contabilización, así como a los
Ayuntamientos correspondientes.

Artículo 36.- Calendario fiscal.

1.- Con carácter general y ordinario, se establece
que los períodos aproximados para pagar los tributos
de carácter periódico serán en torno a las siguientes
fechas:

Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica y
Tasas: de abril a junio. 

Impuesto sobre Actividades Económicas e
Impuesto sobre Bienes Inmuebles y Tasas: de julio a
septiembre.

Tasas e impuestos no recaudados en los periodos
anteriores por circunstancias diversas: de octubre a
diciembre.

Se exceptúan aquellos padrones y modificaciones
cuya recepción en el O.A.R. no se produzca con la
antelación suficiente para su inclusión en esos perio-
dos.

2.- Se establece un plazo mínimo de 15 días, de
recepción de modificaciones o registros a incorporar
en los padrones, a poner al cobro en cada voluntaria.

3.- Las variaciones en los períodos de pago reseña-
dos en el punto anterior serán en su caso aprobadas
por el Presidente del O.A.R., no admitiéndose la pró-
rroga de los mismos, salvo que concurran circunstan-
cias excepcionales.

Artículo 37.- Exposición pública de padrones.

1.- La exposición pública de los padrones fiscales
tendrá lugar al menos quince días antes de iniciarse

los respectivos períodos de cobro y por período de un
mes.

2.- Las cuotas y demás elementos tributarios en
cuanto no constituyen altas en los respectivos regis-
tros, sino que hacen referencia a un hecho imponible
ya notificado individualmente al sujeto pasivo, serán
notificadas colectivamente, al amparo de lo que prevé
el ar tículo 102.3 de la Ley General Tributaria.

3.- Contra la exposición pública de los padrones,
se podrá interponer recurso de reposición (previo al
contencioso-administrativo), o el procedente ante la
Administración competente en materia censal.

Artículo 38.- Anuncios de cobranza.

1.- El anuncio del calendario fiscal regulado en el
ar tículo anterior podrá cumplir, además de la función
de dar a conocer la exposición pública de padrones,
la función de publicar el anuncio de cobranza a que
se refiere el Reglamento General de Recaudación.

2.- Para que se cumpla tal finalidad deberán cons-
tar también los siguientes extremos:

El plazo de ingreso.

Modalidades de pago: ingreso en efectivo en enti-
dades colaboradoras o domiciliación bancaria, en los
casos que sea posible, así como transferencia ordena-
da a favor del O.A.R. en la cuenta habilitada al efecto. 

Lugares de pago: en las entidades colaboradoras
que figuran en el documento de pago.

Advertencia de que, transcurridos los plazos seña-
lados como períodos de pago voluntario, las deudas
entran en período ejecutivo y podrán ser exigidas por
el procedimiento de apremio, devengarán los recar-
gos del periodo ejecutivo, intereses de demora y, en
su caso, las costas que se produzcan.

Artículo 39.- Liquidaciones por altas.

1.- En relación con los tributos de cobro periódico
se practicará liquidación de ingreso directo o autoli-
quidación en estos casos:

Cuando por primera vez han ocurrido los hechos o
actos que pueden originar la obligación de contribuir.

Cuando el O.A.R. o el Ayuntamiento correspon-
diente, conoce por primera vez la existencia del
hecho imponible, aunque no se haya devengado con
anterioridad el tributo y sin perjuicio de las sanciones
y recargos que pudieran corresponder.

Cuando se han producido modificaciones en los
elementos esenciales del tributo distintas de las apro-
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badas con carácter general en la Ley de Presupuestos
Generales del Estado y de la variación de tipos impo-
sitivos recogida en las Ordenanzas fiscales.

2.- En cuanto a la aprobación y notificación de las
liquidaciones a que se refiere este ar tículo, será de
aplicación el régimen general regulado en el capítulo
siguiente.

3.- Una vez notificada individualmente el alta en el
correspondiente padrón, se notificarán colectivamen-
te las sucesivas liquidaciones mediante edictos.

SUBSECCIÓN 2ª.- DE VENCIMIENTO NO
PERIÓDICO

Artículo 40.- Gestión de liquidaciones.

1.- En los términos regulados en las Ordenanzas fis-
cales municipales, y mediante aplicación de los res-
pectivos tipos impositivos, se practicarán liquidacio-
nes de ingreso directo cuando, no habiéndose esta-
blecido la autoliquidación, el O.A.R. o el Ayuntamiento
correspondiente conoce de la existencia de hecho
imponible de los siguientes tributos:

Impuesto sobre el Incremento del Valor de los
Terrenos de Naturaleza Urbana.

Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y
Obras.

Contribuciones Especiales.

Tasas en los supuestos de primera o única solici-
tud de servicios.

Tasas en los supuestos de primera o única utiliza-
ción privativa o aprovechamiento especial del dominio
público.

2.- Las liquidaciones a que se refiere el punto ante-
rior serán practicadas por el Organismo cuando el
Ayuntamiento haya delegado tales competencias.

3.- Las liquidaciones que practique el Organismo
se realizarán en cuanto sea posible en todas las
Oficinas del O.A.R.

4.- La aprobación de las liquidaciones compete al
Gerente del O.A.R., a cuyos efectos se elaborará una
relación resumen de los elementos tributarios, en la
que deberá constar la toma de razón de la
Intervención y posteriormente serán contabilizadas.

5.- De la relación de liquidaciones aprobadas, debi-
damente diligenciada, se dará traslado a los
Ayuntamientos, a los efectos del seguimiento y conta-
bilización de los correspondientes derechos.

Artículo 41.- Presentación de declaraciones y auto-
liquidaciones.

1.- El O.A.R., como Administración gestora por
delegación de los Ayuntamientos, establecerá los cir-
cuitos para conocer de la existencia de hechos impo-
nibles que originen el devengo de los tributos referi-
dos en el ar tículo anterior.

Con esta finalidad, se recabará información de
Notarios, Registradores de la Propiedad, Oficinas
Liquidadoras del Impuesto sobre Transmisiones
Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados; todo
ello, en orden a conocer las transmisiones de dominio
y la realización de obras.

2.- Sin perjuicio de lo previsto en el punto anterior,
los sujetos pasivos están obligados a presentar las
declaraciones o autoliquidaciones previstas legalmen-
te; constituyendo el incumplimiento de tal obligación
una infracción tributaria.

En el caso de liquidaciones resultantes de declara-
ciones necesarias para la práctica de las mismas, pre-
sentadas fuera de plazo, se aplicarán los recargos pre-
vistos en el Artículo 27 de la Ley General Tributaria.

3.- Cuando las declaraciones presentadas fuera de
plazo, sin requerimiento previo, de forma incompleta
o incorrecta, sean documentos necesarios para liqui-
dar los tributos que no se exigen por autoliquidación,
el incumplimiento de la obligación de declarar consti-
tuye infracción.

En concreto por lo que se refiere al Impuesto
sobre Incremento del Valor de los terrenos de
Naturaleza Urbana están obligados a declarar las per-
sonas y en los plazos que a continuación se indican:

En las transmisiones inter-vivos el transmitente y el
adquirente, en el plazo de treinta días hábiles conta-
dos desde la transmisión.

No obstante, cuando estas transmisiones se forma-
licen en escritura pública otorgada ante notario que ha
convenido con la Administración la aportación de
información, quedan liberados transmitente y adqui-
rente de la obligación de presentar su declaración.

En las transmisiones por causa de muerte, el
adquirente en el plazo de seis meses. Dentro de este
plazo, el obligado puede solicitar la prórroga del perí-
odo hasta un año contado desde la muerte del trans-
mitente.

4.- Por el O.A.R. se verificará el incumplimiento de
las obligaciones relacionadas en el punto anterior, y
se podrá imponer sanción de acuerdo con lo previsto
en este Reglamento.

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
Número 183 Viernes, 22 de septiembre de 2006 21



Artículo 42.- Notificación de las liquidaciones y
autoliquidaciones.

1.- En los supuestos de liquidaciones de tasas por
prestación de servicios, o por autorización para utili-
zar privativamente o aprovechar especialmente el
dominio público, siempre que sea posible se notifica-
rá personalmente al presentador de la solicitud.

2.- Para notificar otras liquidaciones de ingreso
directo diferentes a las previstas en el apartado 1) se
expedirá un documento de notificación en el que
deberán constar:

La identificación del obligado tributario.

Los elementos determinantes de la cuantía de la
deuda tributaria.

Los medios de impugnación que puedan ser ejer-
cidos, y órgano ante el que hayan de presentarse y
plazo para su interposición.

Lugar, plazo y forma en que debe ser satisfecha la
deuda tributaria.

La notificación se practicará por cualquier medio
que permita tener constancia de la recepción, así
como de la fecha, la identidad del receptor y del noti-
ficador, y el contenido del acto notificado.

En los procedimientos iniciados a solicitud del inte-
resado, la notificación se practicará en el domicilio o
lugar señalado por el interesado o su representante, o
en su defecto, en el domicilio fiscal de uno u otro.
Cuando esto no sea posible, en cualquier lugar ade-
cuado para tal efecto.

En los procedimientos iniciados de oficio, la notifi-
cación podrá practicarse en el domicilio fiscal del obli-
gado tributario o su representante, en el centro de tra-
bajo, en el lugar donde se desarrolle la actividad eco-
nómica o en cualquier otro adecuado a tal fin.

3.- En el primer intento de notificación puede suce-
der:

Que la notificación sea entregada al interesado, en
cuyo caso el notificador debe retornar a la
Administración el acuse de recibo conteniendo la
identificación y firma del receptor y la fecha en que
tiene lugar la recepción.

Que la notificación se entregue a persona distinta
del interesado, en cuyo caso deberán constar en el
acuse de recibo la firma e identidad de la persona que
se hace cargo de la notificación.

Que el interesado o su representante rechace la
notificación, en cuyo caso se especificarán las cir-
cunstancias del intento de notificación y se tendrá por
efectuada.

Que no sea posible entregar la notificación, en
cuyo caso el notificador registrará en la tarjeta de
acuse de recibo el motivo que ha imposibilitado la
entrega, así como el día y hora en que ha tenido lugar
el intento de notificación.

4.- En el supuesto del apartado d) del punto ante-
rior, relativo al intento de notificación personal con
resultado infructuoso, por ausencia del interesado, se
procederá a la realización de una segunda visita, en
día y hora diferentes aquellos en que tuvo lugar la pri-
mera. El resultado de esta segunda actuación puede
ser igual al señalado en los apartados a), b), c) y d) del
punto 3 y del mismo deberá quedar la debida cons-
tancia en la tarjeta de acuse de recibo que será retor-
nada a la Administración.

5.- En todo caso, a la vista del acuse de recibo
devuelto, deberá ser posible conocer la identidad del
notificador.

6.- En las notificaciones se contendrá referencia al
hecho de que, si fuere necesario, se practicarán dos
intentos personales y, de resultar ambos infructuosos,
se procederá a la citación edictal para ser notificado
por comparecencia. Se indicará, asimismo, la posibili-
dad de personación en las oficinas recaudatorias para
conocer del estado del expediente.

7.- La entrega material del documento-notificación
podrá realizarse por el Servicio de Correos, por notifi-
cador municipal o del O.A.R., o mediante personal
perteneciente a empresa con la que la Administración
haya contratado el servicio de distribución de notifica-
ciones.

8.-De las actuaciones realizadas conforme a lo
anteriormente señalado deberá quedar constancia en
el expediente, además de cualquier circunstancia que
hubiere impedido la entrega en el domicilio designa-
do para la notificación.

Artículo 43.- Notificación de las liquidaciones por
tributos de vencimiento periódico.

1.- Las cuotas y otros elementos tributarios cuando
no constituyan altas en los respectivos registros, sino
que hagan referencia a un hecho imponible ya notifi-
cado individualmente al sujeto pasivo, serán notifica-
das colectivamente, al amparo de lo previsto en el
Artículo 102.3 de la Ley General Tributaria.

2.- La notificación colectiva a que se refiere el apar-
tado anterior, afecta a las liquidaciones incluidas en
los padrones de tributos de vencimiento periódico.

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
22 Viernes, 22 de septiembre de 2006 Número 183



3.- La exposición pública de los padrones regulada
en los ar tículos 36 y 37 del presente Reglamento,
constituye el medio por el cual la Administración rea-
lizará la notificación colectiva de las correspondientes
liquidaciones.

Artículo 44.- Publicación en el B.O.P.

1.- A los efectos de practicar la notificación colecti-
va referida en el punto 3 del ar tículo anterior, se anun-
ciará en el B.O.P. la fecha de exposición pública de
los padrones.

2.- En cuanto a las liquidaciones de ingreso direc-
to, de resultar infructuosos los dos intentos de notifi-
cación, se dejará aviso en el buzón del inmueble seña-
lado como domicilio, en el que se dará conocimiento
al interesado del acto correspondiente.

3.- En la publicación constará la relación de notifi-
caciones pendientes, sujeto pasivo, obligado tributa-
rio o representante, procedimientos que las motiva,
órgano responsable de su tramitación y lugar donde
el destinatario deberá comparecer en el plazo de
quince días naturales para ser notificado.

4.- Cuando transcurrido el plazo de quince días
naturales, contados desde el siguiente al de la publi-
cación del anuncio en el B.O.P., que tendrá que coin-
cidir con el día 5 ó 20, no hubiere tenido lugar la com-
parecencia del interesado, la notificación se entende-
rá producida a todos los efectos legales desde el día
siguiente al del vencimiento del plazo señalado para
comparecer.

5.- En los supuestos de publicaciones de actos
que contengan elementos comunes, se publicarán de
forma conjunta los aspectos coincidentes, especifi-
cándose solamente los aspectos individuales de cada
acto.

SUBSECCIÓN 3ª.- DIVISIÓN DE DEUDA

Artículo 45.- Solicitud.

1.- En el supuesto de concurrencia de varios obli-
gados tributarios en un mismo presupuesto, cuando
el O.A.R. sólo conozca la identidad de un titular prac-
ticará y notificará las liquidaciones tributarias a nom-
bre del mismo, quien vendrá obligado a satisfacerlas
si no solicita su división. A tal efecto, para que proce-
da la división será indispensable que el interesado lo
solicite ante cualquier oficina del O.A.R., teniendo en
cuenta los siguientes criterios:

Las solicitudes deberán realizarse antes del inicio
del periodo voluntario.

El solicitante deberá de facilitar los datos persona-
les y domicilio de los restantes obligados al pago, así
como la proporción en que cada uno de ellos partici-
pe en el dominio o derecho transmitido.

Además, el solicitante deberá acreditar fehaciente-
mente la cotitularidad, presentando la documentación
exigida por el O.A.R. en cada tributo.

No se dividirá la deuda cuando como consecuen-
cia de la división de la misma resulten cuotas antieco-
nómicas, según lo establecido en el ar t. 29 este
Reglamento. 

SUBSECCIÓN 4ª.- CONCESIÓN DE BENEFICIOS
FISCALES

Artículo 46.- Solicitud.

1.- Corresponderá al Gerente del O.A.R. la conce-
sión o denegación de beneficios fiscales cuando tales
facultades hayan sido delegadas por el Ayuntamiento
titular del tributo.

2.- Salvo previsión legal expresa en contra, la con-
cesión de beneficios fiscales tiene carácter rogado,
por lo que los mismos deberán ser solicitados,
mediante instancia dirigida al Gerente del O.A.R., o al
Alcalde, que deberá acompañarse de la fundamenta-
ción que el solicitante considere suficiente.

3.- Con carácter general, la concesión de benefi-
cios fiscales no tendrá carácter retroactivo, por lo que
sus efectos comenzarán a operar desde el momento
en que por primera vez tenga lugar el devengo del tri-
buto con posterioridad a la adopción del acuerdo de
concesión del beneficio fiscal. En todo caso, el bene-
ficio se aplicará a todas las liquidaciones afectadas
que no hayan adquirido firmeza en el momento de la
concesión.

4.- El O.A.R. establecerá el procedimiento para
verificar que se cumple la caducidad de beneficios fis-
cales, cuando ha llegado su término de disfrute.

5.- Cuando el beneficio fiscal sea solicitado antes
de que la liquidación correspondiente adquiera firme-
za podrá concederse siempre que en la fecha de
devengo del tributo concurran los requisitos que habi-
litan para su disfrute.

6.- La concesión o denegación de exenciones,
reducciones o bonificaciones se ajustará a la normati-
va específica de cada tributo y a las prescripciones
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establecidas en la Ordenanza fiscal correspondiente,
sin que en ningún caso pueda admitirse la analogía
para extender más allá de sus términos estrictos el
ámbito de las exenciones o bonificaciones.

7.- El acuerdo de concesión o denegación de los
beneficios fiscales de carácter rogado se adoptará en
el plazo de seis meses contados desde la fecha de la
solicitud. Si no se dicta resolución en este plazo, la
solicitud formulada se entenderá desestimada.

8.- Cuando se trate de beneficios fiscales que han
de otorgarse de oficio, se aplicarán en el momento de
practicar la liquidación, siempre que el servicio gestor
disponga de la información acreditativa de los requisi-
tos exigidos para su disfrute.

Artículo 47.- Tramitación.

1.- En relación con el Impuesto sobre Bienes
Inmuebles y el Impuesto sobre Actividades
Económicas, recibida en el O.A.R. la solicitud de
beneficio fiscal, será analizada y se formulará propues-
ta de resolución.

2.- Con carácter previo a la concesión o denega-
ción del beneficio fiscal, siempre que sea necesario
conocer datos sobre el destino del objeto tributario u
otros elementos con transcendencia tributaria, se soli-
citará informe al Ayuntamiento.

SUBSECCIÓN 4ª.- PROCEDIMIENTOS DE
REVISIÓN

Artículo 48.- Normas Generales.

1.- La revisión y declaración de nulidad de los actos
dictados en materia de gestión tributaria y recaudato-
ria se llevará a cabo de conformidad con lo dispuesto
en la normativa vigente.

2.- No serán en ningún caso revisables los actos
administrativos confirmados por sentencia judicial
firme.

3.- Se podrán rectificar en cualquier momento, de
oficio o a instancia el interesado, los errores materia-
les, de hecho o aritméticos, siempre que no hubiera
transcurrido el plazo de prescripción desde que se
dictó el acto objeto de rectificación.

La rectificación de errores materiales y de hecho
se llevará a cabo de conformidad con lo establecido
en los ar tículos 220 y 221 de la Ley General Tributaria
y ar t. 13 del Real Decreto 520/2005, por el que se

aprueba el Reglamento General de Revisión en Vía
Administrativa.

4.- La Administración podrá declarar la nulidad de
sus actos en los casos y con el procedimiento estable-
cido en el ar tículo 50 de este Reglamento.

5.- La rectificación de errores materiales y de
hecho se llevará a cabo por la Administración cuando
los advier ta, o cuando la solicite el interesado, siem-
pre que no hubiere transcurrido el plazo de prescrip-
ción.

Artículo 49.- Interposición de recursos.

1.- En la gestión de tributos locales, y restantes
ingresos de derecho público de las entidades locales
y en concreto contra los actos administrativos de
aprobación de los padrones, aprobación de las liqui-
daciones y concesión o denegación de beneficios fis-
cales, los interesados pueden interponer, ante el
mismo órgano que los dictó, recurso de reposición en
el plazo de un mes, a contar desde la notificación
expresa o la conclusión del período de exposición
pública de los correspondientes padrones.

El recurso de reposición, previo al contencioso-
administrativo, tiene carácter obligatorio.

2.- El recurso de reposición se entenderá desesti-
mado si no ha sido resuelto en el plazo de un mes
contado desde la fecha de interposición.

3.- La resolución dictada será congruente con las
peticiones formuladas por el interesado, sin que en
ningún caso se pueda agravar su situación inicial.

4.- Al resolver el recurso de reposición, se podrán
examinar todas las cuestiones que ofrezca el expe-
diente, hayan sido o no planteadas en el recurso; si el
órgano competente para resolver estima pertinente
extender la revisión a cuestiones no planteadas por
los interesados, las expondrá a los que estuvieren per-
sonados en el procedimiento y les concederá un
plazo de diez días para formular alegaciones.

5.- Contra la resolución del recurso de reposición,
no puede interponerse de nuevo este recurso, pudien-
do interponer directamente el recurso contencioso-
administrativo, todo ello, sin perjuicio de los
Impuestos en los que la Ley prevé la interposición de
reclamaciones económico-administrativas contra
actos dictados en vía de gestión de los tributos loca-
les.

El recurso contencioso-administrativo puede inter-
ponerse en los plazos siguientes:
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Si la resolución ha sido expresa, en el plazo de dos
meses, contados desde la notificación de la resolu-
ción del recurso de reposición.

Si no hubiese resolución expresa, en el plazo de
seis meses, a contar a partir del día siguiente a aquel
en que, de acuerdo con su normativa específica, se
produzca la desestimación presunta del recurso de
reposición.

El plazo para interponer recurso contencioso-admi-
nistrativo contra la aprobación o la modificación de las
Ordenanzas fiscales será de dos meses contados
desde la fecha de publicación de su aprobación defi-
nitiva.

6.- La interposición del recurso regulado en el
punto 1 no requiere el previo pago de la cantidad exi-
gida; no obstante, la interposición del recurso no
detendrá en ningún caso la acción administrativa para
la cobranza, a menos que el interesado solicite la sus-
pensión del procedimiento, en cuyo supuesto será
indispensable aportar la garantía del ar tículo 58 de
este reglamento.

7.- La providencia de apremio, así como la autoriza-
ción de subasta, podrán ser impugnadas mediante el
correspondiente recurso de reposición ante el
Tesorero.

8.- Cuando se presente petición de indemnización
por responsabilidad patrimonial por hechos manifies-
tamente irrelevantes, cuyos efectos no son evaluables
económicamente o son de una cuantía insignificante,
no se instruirá el expediente de responsabilidad patri-
monial.

9.- Cuando el acto proceda del personal recauda-
dor, se podrán formular alegaciones o interponer
recurso ante el Tesorero, acompañando al escrito la
prueba documental pertinente.

Artículo 50.- Revisión de actos.

1.- El Consejo Rector, podrá declarar la nulidad de
los actos dictados en la materia tributaria, o que no
han sido recurridos en plazo a que se refiere el ar t.
217 de la Ley 58/2003, General Tributaria, siguiendo
el procedimiento establecido en los ar ts. 4 y siguien-
tes del Real Decreto 520/2005, por el que se aprueba
el Reglamento General en materia de Revisión en Vía
Administrativa.

2.- El procedimiento de nulidad a que se refiere
este ar tículo podrá iniciarse por acuerdo del órgano ó
funcionario que dictó el acto, o a instancia del intere-
sado. En el procedimiento serán oídos aquellos a

cuyo favor reconoció derechos el acto que se preten-
de anular.

3. En el procedimiento se deberá conceder
audiencia a aquéllos a favor de los cuales generó
derechos el acto que se pretende anular.

Artículo 51.- Declaración de lesividad.

1.- En otros casos, diferentes de los previstos en el
ar tículo anterior, la Administración sólo podrá anular
sus actos declarativos de derechos si los declara lesi-
vos para el interés público.

2.- La declaración de lesividad corresponde al
Consejo Rector del O.A.R., y se llevará a cabo de con-
formidad con lo dispuesto en el ar tículo 218 de la Ley
General Tributaria y 7 y siguientes del Reglamento
General en materia de Revisión en Vía Administrativa.

3.- En el plazo de dos meses desde el día siguien-
te a la declaración de lesividad, se deberá interponer
el correspondiente recurso contencioso administrati-
vo.

Artículo 52.- Revocación de actos.

1.- El O.A.R. podrá revocar, en beneficio de los inte-
resados, sus actos, cuando se estime que infringen
manifiestamente la ley, cuando circunstancias sobre-
venidas que afecten a una situación jurídica particular
pongan de manifiesto la improcedencia del acto dic-
tado (sanciones firmes que han quedado sin causa,
resultados lesivos consecuencia de la descoordina-
ción de órganos e irregularidades de especial grave-
dad), o cuando en la tramitación del procedimiento se
haya producido indefensión a los interesados.

La revocación no podrá constituir, en ningún caso,
dispensa o exención no permitida por las normas tri-
butarias, ni ser contraria al principio de igualdad, al
interés público o al ordenamiento jurídico. 

2.- La revocación sólo será posible mientras no
haya trascurrido al plazo de prescripción.

3.- El expediente se tramitará de conformidad con
lo establecido por el ar tículo 219 de la Ley General
Tributaria y los ar tículos 10 y siguientes del
Reglamento General de Revisión en Vía
Administrativa.

Artículo 53.- Suspensión por aplazamiento.

1.- La presentación de una solicitud de aplaza-
miento en período voluntario impedirá el inicio del
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período ejecutivo, pero no el devengo del interés de
demora.

2.- Cuando la solicitud se presente en período
voluntario, si al finalizar este plazo está pendiente de
resolución la mencionada solicitud, no se expedirá
providencia de apremio.

3.- Las solicitudes en período ejecutivo podrán pre-
sentarse hasta el momento en que se notifique al obli-
gado el acuerdo de enajenación de bienes embarga-
dos. 

Artículo 54.- Suspensión por tercería de dominio.

Será causa de suspensión del procedimiento de
apremio, sobre los bienes o derechos controvertidos,
la interposición de tercería de dominio. Esta suspen-
sión será propuesta por el Jefe de Sección de
Recaudación Ejecutiva que tramita el expediente, una
vez se hayan adoptado las medidas de aseguramien-
to que procedan según lo dispuesto en el ar t. 119 del
Reglamento General de Recaudación y vistos los
documentos originales en que el tercerista funda su
derecho.

Artículo 55.- Suspensión por interposición de
recursos.

1.- La interposición de recursos administrativos no
requiere el previo pago de la cantidad exigida; no obs-
tante, la interposición del recurso no detendrá la
acción administrativa para la cobranza, a menos que
el interesado solicite la suspensión del procedimiento
dentro del plazo legalmente establecido para la pre-
sentación del recurso y aporte garantía que cubra el
importe del acto impugnado,  los intereses de demo-
ra que genere la suspensión y los recargos que pudie-
ran proceder en el momento de la solicitud de sus-
pensión, excepto en los siguientes casos en los que la
ejecución quedará automáticamente suspendida sin
necesidad de aportar garantía:

Cuando la impugnación afecte a una sanción tribu-
taria. 

Cuando se aprecie que al dictar el acto se ha podi-
do incurrir en error aritmético, material o de hecho.

2.- No obstante lo dispuesto en el punto anterior,
el órgano competente para resolver el recurso podrá
suspender el procedimiento, de oficio o a instancia
del interesado, cuando concurra alguna de las
siguientes circunstancias:

Que la ejecución pudiera causar perjuicios de
imposible o difícil reparación.

Que la impugnación se fundamente en una causa
de nulidad de pleno derecho.

3.- Las garantías necesarias para obtener la sus-
pensión automática serán:

Depósito de dinero o valores públicos.

Aval o fianza de carácter solidario de entidad de
crédito o sociedad de garantía recíproca  o certifica-
do de seguro de caución.

4.- Sin necesidad de garantía se paralizarán o sus-
penderán las actuaciones del procedimiento de apre-
mio cuando el interesado demuestre que:

Ha existido error material, aritmético o de hecho en
la determinación de la deuda.

La deuda ha sido ingresada, condonada, compen-
sada, suspendida, aplazada, o haya prescrito el dere-
cho a exigir el pago.

5.- Podrá concederse la suspensión parcial cuan-
do el recurso se limite a un elemento individualizable,
cuya repercusión en la determinación de la deuda
resulte claramente cuantificable.

En estos casos, la garantía sólo deberá cubrir la
cuantía suspendida. Si el recurso o la reclamación no
afectan a la totalidad de la deuda tributaria, la suspen-
sión se referirá a la parte recurrida, quedando obliga-
do el recurrente a ingresar la cantidad restante.

6.- Los expedientes afectados por la paralización
del procedimiento deberán resolverse en el plazo más
breve posible, cosa que se vigilará particularmente
por el O.A.R.

7.- Cuando haya sido resuelto el recurso de reposi-
ción interpuesto en período voluntario en sentido des-
estimatorio, se notificará al interesado concediéndole
los plazos señalados en el ar tículo 62.2 de la Ley
General Tributaria.

8.- Cuando de la resolución del recurso se derive
la obligación de modificar la liquidación, la deuda
resultante podrá ser abonada en los mismos plazos
establecidos en el punto anterior.

9.- Transcurrido el período concedido para el pago
de la deuda, tras la desestimación en vía administrati-
va, sin que tal deuda haya sido satisfecha, continuará
el procedimiento, salvo que el O.A.R. tenga conoci-
miento de la interposición de recurso contencioso-
administrativo en el que se solicitó la suspensión.

10.- Cuando la Administración conozca de la des-
estimación de un recurso contencioso administrativo,
deberá notificar la deuda resultante y conceder perío-
do para efectuar el pago sin recargo, determinado
según lo previsto en el punto 7.
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11.- Cuando la ejecución del acto hubiese estado
suspendida, una vez concluida la vía administrativa,
los órganos de recaudación no iniciarán o, en su caso,
reanudarán las actuaciones del procedimiento de
apremio mientras no concluya el plazo para interpo-
ner el recurso contencioso administrativo, siempre
que la vigencia y eficacia de la caución aportada se
mantenga hasta entonces. Si durante este plazo el
interesado comunicase a dicho órgano la interposi-
ción del recurso con petición de suspensión y ofreci-
miento de caución para garantizar el pago de la
deuda, se mantendrá la paralización del procedimien-
to en tanto conserve su vigencia y eficacia la garantía
aportada en vía administrativa. El procedimiento se
reanudará o suspenderá a resultas de la decisión que
adopte el órgano judicial.

12.- Cuando deba ingresarse total o parcialmente
el importe derivado del acto impugnado como conse-
cuencia de la resolución del recurso, se liquidará inte-
rés de demora por todo el período de suspensión, sin
perjuicio de lo dispuesto en los ar tículos 26.4 y 213.3
de la Ley General Tributaria.

Artículo 56.- Enajenación de bienes y derechos
embargados.

1.- Cuando se hubiere interpuesto recurso contra
una liquidación tributaria, no podrá procederse a la
enajenación de los bienes inmuebles o muebles
embargados en el curso del procedimiento de apre-
mio, hasta que el acto de liquidación de la deuda tri-
butaria sea firme, en vía administrativa y en vía jurisdic-
cional.

2.- A estos efectos, es necesario establecer los
debidos controles informáticos para asegurar la sus-
pensión del procedimiento recaudatorio antes de la
enajenación de los bienes citados, en los casos en
que se halle pendiente de resolución un recurso.

3.- Cuando la deuda no sea firme, pero el procedi-
miento no se halle suspendido, por no haberse apor-
tado la debida garantía, se podrán llevar a cabo las
actuaciones de embargo de los bienes y derechos,
siguiendo el orden de prelación previsto en el ar tículo
169 de la Ley General Tributaria. El procedimiento
recaudatorio podrá ultimarse, a excepción de la actua-
ción de enajenación de bienes a que se refiere el
punto primero.

Artículo 57.- Suspensión de la ejecución de sancio-
nes.

1.- La ejecución de las sanciones tributarias queda-
rá suspendida en período voluntario, sin necesidad de

aportar garantía, si contra las mismas se interpone en
tiempo y forma el recurso de reposición o la reclama-
ción económico-administrativa que contra aquéllas
proceda y sin que puedan ejecutarse hasta que sean
firmes en vía administrativa.

2.- Esta suspensión se aplicará automáticamente
por el O.A.R., sin necesidad de que el obligado tribu-
tario lo solicite.

3.- No se exigirán intereses de demora por el tiem-
po que transcurra hasta la finalización del plazo de
pago en período voluntario, abier to por la notificación
de la resolución que ponga fin a la vía administrativa.

Artículo 58.- Garantías.

1.- La garantía a depositar para obtener la suspen-
sión del procedimiento deberá cubrir el importe del
acto impugnado, los intereses de demora que genere
la suspensión y los recargos que pudieran proceder
en el momento de la solicitud de suspensión.

2.- La garantía podrá consistir en cualquiera de los
medios siguientes:

Dinero efectivo o valores públicos, los cuales
podrán depositarse en la Caja General de Depósitos
o en la Tesorería de la Administración. En este caso
los intereses de demora serán los correspondientes a
un mes si cubre sólo el recurso de reposición. Si
extendiese sus efectos a la vía económico — adminis-
trativa, deberá cubrir además el plazo de seis meses
si el procedimiento de la reclamación es el general y
de dos años si la resolución es susceptible de recur-
so de alzada ordinario.

Aval o fianza de carácter solidario de entidad de
crédito o sociedad de garantía recíproca o certificado
de seguro de caución.

Fianza personal y solidaria de otros contribuyentes
de reconocida solvencia para los supuestos que se
establezcan en la normativa tributaria.

3.- Respecto a las garantías que deberán aportar-
se en los supuestos de aplazamientos y fracciona-
mientos de pago, será de aplicación lo que prevé el
ar tículo 114 de este Reglamento.

Artículo 59.- Concurrencia de procedimientos.

1.- En los casos de concurrencia de procedimien-
tos administrativos de apremio y procedimientos de
ejecución o concursales universales, judiciales y no
judiciales, el Jefe de la Sección de Recaudación
Ejecutiva solicitará de los órganos judiciales informa-
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ción sobre estos procedimientos que puedan afectar
a los derechos de la hacienda municipal, pudiendo
proceder al embargo preventivo de bienes, con ante-
rioridad a la suspensión del procedimiento.

2.- Una vez obtenida la información solicitada
según el párrafo anterior se dará cuenta en su caso a
la Asesoría Jurídica del O.A.R., acompañando cuanta
documentación sea necesaria y en concreto certifica-
ción de las deudas, al efecto de que por parte de la
Asesoría se asuma la defensa de los derechos de la
hacienda local.

3.- La competencia para subscripción de acuerdos
o convenios que resultasen de la tramitación del pro-
cedimiento anterior, corresponderá a la Gerencia.

Artículo 60.- Recurso contencioso-administrativo.

Contra los actos de gestión y recaudación que
agoten la vía administrativa, dictados por el O.A.R., se
podrá interponer recurso contencioso-administrativo
ante el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo de
Ávila.

SUBSECCIÓN 5ª.- DEVOLUCIÓN DE INGRESOS
INDEBIDOS

Artículo 61.- Iniciación.

1.- Con carácter general, el procedimiento se inicia-
rá a instancia del interesado, quien deberá fundamen-
tar su derecho y acompañar el comprobante de haber
satisfecho la deuda.

La solicitud se formulará por escrito, en cualquiera
de las oficinas del O.A.R. por el obligado al pago.

2.- No obstante lo dispuesto en el punto anterior,
podrá acordarse de oficio la devolución en los
supuestos siguientes:

Cuando después de haberse satisfecho una liqui-
dación tributaria, la misma sea anulada por cualquie-
ra de los motivos y procedimientos regulados en el
capítulo anterior.

Cuando se haya producido indubitada duplicidad
de pago.

3.- Cuando el acto de aplicación de los tributos o
de imposición de sanciones en vir tud del cual se rea-
lizó el ingreso indebido hubiera adquirido firmeza, úni-
camente se podrá solicitar la devolución del mismo
instando o promoviendo el recurso oportuno.

Artículo 62.- Tramitación del expediente.

1.- Cuando el derecho a la devolución nace como
consecuencia de la resolución de un recurso, o de la
anulación o revisión de actos dictados en vía de ges-
tión tributaria, el reconocimiento de aquel derecho
corresponde al mismo órgano que ha aprobado el
acto administrativo que lo origina.

2.- El expediente administrativo de devolución de
ingresos indebidos se tramitará por la Sección de
Gestión y Recaudación.

3.- La Intervención del Organismo Autónomo fisca-
lizará el expediente, verificando especialmente que
con anterioridad no se haya operado devolución de la
cantidad que se solicita y que en el expediente cons-
te el documento original acreditativo del pago.

Sólo en circunstancias excepcionales podrá susti-
tuirse la carta de pago original por certificado de
ingreso de la Administración que cobró la deuda.

4.- El reconocimiento del derecho a la devolución
originará el nacimiento de una obligación reconocida,
que como tal deberá contabilizarse y quedará sujeta
al procedimiento de ordenación del pago y pago
material.

El pago se efectuará mediante transferencia ban-
caria a la cuenta designada por el interesado, o en su
caso, mediante compensación en los términos esta-
blecidos en la Ley General Tributaria y Reglamento
General de Recaudación.

5.- Para la determinación de las cuantías que debe-
rán devolverse o reintegrarse al interesado, en cumpli-
miento de lo que prescribe la Ley, General Tributaria,
y el Reglamento General de Revisión en Vía
Administrativa, se tendrá en cuenta lo previsto en los
artículos siguientes.

Artículo 63.- Colaboración de otra Administración.

1.- Cuando la devolución que se solicita hace refe-
rencia a un tributo que fue gestionado por otra
Administración, será preciso acreditar que, con ante-
rioridad, no se había procedido a la devolución del
mismo; a este fin, se solicitarán los antecedentes pre-
cisos.

2.- Si la resolución del expediente exigiera la previa
resolución de reclamación interpuesta contra una
liquidación resultante de elementos tributarios fijados
por otra Administración, la Sección de Gestión y
Recaudación efectuará la remisión de la documenta-
ción que considere suficiente al órgano competente,
de lo cual dará conocimiento al interesado.
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Artículo 64.- Devolución de ingresos indebidos de
naturaleza tributaria.

1.- Cuando se dicta el acto administrativo de anula-
ción de la liquidación, se reconocerá de oficio el dere-
cho del interesado a percibir intereses de demora.

La base de cálculo será el importe ingresado inde-
bidamente; consecuentemente, en supuestos de anu-
lación parcial de la liquidación, los intereses de demo-
ra se acreditarán en razón a la parte de la liquidación
anulada.

2.- El cómputo del período de demora en todo
caso comprenderá el tiempo transcurrido desde el día
en que se hizo el ingreso hasta la fecha en que se
ordene el pago de la devolución, de acuerdo con lo
previsto en el ar tículo 32.2 de la Ley 58/2003 General
Tributaria.

La propuesta de pago se aprobará cuando se
dicte la resolución que acuerde la devolución. 

Respecto a los tipos de interés, se estará lo dis-
puesto en la normativa de aplicación.

3.- Cuando la Tesorería conozca de la existencia
de pagos duplicados o excesivos fehacientemente
acreditados, no solicitados por los interesados, se
hará la propuesta de pago de la cuantía indebidamen-
te ingresada y se expedirá simultáneamente comuni-
cación al interesado para que designe cuenta banca-
ria en la cual efectuar la correspondiente transferen-
cia.

Artículo 65.- Devolución de ingresos indebidos de
naturaleza no tributaria.

Las devoluciones de ingresos indebidos que sean
consecuencia de actos de gestión de ingresos de
Derecho público no tributarios, se tramitarán de con-
formidad con lo previsto en el ar tículo 61 y siguientes
de este Reglamento.

Artículo 66.- Reembolso por ingresos derivados de
la normativa de cada tributo.

1.- Cuando se ha de reembolsar al interesado una
cantidad para devolver el pago que hizo por un con-
cepto debido, no se abonarán intereses de demora.
Indicativamente, se señalan los casos siguientes:

Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por
Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica, en
el supuesto de baja del vehículo, cuando procede el
prorrateo de la cuota.

Devoluciones parciales de la cuota satisfecha por
el Impuesto sobre Actividades Económicas, en el caso

de baja por cese en el ejercicio de la actividad, cuan-
do procede el prorrateo de la cuota.

Devoluciones parciales en otros conceptos de
derecho público en los que proceda el prorrateo de
cuotas.

Devoluciones originadas por la concesión de bene-
ficios fiscales de carácter rogado, cuando se haya
ingresado la cuota.

2. El acuerdo de reconocimiento del derecho a la
devolución se dictará en el plazo de seis meses.

Artículo 67.- Devolución de los recargos indebida-
mente ingresados.

1.- Cuando se declare indebido el ingreso por el
concepto de recargo de apremio, bien porque se ha
anulado la liquidación de la cuota o bien porque no
resultaba procedente exigir el recargo, se liquidarán
intereses de demora sobre la cuantía a devolver.

2.- Cuando se declare improcedente la liquidación
por recargo provincial sobre el I.A.E. y se haya de pro-
ceder a su devolución, se liquidarán intereses de
demora sobre el importe a devolver.

Artículo 68.- Reintegro del coste de las garantías.

1.- Los expedientes de devolución del coste de las
garantías depositadas para suspender un procedi-
miento mientras se halla pendiente de resolución un
recurso, en vía administrativa o judicial, se iniciarán a
instancia del interesado.

2.- Los datos necesarios que deberá facilitar el obli-
gado tributario, para que pueda resolverse adecuada-
mente estas solicitudes, así como para efectuar, en su
caso, la devolución que corresponda, serán los
siguientes:

Nombre y apellidos o denominación social, si se
trata de persona jurídica, número de identificación fis-
cal, y domicilio del interesado.

Resolución, administrativa o judicial, por la cual se
declara improcedente total o parcialmente el acto
administrativo impugnado cuya ejecución se suspen-
dió, así como certificación acreditativa de la firmeza
de aquélla.

Importe al cual ascendió el coste de las garantías
cuya devolución se solicita, adjuntando como docu-
mentos acreditativos en el supuesto de avales otorga-
dos por entidades de depósito o sociedades de
garantía recíproca, certificación de la entidad avalista
de las comisiones efectivamente percibidas por for-
malización y mantenimiento de aval.
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Declaración expresa del medio escogido por el
cual haya de efectuarse la devolución, pudiendo optar
por:

Transferencia bancaria, indicando el número de
código de cuenta y los datos identificativos de la
Entidad de crédito o bancaria.

Compensación en los términos previstos en el
Reglamento General de Recaudación.

3.- Si el escrito de iniciación no reuniera los datos
mencionados o no adjuntara la documentación preci-
sa, se requerirá al interesado para su subsanación en
un plazo de diez días.

4.- Finalizadas las actuaciones y antes de redactar
la propuesta de resolución, se dará audiencia al inte-
resado para que pueda alegar lo que considere con-
veniente a su derecho.

5.- Vistas las posibles alegaciones y comprobado
que los beneficiarios no son deudores de la hacienda
local por deudas en período ejecutivo se dictará la
correspondiente resolución de la Presidencia, consi-
derando la propuesta formulada por el servicio com-
petente, en razón a la materia objeto del recurso.

Si se comprueba la existencia de deudas en perío-
do ejecutivo del titular del derecho de devolución, se
procederá a la compensación de oficio o al embargo
del derecho a la devolución reconocido al obligado tri-
butario.

6.-. Salvo previsión reglamentaria en contra, el
derecho a la devolución de los costes de estas garan-
tías comprenderá los siguientes:

Gastos derivados de la intervención de fedatario
público.

Gastos registrales.

Impuestos derivados directamente de la constitu-
ción de la garantía y, en su caso, de la cancelación.

Gastos derivados de la tasación o valoración de los
bienes ofrecidos en garantía.

El obligado tributario deberá acreditar, en todo
caso, la realización efectiva del pago de los gastos
mencionados.

7.- Con el reembolso de los costes de las garantí-
as, el O.A.R. abonará el interés legal vigente a lo largo
del periodo en el que se devengue, sin necesidad de
que el obligado tributario lo solicite. A estos efectos,
el interés legal se devengará desde la fecha debida-
mente acreditada en que se hubiese incurrido en
dichos costes, hasta la fecha en que se ordene el
pago.

SECCIÓN 2ª .- DE CRÉDITOS NO TRIBUTARIOS

SUBSECCIÓN 1ª.- PRECIOS PÚBLICOS

Artículo 69.- De cobro periódico.

1.- En el ámbito y con el alcance de la correspon-
diente delegación, el O.A.R. gestionará los precios
públicos de vencimiento periódico a partir de la matrí-
cula de obligado tributarios, formada con los datos
declarados por los mismos en el momento de solicitar
la prestación de servicios.

2.- Las modificaciones en las cuotas que respon-
dan a variación de las tarifas contenidas en la respec-
tiva Ordenanza municipal no precisarán de notifica-
ción individualizada.

3.- El período de pago voluntario depende de la
recepción en el O.A.R. de las modificaciones, altas,
etc. enviadas por los Ayuntamientos, y será coinciden-
te con los determinados en el ar t. 36 de este
Reglamento.

4.- Las notificaciones se practicarán colectivamen-
te, mediante edictos, procediéndose a la exposición
pública de la matrícula de obligado tributarios y a la
publicación del anuncio de cobranza, en términos
similares a los regulados para los recursos tributarios.

Artículo 70.- De vencimiento no periódico.

1.- Deberá practicarse liquidación individualizada
en los siguientes supuestos:

Cuando se ha formulado una solicitud de utiliza-
ción de servicio que, al tener carácter continuado, ori-
gina un alta en el registro de obligado tributarios.

Cuando se solicita la prestación de servicios sin
continuidad en el tiempo, constituyendo actos singu-
lares.

2.- Las liquidaciones a que se refiere el punto ante-
rior deberán notificarse personalmente.

3- En el supuesto del anterior apartado 1.a), una
vez notificada el alta en el registro de obligados tribu-
tarios, las sucesivas liquidaciones se notificarán y
exaccionarán, como deudas de vencimiento periódico
que son, en la forma regulada en el punto 4 del ar tí-
culo anterior.

4.- El período de pago voluntario será el que, en
cada caso, establezca la Ordenanza, que figurará indi-
cado en el documento de pago.
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Artículo 71.- Inicio período ejecutivo.

El período ejecutivo se inicia, para las liquidacio-
nes previamente notificadas no ingresadas a su venci-
miento, el día siguiente al vencimiento del plazo de
ingreso en período de pago voluntario.

Artículo 72.- Repercusión de I.V.A.

1.- No procederá efectuar repercusión del
Impuesto sobre el Valor Añadido en las liquidaciones
de precios públicos que se practiquen por la utiliza-
ción privativa, o aprovechamiento especial de bienes
de dominio público local.

2.- En las liquidaciones de precios públicos practi-
cadas por la prestación de servicios, procederá reper-
cutir I.V.A. cuando se trate de actividades en todo
caso sujetas  o cuando tales servicios puedan ser
prestados por la iniciativa privada y no sean de míni-
ma entidad.

3.- Cuando se exaccionen como contraprestación
de la realización de funciones de naturaleza pública
no se repercutirá I.V.A., siempre que el servicio se
preste directamente, en alguna de las formas previs-
tas en el ar tículo 85.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

SUBSECCIÓN 2ª.- MULTAS DE CIRCULACIÓN

Artículo 73.- Denuncias.

1.- En los procedimientos iniciados por el órgano
municipal competente a consecuencia de presuntas
infracciones a los preceptos de la Ley sobre Tráfico,
Circulación de Vehículos de Motor y Seguridad Vial
(RDL 339/1990, de 2 de marzo) y sus reglamentos de
desarrollo, se tipificarán las infracciones y las sancio-
nes aplicables, de acuerdo con el cuadro de sancio-
nes aprobado por el Ayuntamiento.

2.- El Ayuntamiento dará traslado mediante sopor-
te informático u otros medios telemáticos que se pue-
dan instrumentar, de los datos identificativos de las
denuncias, de conformidad con lo que prevé el ar tícu-
lo 75.3 del citado texto legal.

Asimismo, se hará constar si se detuvo el denun-
ciado o, contrariamente, las circunstancias concretas
que lo impidieron, reflejando si se practicó la notifica-
ción personal en el acto.

3.- El O.A.R. procesará la información obtenida del
Ayuntamiento, completándola con los datos necesa-
rios, relativos al titular y vehículo, para editar la notifi-
cación de denuncia.

4.- En la notificación de la denuncia se hará cons-
tar que si el titular del vehículo no era el conductor del
mismo en el momento de la infracción está obligado
a comunicar al O.A.R. o al Ayuntamiento la identidad
del infractor en el plazo de quince días, resultando
que el incumplimiento de esta obligación será sancio-
nado como falta muy grave según lo dispuesto en el
ar tículo 72.3 de la Ley sobre Tráfico, Circulación de
Vehículos a Motor y Seguridad Vial. 

Artículo 74.- Notificación de la denuncia.

1.- Se llevará a cabo por el procedimiento estable-
cido en la Ley 30/1992, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, teniendo en cuenta los aspec-
tos recogidos en los puntos siguientes:

Si no resultó posible la notificación personal en el
instante de la infracción, se intentará notificar indivi-
dualmente en el domicilio que consta en el Registro
de Tráfico, salvo que en los archivos del O.A.R. cons-
te otro domicilio declarado por el titular, en cuyo caso
se utilizará éste.

Si en el primer intento resulta posible entregar la
notificación, en la tarjeta de acuse de recibo constará
fecha de entrega, firma del receptor y, si fuera diferen-
te al titular, identidad del mismo.

La tarjeta acreditativa de la entrega deberá ser
devuelta al O.A.R. con la mayor brevedad posible, en
orden a posibilitar el puntual tratamiento informático.

2.- Si en el primer intento de notificación no hubie-
ra resultado posible su entrega por ausencia del inte-
resado, se realizará un segundo intento en día y hora
diferentes. En caso de que el resultado de este segun-
do intento sea positivo, se constatará en la tarjeta de
acuse de recibo las circunstancias referidas en el
apartado anterior, procediendo al retorno de la misma
al O.A.R.

3.- Cuando, intentada la notificación, ésta no se
hubiese podido practicar, se hará por medio de edic-
tos en el Boletín Oficial de la Provincia.

4.- La publicación de edictos en el B.O.P. se reali-
zará una vez al mes, siempre que existan denuncias
por notificar.

5.- Tanto en el documento-notificación como en el
edicto publicado se hará constar la posibilidad de per-
sonación por parte del interesado para conocer su
expediente.
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Artículo 75.- Alegaciones.

1.- De conformidad con lo previsto en el ar t. 79 de
la Ley de Seguridad Vial, pueden formularse alegacio-
nes ante el Ayuntamiento en el plazo de quince días
contados desde la fecha de notificación de la denun-
cia. Si en este trámite el titular comunicara la identi-
dad del conductor infractor, se notificaría la denuncia
a éste en la misma forma establecida en el ar tículo
anterior.

2.- Vistas las alegaciones presentadas e informes
de los agentes denunciantes, por el órgano instructor
del Ayuntamiento se elevará propuesta de resolución
a aquel que tenga la potestad sancionadora.

3.- En los casos en que, a petición del interesado,
deban efectuarse pruebas cuya realización implique
gastos que no deba soportar el Ayuntamiento, se
podrá exigir el anticipo de los mismos a reserva de la
liquidación definitiva.

4.- Cuando, a la vista de las alegaciones presenta-
das, el Ayuntamiento considere que procede la anula-
ción o la suspensión de actuaciones, dictará resolu-
ción que decrete la inexistencia de la infracción,  a fin
de que no prosiga el procedimiento recaudatorio por
el O.A.R.

Artículo 76.- Imposición de sanciones.

1.- Cuando no se hayan formulado alegaciones, o
éstas hubiesen sido desestimadas, el órgano munici-
pal competente dictará la resolución sancionadora
que corresponda, atendiendo a los plazos que sobre
prescripción y caducidad prevén las normas sectoria-
les de aplicación.

El plazo de prescripción de las infracciones se inte-
rrumpirá por cualquier actuación administrativa de la
que tenga conocimiento el denunciado o esté enca-
minada a averiguar su identidad o domicilio o por la
notificación efectuada de acuerdo con lo establecido
en el ar t. 78 de la Ley de Seguridad Vial.

Con esta finalidad, el O.A.R. editará y remitirá a los
Ayuntamientos relaciones de sus expedientes sancio-
nadores no afectados por acuerdos de anulación o
suspensión siempre que el importe de las multas pro-
puestas en cada uno de ellos no haya sido satisfecho
en el período concedido a tal efecto.

2.- Las sanciones serán ejecutivas cuando sean fir-
mes en vía administrativa, ya sea por el transcurso de
un mes desde la notificación de la resolución sancio-
nadora, o por la resolución expresa o presunta del
recurso interpuesto contra la misma.

Artículo 77.- Pago de multa.

1.- Las sanciones de multa, podrán hacerse efecti-
vas antes de que se dicte resolución del expediente
sancionador, con una reducción del 30 por 100  sobre
la cuantía correspondiente que se haya consignado
correctamente en el boletín de denuncia por el agen-
te o en su defecto en la notificación posterior  de
dicha denuncia por el instructor del expediente.

2.- Las sanciones firmes en vía administrativa
habrán de hacerse efectivas en el plazo de 15 días
desde su notificación.

3.- Vencidos los plazos de ingreso establecidos sin
que se hubiese satisfecho la multa, su exacción se lle-
vará a cabo por el procedimiento de apremio, deven-
gándose los recargos del período ejecutivo previstos
en el ar tículo 28 de la Ley General Tributaria, intereses
de demora y costas en su caso.

Artículo 78.- Prescripción de la multa.

1.- De acuerdo con el ar tículo 81.3 de la Ley de
Seguridad Vial, las sanciones de circulación prescribi-
rán al año desde la fecha en que las sanciones han
adquirido firmeza.

2.- No obstante lo dispuesto en el apartado ante-
rior, las actuaciones administrativas encaminadas a la
recaudación de las multas y comunicadas al obligado
al pago, interrumpirán la prescripción por período de
un año.

Artículo 79.- Resolución de recursos.

1.- Contra la providencia de apremio dictada por el
Tesorero se puede interponer recurso de reposición
ante el  mismo en plazo de un mes desde que se reci-
bió la notificación.

2.- Transcurrido un mes desde la interposición del
recurso de reposición, sin que recaiga resolución, se
podrá entender desestimado y quedará abier ta la vía
contencioso-administrativa.

Artículo 80.- En cuanto se ha notificado la denun-
cia a persona distinta del propietario.

1.- Cuando se ha notificado la denuncia a quien,
figurando como titular en el Registro de Tráfico, alega
que no era conductor en el momento de la infracción
y además acredita que en dicho instante no era pro-
pietario del vehículo, se estimará la alegación, proce-
diendo la retroacción del expediente al momento de
la notificación de la denuncia.

(Pasa a fascículo siguiente)
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(viene de fascículo anterior)

2.- Las actuaciones previas a la retroacción inte-
rrumpirán el plazo de prescripción, conforme a lo pre-
visto en el ar tículo 81 de la Ley de Seguridad Vial, al
estar encaminadas a averiguar la identidad del infrac-
tor.

3.- Se desestimará el recurso interpuesto por quien
figure como titular en el Registro de Tráfico, funda-
mentado en no ser el conductor responsable de la
infracción, cuando no hubiese formulado ninguna
objeción en el trámite de alegaciones teniendo cono-
cimiento de la instrucción del procedimiento.

Artículo 81.- En cuanto se alega la  no concurren-
cia del interesado.

Cuando el interesado alega no haberse encontra-
do en el lugar y momento en que se produjeron los
hechos que motivaron la sanción, se valorarán las
razones expuestas y se propondrá una de las siguien-
tes actuaciones:

Requerir al interesado para que en el plazo de diez
días aporte las pruebas acreditativas de las circuns-
tancias alegadas. De no formalizarse este trámite en
tiempo y forma, se entenderá decaído en su derecho
y proseguirá la tramitación del expediente.

Solicitar informe del Ayuntamiento correspondien-
te en orden a verificar si existe error en la identifica-
ción del vehículo.

Artículo 82.- En cuanto se alega prescripción de la
infracción.

1.- Cuando la realización de actuaciones para
cobrar la multa tengan lugar después del plazo de un
año desde la firmeza de la sanción, procederá aplicar
la prescripción alegada, salvo que hayan tenido lugar
actuaciones administrativas interruptivas de la pres-
cripción.

2.- En supuestos distintos a los anteriores, y mien-
tras las actuaciones del procedimiento se ajusten a lo
previsto en la normativa vigente, procederá desesti-
mar cualquier alegación de prescripción.

SUBSECCIÓN 3ª.- OTROS CRÉDITOS

Artículo 83.- Otros créditos no tributarios.

1.- Cuando los Ayuntamientos sean titulares de
otros créditos de derecho público diferentes de los
regulados en los capítulos anteriores, para cuya
cobranza sea de aplicación el Reglamento General de
Recaudación, todo ello en vir tud de lo previsto en el
ar t 2.2. del Real Decreto Legislativo 2/2004, en rela-
ción con los ar tículos concordantes de la Ley General
Presupuestaria, cabrá la delegación de funciones en
la Diputación de Ávila, regulándose su concreto ejer-
cicio en el correspondiente convenio.

2.- La aceptación de delegación de funciones ges-
toras y recaudatorias será precedida de examen de
las condiciones del ejercicio de dichas funciones y
compensaciones económicas, requiriéndose que la
evaluación de las mismas sea favorable.

3.- Contra los actos administrativos del O.A.R. de la
Diputación de Ávila de aprobación de liquidaciones
por ingresos de derecho público no tributarios, podrá
interponerse recurso de reposición ante la Gerencia
del O.A.R.

Artículo 84.- Ingresos por cuotas urbanísticas.

1.- Las cuotas de urbanización liquidadas por los
Ayuntamientos podrán ser recaudadas por la
Diputación de Ávila en período voluntario y ejecutivo.
La aprobación de estas liquidaciones corresponde al
Ayuntamiento, ante el cual, en su caso, podrán formu-
larse los recursos procedentes.

2.- Los procedimientos de ejecución y apremio se
dirigirán contra los bienes de los propietarios que no
hubiesen cumplido con sus obligaciones.
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3.- Cuando el propietario de un terreno al que se
exija el pago de una cuota de urbanización manifies-
te su voluntad de satisfacer la deuda mediante la
entrega de la finca a la entidad acreedora, el ente titu-
lar de la deuda valorará la aceptación de la parcela,
quedando ultimado el procedimiento ejecutivo en el
caso de aceptarla. En estos casos, la entidad acreedo-
ra habrá de satisfacer a la Diputación de Ávila una
compensación económica del mismo importe que si
la cuota se hubiese cobrado en período voluntario.

Artículo 85.- Multas.

1.- La exacción de las multas que se impongan por
infracción de lo dispuesto en la legislación urbanística
u otras ordenanzas municipales, distintas de las de
circulación, se llevará a cabo por el procedimiento
general de recaudación regulado en este
Reglamento.

2.- El plazo general de prescripción será de un
año, si bien podrá ajustarse al que resulte de aplica-
ción según la normativa específica de cada tipo de
sanción.

SECCIÓN 3ª.- RECAUDACIÓN

SUBSECCIÓN 1ª.- NORMAS COMUNES 

Artículo 86.- Principios generales.

1.- El O.A.R. realizará la función recaudatoria de
acuerdo con la normativa aplicable y con arreglo a las
particularidades establecidas en este Reglamento,
ostentando las prerrogativas establecidas en las Leyes
Generales Presupuestaria, Tributaria y normativa con-
cordante.

2.- Siendo así, las facultades y actuaciones del
O.A.R. alcanzan y se extienden a la gestión de tribu-
tos y de otros recursos de Derecho público, pudiendo
entenderse aplicables a todos ellos las referencias
reglamentarias a la categoría de tributos. 

3.- El Consejo Rector del O.A.R. podrá determinar
el importe mínimo de los valores que como ingresos
de derecho público gestione, tanto por procedimien-
tos de recaudación voluntaria como ejecutiva, deriva-
dos del ejercicio de sus competencias propias o dele-
gadas.

Artículo 87.- Obligados tributarios.

1.- Son obligados tributarios las personas físicas o
jurídicas y las entidades a las que la normativa tributa-

ria impone el cumplimiento de obligaciones tributa-
rias.

2.- Asimismo, tendrán la consideración de obliga-
dos tributarios:

Aquellos a quienes la normativa tributaria impone
el cumplimiento de obligaciones tributarias formales.

En las leyes en que así se establezca, las herencias
yacentes, comunidades de bienes y demás entidades
que, carentes de personalidad jurídica, constituyan
una unidad económica o un patrimonio separado sus-
ceptibles de imposición.

Los responsables a los que se refiere el ar tículo 41
de la Ley General Tributaria.

3.- Cuando sean dos o más los responsables soli-
darios o subsidiarios de una misma deuda, ésta podrá
exigirse íntegramente a cualquiera de ellos.

4.- Los sucesores “mortis causa” de los obligados
al pago de las deudas enumeradas en los puntos
anteriores, se subrogarán en la posición del obligado
a quien sucedan, respondiendo de las obligaciones
pendientes de sus causantes con las limitaciones que
resulten de la legislación civil para la adquisición de
herencia. No obstante, a la muerte del sujeto infractor
no se transmiten las sanciones pecuniarias impuestas
al mismo.

5.- En caso de fallecimiento del obligado al pago,
si no existen herederos conocidos o cuando los cono-
cidos hayan renunciado a la herencia, o no la hayan
aceptado, el Jefe de la Sección de Recaudación
Ejecutiva pondrá los hechos en conocimiento del
Tesorero, quien dará traslado a la Asesoría Jurídica, a
los efectos pertinentes.

Artículo 88.- Responsables solidarios.

1.- En los supuestos, previstos en las leyes, de res-
ponsabilidad solidaria declarada y  notificada al res-
ponsable en cualquier momento anterior al venci-
miento del período voluntario, cuando haya transcurri-
do el período voluntario de pago sin que el deudor
principal haya satisfecho la deuda, sin perjuicio de su
responsabilidad, se podrá reclamar de los responsa-
bles solidarios el pago de la misma. En los demás
casos, una  vez transcurrido el período voluntario, se
dictará acto de declaración de responsabilidad que se
notificará al responsable de acuerdo con lo previsto
en el apartado siguiente.

2.- Al responsable se le exigirá el importe de la
cuota inicialmente liquidada. Si esta deuda no se
satisface en el período de pago voluntario que se con-
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cederá, se exigirá al responsable el recargo de apre-
mio aplicado sobre la deuda inicial.

3.- Responderán solidariamente de las obligacio-
nes tributarias todas las personas y partícipes o coti-
tulares de las entidades a que se refiere el apartado 4
del ar t. 35 de la Ley General Tributaria, en proporción
a sus respectivas participaciones respecto a las obli-
gaciones tributarias materiales de dichas entidades,
que sean causantes o colaboren en la realización de
una infracción tributaria. Su responsabilidad también
se extenderá a la sanción.

También serán responsables solidarios de la
deuda tributaria las personas o entidades que suce-
dan por cualquier concepto en la titularidad o ejerci-
cio de explotaciones o actividades económicas, por
las obligaciones tributarias contraídas del anterior titu-
lar y derivadas de su ejercicio.

4.- En particular, responderán solidariamente de la
deuda hasta el importe del valor de los bienes o dere-
chos que se hubieran podido embargar, las siguientes
personas:

Los causantes o que colaboren en la ocultación o
transmisión  de bienes o derechos del obligado al
pago con la finalidad de impedir la actuación de la
Administración tributaria.

Los que por culpa, o negligencia, incumplan las
órdenes de embargo.

Los que, conociendo el embargo, la medida caute-
lar o la constitución de la garantía, colaboren o con-
sientan su levantamiento.

Las personas o entidades depositarias de los bien-
es del deudor que, una vez recibida la notificación del
embargo, colaboren o consientan en el levantamiento
de aquéllos.

Artículo 89.- Procedimiento para exigir la responsa-
bilidad solidaria.

1.- Transcurrido el período de pago voluntario, el
Jefe de Recaudación Ejecutiva tramitará el expedien-
te elevando informe al Gerente del O.A.R., quien en su
caso dictará el acto de derivación o declaración de
responsabilidad solidaria.

2.- Desde la Sección de Recaudación Ejecutiva se
notificará al responsable el inicio del período de
audiencia, por plazo de quince días, previo a la deri-
vación de responsabilidad, en el cual  los interesados
podrán alegar y presentar los documentos que esti-
men pertinentes.

Vistas las alegaciones en su caso presentadas y, si
no ha sido satisfecha la deuda, se dictará acto de deri-
vación de responsabilidad, determinando el alcance
de la misma. Dicho acto será notificado al responsa-
ble, con el siguiente contenido:

Texto íntegro de la resolución de declaración de
responsabilidad, con indicación del presupuesto de
hecho habilitante y las liquidaciones a las que alcan-
za dicho presupuesto.

Medios de impugnación que pueden ser ejercidos
contra dicho acto, órgano ante el que hubieran de
presentarse y plazo para interponerlos.

Lugar, plazo y forma en que deba ser satisfecho el
importe exigido al responsable.

3.- En el recurso o reclamación contra la resolución
de declaración de responsabilidad podrá impugnarse
el presupuesto de hecho habilitante y las liquidacio-
nes a las que alcanza dicho presupuesto, sin que
como consecuencia de la resolución de estos recur-
sos o reclamaciones puedan revisarse las liquidacio-
nes que hubieran adquirido firmeza, sino únicamente
el importe de la obligación del responsable.

4.- El plazo concedido al responsable para efec-
tuar el pago en período voluntario será el establecido
en el ar tículo 62.2 de la Ley 58/2003, General
Tributaria.

Si el responsable no realiza el pago en dicho
plazo, la deuda le será exigida en vía de apremio,
extendiéndose el recargo del período ejecutivo que
proceda según el ar tículo 28 de la Ley General
Tributaria.

Artículo 90.- Responsables subsidiarios.

1.- Los responsables subsidiarios están obligados
al pago cuando los deudores principales y responsa-
bles solidarios hayan sido declarados fallidos y se
haya dictado acto administrativo de derivación de res-
ponsabilidad sin perjuicio de las medidas cautelares
que antes de esta declaración puedan adoptarse.

2.- La responsabilidad subsidiaria, salvo que una
norma especial disponga otra cosa, se extiende a la
deuda tributaria inicialmente liquidada y notificada al
deudor principal en período de pago voluntario.

3.- Con carácter previo a la derivación de respon-
sabilidad, se dará audiencia al interesado en la forma
regulada en el punto 2 del ar tículo anterior.

4.- El acto administrativo de derivación será dicta-
do por el Gerente del O.A.R., y notificado en la forma
establecida en el ar tículo anterior.

Boletín Oficial de la Provincia de Ávila
Número 183 Viernes, 22 de septiembre de 2006 35



5.- La responsabilidad con carácter general será
subsidiaria, excepto cuando la ley establezca lo con-
trario.

Artículo 91.- Responsabilidad de los administrado-
res.

1.- Los administradores de hecho o de derecho de
las personas jurídicas que, habiendo éstas cometido
infracciones tributarias, no hubiesen realizado los
actos necesarios que sean de su incumbencia para el
cumplimiento de las obligaciones y deberes tributa-
rios, hubiesen consentido el incumplimiento por quie-
nes de ellos dependan o hubiesen adoptado acuer-
dos que posibilitasen las infracciones serán responsa-
bles subsidiarios de la deuda tributaria más la san-
ción.

2.- En el caso de personas jurídicas que hayan
cesado en sus actividades, los administradores de
hecho o de derecho responderán subsidiariamente,
por las obligaciones tributarias devengadas de aqué-
llas, que se encuentren pendientes en el momento del
cese, siempre que no hubieran hecho lo necesario
para su pago o hubieren adoptado acuerdos o toma-
do medidas causantes del impago.

Artículo 92.- Sucesión en la deuda tributaria.

1.- Las obligaciones tributarias serán exigibles a los
sucesores por cualquier concepto, sin perjuicio de lo
que establece la legislación civil en cuanto a la adqui-
sición de la herencia.

2.- El que pretenda adquirir la titularidad de explo-
taciones y actividades económicas podrá solicitar cer-
tificación de las deudas derivadas del ejercicio de la
explotación. Si la certificación se expidiera sin men-
cionar deudas, sanciones o responsabilidades, o no
se facilita en el plazo de tres meses, quedará aquel
exento de responsabilidad por las deudas referidas en
este punto.

3.- Las obligaciones tributarias pendientes de las
sociedades y entidades con personalidad jurídica
disueltas y liquidadas en las que la ley limita la respon-
sabilidad patrimonial de los socios, partícipes o cotitu-
lares se transmitirán a éstos, que quedarán obligados
solidariamente hasta el límite del valor de la cuota de
liquidación que les corresponda.

Artículo 93.- Concurrencia de titularidad.

1.- Cuando dos o más titulares realizan un mismo
hecho imponible, están solidariamente obligados, en

los términos establecidos en el ar tículo 35 de la Ley
General Tributaria.

2.- En vir tud de lo que prevé el punto anterior, se
podrá exigir la totalidad de la deuda tributaria a cual-
quiera de los codeudores, salvo que alguno de ellos
identifique perfectamente los restantes obligados.

Artículo 94.- Comunidades de bienes.

1.- Las herencias yacentes, las comunidades de
bienes y demás entidades que, careciendo de perso-
nalidad jurídica, constituyen una unidad económica o
un patrimonio separado, susceptibles de imposición,
tendrán la condición de sujetos pasivos en los tributos
municipales.

2.- Los copartícipes o cotitulares de las Entidades
a que se refiere el punto anterior responderán solida-
riamente y en proporción a sus respectivas participa-
ciones de las obligaciones tributarias materiales de
dichas Entidades.

Artículo 95.- Domicilio.

1.- En los términos recogidos en el ar tículo 48 de
la Ley General Tributaria, el domicilio fiscal será:

Para las personas naturales, el de su residencia
habitual.

Para las personas jurídicas, el de su domicilio
social.

2.- Mediante personación en las oficinas del
O.A.R., o del Ayuntamiento correspondiente, el obliga-
do tributario puede designar otro domicilio propio o
de su representante, con el fin de recibir en el mismo
las notificaciones administrativas.

3.- En todo caso los sujetos pasivos de los tributos
municipales están obligados a declarar las variaciones
en su domicilio y también poner de manifiesto las
incorrecciones que pudieran observar en las comuni-
caciones dirigidas desde el O.A.R., o desde el
Ayuntamiento.

4.- Cuando el O.A.R. conozca que el domicilio
declarado por el sujeto pasivo ante la Administración
Estatal es diferente del que obra en su base de datos
podrá rectificar este último, incorporándolo como ele-
mento de gestión asociado a cada obligado tributario
y constituirá la dirección a la que remitir todas las noti-
ficaciones derivadas de la gestión recaudatoria, sin
perjuicio de lo establecido en el Artículo 110 de la Ley
General Tributaria.

5.- Los sujetos pasivos que residan en el extranje-
ro durante más de seis meses cada año natural, ven-
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drán obligados a designar un representante con domi-
cilio en territorio español.

Artículo 96.- Legitimación para efectuar el pago.

1.- El pago de las deudas, cuya gestión de cobro
sea realizada por este Organismo Autónomo, podrá
efectuarse:

En el caso de liquidaciones practicadas por la
Administración y notificadas de forma individual, en
los lugares y de la forma indicadas en el impreso de
liquidación.

Tratándose de deudas de vencimiento periódico y
notificación colectiva, en los lugares y de la forma indi-
cados en los anuncios de la cobranza.

En el procedimiento de apremio, en los lugares y
de las formas indicadas en el documento de ingreso
notificado al obligado al pago.

2.- El pago puede realizarse por cualquiera de los
obligados, y también, por terceras personas con ple-
nos efectos extintivos de la deuda.

La oposición del deudor no surtirá efectos respec-
to de cualquier persona obligada a realizar el ingreso
en vir tud de una disposición legal o reglamentaria.

3.- El tercero que ha pagado la deuda no podrá
solicitar de la Administración la devolución del ingre-
so y, tampoco, ejercer otros derechos del obligado. 

Artículo 97.- Deber de colaboración con la
Administración.

1.- Toda persona natural o jurídica, pública o priva-
da, así como las entidades mencionadas en el ar tícu-
lo 35.4 de la Ley General Tributaria están obligadas a
proporcionar al O.A.R. los datos y antecedentes nece-
sarios para la cobranza de las cantidades que como
ingresos de Derecho público aquel deba percibir.

2.- En particular las personas o Entidades deposi-
tarias de dinero en efectivo o en cuentas, valores y
otros bienes de deudores a la Administración en perí-
odo ejecutivo, están obligados a informar a los órga-
nos de recaudación y a cumplir los requerimientos
que, en ejercicio de las funciones legales, se efectúen.

3.- Todo obligado al pago de una deuda deberá
manifestar, cuando se le requiera, bienes y derechos
de su patrimonio en cuantía suficiente para cubrir el
importe de la deuda.

4.- El incumplimiento de las obligaciones de pres-
tar colaboración, a que se refiere el presente ar tículo,
podrá originar la imposición de sanciones.

Artículo 98.- Garantías del pago: derecho de prela-
ción e hipoteca legal tácita.

1.- La Hacienda Local goza de prelación para el
cobro de los créditos de derecho público, vencidos y
no satisfechos, en cuanto concurra con acreedores
que no lo sean de dominio, prenda, hipoteca, o cual-
quier otro derecho real debidamente inscrito en el
correspondiente registro, con anterioridad a la fecha
en que se haga constar, en el mismo, el derecho de
la hacienda municipal.

2.- En los recursos de derecho público que graven
periódicamente los bienes o derechos inscribibles en
un registro público o sus productos directos, cier tos o
presuntos, la Hacienda Pública tendrá preferencia
sobre cualquier otro acreedor o adquirente, aunque
éstos hayan inscrito sus derechos, para el cobro de
las deudas no satisfechas correspondientes al año
natural en que se ejercite la acción administrativa de
cobro y al inmediato anterior.

A estos efectos, se entenderá que la acción admi-
nistrativa de cobro se ejerce cuando se inicia el proce-
dimiento de recaudación en período de pago volunta-
rio.

Artículo 99.- Garantías del pago: afección de bien-
es.

1.- En los supuestos en que se transmita la propie-
dad o la titularidad de un derecho real de usufructo o
de superficie o de una concesión administrativa, los
bienes inmuebles objeto de dichos derechos queda-
rán afectos al pago de la totalidad de la cuota del
Impuesto sobre Bienes Inmuebles, en régimen de res-
ponsabilidad subsidiaria.

2.- La deuda exigible es la devengada con anterio-
ridad a la fecha de transmisión, siempre que no esté
prescrita.

3.- La derivación de la acción tributaria contra los
bienes afectos exigirá acto administrativo y será apro-
bada por el Gerente del O.A.R., considerando el infor-
me del Jefe de Recaudación Ejecutiva del O.A.R., pre-
via audiencia a los interesados por término de quince
días.

4.- La derivación de responsabilidad será notifica-
da al adquirente, comunicándole los plazos para efec-
tuar el pago y la posibilidad de reclamar contra la liqui-
dación o contra la procedencia de la derivación de
responsabilidad.
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SUBSECCIÓN 2ª.- RECAUDACIÓN VOLUNTARIA

Artículo 100.- Plazos de ingreso en período de
pago voluntario.

Los obligados al pago harán efectivas sus deudas
sin recargo alguno en los siguientes plazos, que son
acordes con lo establecido en el Artículo 62 de la Ley
58/2003, General Tributaria:

1.- En el caso de liquidaciones practicadas por la
Administración y notificadas individualmente:

a) Las notificadas entre los días 1 y 15 de cada
mes, desde la fecha de notificación hasta el día 20 del
mes siguiente o el inmediato hábil posterior.

b) Las notificadas entre los días 16 y último de
cada mes, desde la fecha de notificación hasta el día
5 del segundo mes posterior o el inmediato hábil
siguiente.

2.- Las deudas de vencimiento periódico y notifica-
ción colectiva, en los períodos determinados en el ar tí-
culo 36 de este Reglamento. La determinación de
estos períodos nunca será inferior a dos meses.

Aprobados los períodos de cobro, sólo se modifi-
carán o prorrogarán cuando concurran circunstancias
excepcionales que lo justifiquen.

3.- Las cuotas correspondientes a las liquidacio-
nes, o autoliquidaciones, de conformidad con el ar t.
27 de la Ley 58/2003 General Tributaria, presentadas
fuera de plazo sin requerimiento previo, se incremen-
tarán con los siguientes recargos:

Declaración después período de pago voluntario
Recargos

En el plazo de 3 meses recargo 5%

Entre 3 y 6 meses recargo 10%

Entre 6 y 12 meses recargo 15%

Después de 12 meses recargo 20%

En las autoliquidaciones presentadas después de
12 meses, además del recargo anterior, se exigirán
intereses de demora por el periodo transcurrido
desde el día siguiente al término de los doce meses
posteriores a la finalización del plazo establecido para
la presentación hasta el momento en que la autoliqui-
dación o declaración se haya presentado.

4.- En los supuestos de autoliquidación, cuando
los obligados tributarios no efectúen el ingreso al
tiempo de la presentación de la autoliquidación
extemporánea, además de los recargos previstos en
el punto 3, se exigirá el recargo de apremio.

5.- Las deudas, por conceptos diferentes a los
regulados en los puntos anteriores, deberán pagarse
en los plazos que determinen las normas con arreglo
a las cuales tales deudas se exijan. En caso de no
determinación de plazos, se aplicará lo dispuesto en
este ar tículo.

6.- Las deudas no satisfechas en los períodos cita-
dos, se exigirán en período ejecutivo, computándose,
en su caso, como pagos a cuenta las cantidades satis-
fechas fuera de plazo.

7.- Para que la deuda en período voluntario quede
extinguida, debe ser pagada en su totalidad.

Artículo 101.- Desarrollo del cobro en período de
pago voluntario.

1.- Con carácter general, el pago se efectuará en
las entidades colaboradoras.

2.- El deudor de varias deudas podrá, al realizar el
pago en período de pago voluntario, imputarlo a las
que libremente determine.

3.- En todo caso, a quien ha pagado una deuda se
le entregará el justificante del pago realizado, que
habrá de estar autenticado mecánicamente, o firmado
y sellado.

Artículo 102.- Conclusión del período de pago
voluntario.

1.- Concluido el período voluntario de cobro, tras la
recepción y tratamiento de las cintas informáticas con-
teniendo los datos de la recaudación de aquellos con-
ceptos cuya cobranza ha finalizado, se expedirán por
el Departamento de Informática las relaciones de reci-
bos y liquidaciones que no han sido satisfechos en
período de pago voluntario.

2.- En la misma relación se hará constar las inci-
dencias de suspensión, aplazamiento, fraccionamien-
to de pago o anulación.

3.- La relación de deudas no satisfechas y que no
estén afectadas por alguna de las situaciones del
punto 2, servirá de fundamento para la expedición de
la providencia de apremio.

SUBSECCIÓN 3ª.- RECAUDACIÓN EJECUTIVA

Artículo 103.- Iniciación del período ejecutivo.

1.- El período ejecutivo se inicia el día siguiente al
del vencimiento del plazo de ingreso en período de
pago voluntario.
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2.- La iniciación del período ejecutivo produce el
efecto, entre otros, de la aplicación del ar t. 28 de la
Ley 58/2003 General Tributaria, que determina el
devengo de los recargos de la deuda no ingresada en
período voluntario así como el de los intereses de
demora. El recargo ejecutivo es del 5 por 100 y se
aplicará cuando se satisfaga la totalidad de la deuda
no ingresada en periodo voluntario, antes de la notifi-
cación de la providencia de apremio. El recargo de
apremio reducido es del 10 por 100 y se aplicará
cuando se satisfaga la totalidad de la deuda no ingre-
sada en periodo voluntario y el propio recargo, antes
de la finalización del plazo previsto en el ar tículo 62.5
de la Ley 58/2003 General Tributaria. El recargo de
apremio ordinario es del 20 por 100 y será aplicable
cuando no concurran las circunstancias a las que se
refieren los recargos anteriores.

Cuando resulte exigible el recargo del 5 por 100 o
del 10 por 100, no se exigirán los intereses de demo-
ra.

3.- Cuando los obligados tributarios no efectúen el
ingreso ni presenten solicitud de aplazamiento, frac-
cionamiento o compensación al tiempo de la presen-
tación de la autoliquidación extemporánea, la liquida-
ción administrativa que proceda por recargos e intere-
ses de demora derivada de la presentación extempo-
ránea, según lo dispuesto en el ar tículo 27 de la Ley
General Tributaria no impide la exigencia de los recar-
gos e intereses del periodo ejecutivo que correspon-
dan sobre el importe de la autoliquidación.

4.- El procedimiento de apremio tendrá carácter
exclusivamente administrativo y se sustanciará en el
modo regulado en el Reglamento General de
Recaudación, constituyendo los ar tículos siguientes
manifestación en la que puede incidir la capacidad
autoorganizativa de las Entidades Locales y en este
caso del O.A.R.

Artículo 104.- Intereses de demora.

1.- El interés de demora se exigirá a los obligados
tributarios conforme a lo establecido en el ar tículo 26
de la Ley 58/2003 General Tributaria y 72 del
Reglamento General de Recaudación.

2.- El interés de demora se calculará sobre el
importe no ingresado en plazo o sobre la cuantía de
la devolución cobrada improcedentemente.

3.- El tipo de interés se fijará del acuerdo con lo
establecido en los ar tículos 26.6 de la Ley 58/2003
General Tributaria y concordantes de la Ley General

Presupuestaria, según se trate de deudas tributarias o
no tributarias, respectivamente.

Cuando, a lo largo del período de demora, se
hayan modificado los tipos de interés, se determinará
la deuda a satisfacer por intereses sumando las cuan-
tías que correspondan a cada período.

4.- Si se embarga dinero en efectivo o en cuentas,
podrán calcularse y retenerse los intereses en el
momento del embargo, si el dinero disponible fuera
superior a la deuda perseguida. Si el líquido obtenido
fuera inferior, se practicará posteriormente liquidación
de los intereses devengados.

Artículo 105.- Plazos de ingreso de las deudas
apremiadas.

1.- Una vez iniciado el periodo ejecutivo y notifica-
da la providencia de apremio, los plazos de ingreso
de las deudas apremiadas serán los siguientes:

a) Las notificaciones entre los días 1 y 15 de cada
mes, desde la recepción de la notificación hasta el día
20 de dicho mes o el inmediato hábil posterior.

b) Las notificaciones entre los días 16 y último de
cada mes, desde la recepción de la notificación hasta
el día 5 del mes siguiente o el inmediato hábil poste-
rior.

2.- Cuando las deudas se paguen en estos plazos,
no se liquidará interés de demora.

3.- Una vez transcurridos los plazos del punto 1, si
existieran varias deudas de un mismo deudor se acu-
mularán y en el supuesto de realizarse un pago que
no cubra la totalidad de aquellas, se aplicará a las
deudas más antiguas, determinándose la antigüedad
de acuerdo con la fecha en que cada una fue exigible.

4.- Con carácter general, el pago se efectuará en
entidades colaboradoras.

5.- En todo caso a quien ha pagado una deuda se
le entregará el justificante del pago realizado, que
habrá de estar autenticado.

Artículo 106.- Inicio procedimiento de apremio.

1.- Concluido el período de cobro voluntario, la
Intervención del O.A.R., expedirá las relaciones de
deudas pendientes de pago y no afectadas por inci-
dencias que comporten la suspensión del procedi-
miento.

Después, el Tesorero del Organismo formalizará
las providencias de apremio  individuales o colectivas
que inician el procedimiento de apremio.
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2.- La providencia de apremio es el acto de la
Administración que ordena la ejecución contra el
patrimonio del obligado al pago, constituyendo título
ejecutivo, con la misma fuerza ejecutiva que la senten-
cia judicial para proceder contra los bienes y dere-
chos de los obligados.

3.-La providencia de apremio podrá ser impugna-
da por los siguientes motivos:

Extinción total de la deuda o prescripción del dere-
cho a exigir el pago.

Anulación de la liquidación.

Solicitud de aplazamiento, fraccionamiento o com-
pensación en periodo voluntario y otras causas de
suspensión del procedimiento de recaudación.

Error u omisión en el contenido de la providencia
de apremio que impida la identificación del deudor o
de la deuda apremiada.

Falta de notificación en la liquidación.

Artículo 107.- Requisitos de la providencia de apre-
mio.

En los supuestos en que el Organismo sólo realice
funciones de recaudación ejecutiva de un determina-
do concepto, los Ayuntamientos deberán expedir pro-
videncia de apremio para realizar todas las actuacio-
nes del procedimiento ejecutivo en las cuales se con-
signarán los datos y requisitos que a tal efecto se indi-
can en el ar t. 30 de este Reglamento.

Artículo 108.- Embargos.

Respecto a este trámite del procedimiento de
apremio se actuará conforme se expresa en el
Reglamento General de Recaudación, regulándose
en este Reglamento únicamente algunas de las pecu-
liaridades que presenta respecto a la subasta y esta-
bleciendo criterios a seguir en cuanto a la justificación
de los créditos incobrables y consideración del princi-
pio de proporcionalidad. 

Artículo 109.- Enajenación de los bienes embarga-
dos: valoración y fijación del tipo.

1.- Los órganos de recaudación procederán a valo-
rar los bienes embargados con referencia a precios de
mercado y de acuerdo con los criterios habituales de
valoración; cuando, a juicio de dichos órganos, se
requieran especiales conocimientos, la valoración
podrá efectuarse por otros servicios técnicos o exter-
nos especializados. La valoración será notificada al
deudor. 

2.- El tipo aplicable será el resultado de aplicar la
valoración asignada a los inmuebles a enajenar. 

3.- En caso de existir cargas que hayan accedido
al Registro con anterioridad, servirá de tipo para la
subasta la diferencia entre el valor asignado y el
importe de estas cargas, que deberán quedar subsis-
tentes sin aplicar a su extinción el precio del remate. 

4.- En caso que las cargas preferentes absorban o
exceden del valor asignado a los inmuebles, el tipo
será el correspondiente al importe de los débitos, y
costas salvo que éstos sean superiores al valor del
bien, en cuyo caso el tipo de la subasta será dicho
valor. Las cargas y gravámenes anteriores quedarán
subsistentes sin aplicar a su extinción el precio del
remate.

Artículo 110.- Acuerdo de enajenación, notifica-
ción y anuncio de la subasta.

1.- Acordada la subasta, el Tesorero dictará acuer-
do de enajenación decretando la venta de los bienes
embargados y señalando día, hora y local en que
habrá de celebrarse, así como el tipo de subasta para
licitar.

2.- El acuerdo será notificado al deudor al cónyuge
de dicho deudor si se trata de bienes gananciales o si
se trata de la vivienda habitual, al depositario, si es
ajeno a la Administración, a los acreedores hipoteca-
rios y pignoraticios y, en caso de existir,  a los copro-
pietarios  y terceros poseedores de los bienes a
subastar.

3.- Las subastas de bienes embargados se anun-
ciarán en todo caso en el Tablón de Edictos del O.A.R.
de la Diputación y del Ayuntamiento titular último del
crédito. Cuando el tipo de subasta supere la cifra de
18.000 euros, se anunciará también en el Boletín
Oficial de la Provincia y si el tipo supera la cifra de
300.000 euros, se anunciará en el Boletín Oficial del
Estado.

4.- El Jefe de la Sección de Recaudación podrá
acordar la publicación del anuncio de subasta en
medios de comunicación de gran difusión y en publi-
caciones especializadas, cuando a su juicio resulte
conveniente y el coste de la publicación sea propor-
cionado con el valor de los bienes.

Artículo 111.- De la mesa de subasta.

La mesa de subasta de bienes estará integrada,
por el Jefe de Recaudación Ejecutiva, que será el
Presidente, por el Tesorero o persona en quien dele-
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gue, por el Interventor y por el funcionario o emplea-
do que se designe a tal efecto por la Gerencia. 

Artículo 112.- Celebración de subastas.

1.- En las subastas de bienes, el tiempo para cons-
tituir depósitos ante la Mesa será, en primera licita-
ción, de media hora antes del comienzo de la misma.

2.- El importe de los tramos de licitación deberá
adecuarse a las siguientes escalas:

Para tipos de subasta inferiores a 6.000,00 euros:
60 euros.

Para tipos de subasta desde 6.000,01 euros hasta
30.000 euros: 120 euros.

Para tipos de subasta superiores a 30.000,01
euros: 300 euros.

3.- Los licitadores podrán enviar o presentar sus
ofertas en sobre cerrado, desde el anuncio de la
subasta hasta una hora antes del comienzo de ésta.
Dichas ofertas, que tendrán el carácter de máximas,
serán registradas en un libro que, a tal efecto, se lleva-
rá en el O.A.R. Tales ofer tas deberán ir acompañadas
de cheque conformado, extendido a favor del O.A.R.,
por el importe del depósito y fotocopia del NIF.

4.- El depósito será del 20% del tipo de subasta, y
de forma motivada podrá reducirse este depósito
hasta un mínimo del 10%.

Los cheques, cuya cuantía, en principio, no podrá
ser inferior a un 20 por 100 del tipo de subasta de los
bienes respecto de los que desee pujar, serán ingre-
sados en la cuenta bancaria  que designe el Tesorero,
procediéndose a la devolución de los importes depo-
sitados a los licitadores no adjudicatarios, una vez
concluida la subasta. La materialización de tal devolu-
ción se efectuará mediante cheque extendido por el
Tesorero.

5.- En el supuesto de que antes de la celebración
de la subasta algún licitador, que hubiera presentado
su oferta en sobre cerrado, manifieste por escrito la
voluntad de no concurrir a la licitación, se procederá
a la devolución del depósito en las condiciones esta-
blecidas en el punto 4.

6.- En el supuesto de concurrencia de varias ofer-
tas en sobre cerrado, empezará la admisión de postu-
ras a partir de la segunda más alta de aquéllas.

7.- Cuando la Mesa tenga que sustituir a los licita-
dores en sobre cerrado, pujarán por ellos, según los
tramos establecidos en el presente ar tículo, sin sobre-
pasar el límite máximo fijado en su oferta.

8.- En caso de impago del precio de remate por el
adjudicatario la Mesa podrá optar, entre acordar la
adjudicación al licitador que hubiera realizado la
segunda oferta más elevada, siempre y cuando la
mantenga y ésta no fuese inferior en más de dos tra-
mos a la que ha resultado impagada, o iniciar  la adju-
dicación directa, si la ofer ta es inferior en más de dos
tramos. 

9.- Cuando después de realizada la subasta que-
den bienes sin adjudicar, en el plazo de seis meses se
podrá proceder a la venta mediante gestión y adjudi-
cación directa, en las condiciones económicas que en
cada caso determine la Mesa de subasta, conforme a
lo establecido en el Reglamento General de
Recaudación.

10.- Cuando resulte conveniente el O.A.R. definirá
y publicará la posibilidad de realizar pujas por vía tele-
mática.

Artículo 113.- Costas del procedimiento.

1.- Tendrán la consideración de costas del procedi-
miento, entre otros, los gastos originados por las noti-
ficaciones que imprescindible y concretamente exija
la propia ejecución, que serán satisfechas por el deu-
dor.

2.- Si, ultimado el procedimiento administrativo de
apremio y practicada liquidación, las cantidades obte-
nidas no cubrieran el importe de las costas acredita-
das serán a cargo del Ente acreedor del débito ges-
tionado, la parte de las mismas no cubierta. 

3.- En los supuestos de bajas, las costas devenga-
das en el procedimiento ejecutivo serán a cargo del
ente acreedor.

Las cantidades que deban ser abonadas por el
Ente titular del recurso, en concepto de costas, serán
satisfechas inicialmente por el O.A.R. y deducidas de
la transferencia periódica de fondos que se realice a
favor de aquél.

SUBSECCIÓN 4ª.- APLAZAMIENTO Y FRACCIO-
NAMIENTOS

Artículo 114.- Aplazamiento y fraccionamiento.

1.- Podrá aplazarse o fraccionarse el pago de la
deuda, tanto en período de pago voluntario como eje-
cutivo, previa petición de los obligados, cuando la
situación de su tesorería, discrecionalmente aprecia-
da por la Administración, les impida efectuar el pago
de sus débitos.
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Para garantizar los aplazamientos o fraccionamien-
tos de la deuda tributaria, el O.A.R. exigirá que se
constituya a su favor aval solidario de entidad de cré-
dito o sociedad de garantía recíproca o seguro de
caución. No obstante, el O.A.R. podrá dispensar la
prestación de las garantías indicadas según establece
el ar t. 82.2 de la LGT. 

Los criterios generales de concesión de aplaza-
miento son:

Las deudas de importe inferior a 1.500 euros
podrán aplazarse por un período máximo de seis
meses.

El pago de las deudas de importe comprendido
entre 1.500 y 6.000 euros puede ser aplazado o frac-
cionado hasta un año.

Si el importe excede de 6.000 euros, los plazos
concedidos pueden extenderse hasta 18 meses.

2.- Sólo excepcionalmente se concederá aplaza-
miento de las deudas cuyo importe sea inferior a 150
euros, o por períodos más largos que los enumerados
en el punto anterior.

3.- Las cantidades cuyo pago se aplace, excluido,
en su caso, el recargo de apremio, devengarán el inte-
rés de demora a que se refieren el ar tículo 26 de la
Ley General Tributaria y concordantes de la Ley
General Presupuestaria según se trate de deudas tri-
butarias o no tributarias, respectivamente.

4.- El O.A.R. dispondrá lo necesario para que las
solicitudes se formulen en documento específico, en
el que se indiquen los criterios de concesión y dene-
gación de aplazamientos, así como la necesidad de
fundamentar las dificultades económico-financieras,
aportando los documentos que se crean convenien-
tes.

Artículo 115.- Competencia.

La competencia de concesión de aplazamientos o
fraccionamientos en el procedimiento recaudatorio
realizado por el Organismo Autónomo corresponde al
Gerente del Organismo.

Artículo 116.- Petición.

1.- Las peticiones de aplazamiento o fracciona-
miento se presentarán en el Registro General del
O.A.R. dentro de los plazos siguientes:

Deudas que se encuentren en período de pago
voluntario de recaudación, dentro del plazo fijado
para ingreso en el ar tículo 86 de este Reglamento.

Deudas en vía ejecutiva, en cualquier momento
anterior al acuerdo de enajenación de los bienes
embargados.

2.- La petición de aplazamiento o fraccionamientos
contendrá necesariamente los siguientes datos:

Nombre y apellidos, razón social o denominación,
número de identificación fiscal y domicilio del solici-
tante, y en su caso de la persona que lo represente.

Deuda cuyo aplazamiento o fraccionamiento se
solicita, indicando su importe, concepto, fecha de
finalización del plazo de ingreso voluntario y referen-
cia contable. En caso de autoliquidación, documento
de autoliquidación debidamente cumplimentado.

Plazos y condiciones del aplazamiento o fracciona-
miento  que se solicita. 

Motivo de la petición que se deduce.

Garantía que se ofrece, conforme a lo dispuesto
en el ar tículo siguiente.

Orden de domiciliación bancaria, indicando el
número de código cuenta cliente y los datos identifi-
cativos de la entidad de crédito o de depósito que
deba efectuar el cargo en cuenta. 

3.- El solicitante podrá acompañar a su instancia
los documentos o justificantes que estime oportunos
en apoyo de su petición.

4.- La solicitud de aplazamiento y fraccionamiento
se dirigirá al Gerente del O.A.R., a quien corresponde
la apreciación de la situación de tesorería del obliga-
do al pago en relación a la posibilidad de satisfacer los
débitos.

5.- Será preciso detallar la garantía que se ofrece
o, en su caso, la imposibilidad de constituir afianza-
miento, y también fundamentar las dificultades de
tesorería.

Artículo 117.- Garantías.

1.- El peticionario ofrecerá garantía en forma de
aval solidario de entidades de depósito, acompañan-
do con la solicitud el correspondiente compromiso
expreso de estas entidades, de formalizar el aval nece-
sario si se concede el aplazamiento.

En las deudas de importe inferior a 1.500 euros,
además se podrá admitir la fianza personal y solidaria
de un obligado tributario de reconocida solvencia.

2.- Cuando la totalidad de la deuda aplazada o
fraccionada se garantice con aval solidario de entidad
de crédito o sociedad de garantía recíproca o median-
te certificado de seguro de caución, el interés de
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demora exigible será el interés legal que corresponda
hasta la fecha de su ingreso.

3.- En todo caso, la garantía cubrirá el importe de
la deuda principal y de los intereses de demora que
genere el aplazamiento, más el 25% de la suma de
ambas partidas.

4.- No se exigirá garantía cuando el peticionario
sea el Estado, una Comunidad Autónoma, o Entidad
Local, pero en este caso se exigirá certificación de la
Intervención de la Entidad relativa a la retención de
crédito en el Presupuesto, suficiente para hacer fren-
te al pago de la deuda.

5.- La garantía constituida mediante aval o seguro
de caución deberá ser por término que exceda, al
menos, en seis meses al vencimiento del plazo o pla-
zos concedidos.

6.- La garantía deberá aportarse en el plazo de dos
meses contados a partir del día siguiente al de la noti-
ficación del acuerdo de concesión.

7.- Transcurridos estos plazos sin formalizarse la
garantía, quedará sin efecto la resolución de conce-
sión. Se iniciará el periodo ejecutivo al día siguiente
de aquél en que finalizó el plazo para la formalización
de las garantías, debiendo iniciarse el procedimiento
de apremio, exigiéndose el ingreso del principal de la
deuda y el recargo del periodo ejecutivo y los intere-
ses de demora devengados a partir del día siguiente
al del vencimiento del plazo en período voluntario
hasta la fecha de fin del plazo para la formación de las
garantías, sin perjuicio de los que se devenguen pos-
teriormente.

Si la solicitud se hubiese solicitado en período eje-
cutivo, se continuará el procedimiento de apremio.

8.- El órgano competente para acordar el aplaza-
miento o fraccionamiento podrá, en caso de que lo
juzgue necesario, solicitar al Servicio correspondien-
te, dictamen sobre la suficiencia de la garantía ofreci-
da.

9.- Las garantías serán liberadas una vez compro-
bado el pago total de la deuda garantizada, incluidos,
en su caso, los recargos, intereses de demora del
aplazamiento o fraccionamiento y costas. Cada garan-
tía parcial podrá liberarse cuando se haya satisfecho
la deuda por ella garantizada.

10.- Cuando se presente una solicitud de aplaza-
miento en período vo luntario, sin acompañar el com-
promiso de entidad solvente de afianzar la deuda y se
halle pendiente de resolución en la fecha de finaliza-
ción del período del pago voluntario, el Tesorero

podrá ordenar la retención cautelar de los pagos que
la Administración deba efectuar al deudor.

Artículo 118.- Dispensa de garantías.

1.- El O.A.R. podrá dispensar total o parcialmente
de la prestación de las garantías exigibles cuando el
deudor carezca de bienes suficientes para garantizar
la deuda y la ejecución de su patrimonio afectara al
mantenimiento de la capacidad productiva y del nivel
de empleo de la actividad económica respectiva, o
bien produjera graves quebrantos para los intereses
de la hacienda pública.

2.- Concedido el aplazamiento con dispensa de
garantía, el beneficiario quedará obligado durante el
período a que aquél se extienda, a comunicar al
O.A.R. cualquier variación económica o patrimonial
que permita garantizar la deuda. En tal caso se proce-
derá a formalizar la garantía.

3.- La Tesorería del Organismo controlará el segui-
miento de esta obligación por procedimientos de
auditoría u otros adecuados a tal fin.

Artículo 119.- Tramitación. 

1.- Los responsables de la gestión recaudatoria de
las deudas afectadas por la solicitud revisarán la
documentación recibida. Las deficiencias en la misma
serán notificadas al interesado, con apercibimiento de
que si en el plazo de diez días no las subsana, se
archivará el expediente y se tendrá por no presentada
la solicitud.

Así mismo, examinarán y evaluarán la situación de
falta de liquidez del peticionario a efectos de lo previs-
to en el ar tículo anterior de este Reglamento. En caso
de solicitud de dispensa de garantía, verificarán la
concurrencia de las condiciones precisas para obte-
nerla.

2.- Cuando la petición se presente en período de
pago voluntario, si al término de dicho plazo estuviere
pendiente de resolución, no se iniciará el procedi-
miento de apremio.

Cuando se presente en período ejecutivo, sin per-
juicio de la no suspensión del procedimiento, deberán
paralizarse las actuaciones de enajenación de los
bienes embargados, hasta la resolución del aplaza-
miento o fraccionamiento.

3.- Realizados los trámites anteriores incluida, en
su caso, la valoración de la suficiencia de las garantí-
as, las peticiones serán remitidas con informe y pro-
puesta de resolución al órgano competente.
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Artículo 120.- Resolución.

1.- El Gerente del Organismo resolverá las peticio-
nes, concediendo o denegando el aplazamiento o
fraccionamiento solicitado. Dichas resoluciones se
notificarán en la forma y con los requisitos legalmen-
te establecidos.

2.- La notificación, según los casos, contendrá,
entre otras, las siguientes prevenciones:

Si la resolución fuese aprobatoria, los efectos que
según el apar tado 7 del ar tículo 103 de este
Reglamento se producirán de no constituirse la garan-
tía y los efectos que, se producirán en caso de falta de
pago conforme al ar t. 54 del Reglamento General de
Recaudación.

Si fuese denegatoria y se hubiese solicitado el
aplazamiento o fraccionamiento en período de pago
voluntario, que la deuda deberá pagarse dentro del
plazo que reste de dicho período. Si no restase plazo,
que deberá pagarse, junto con los intereses devenga-
dos hasta la fecha de la resolución denegatoria, antes
del día 20 del mes o 5 del segundo mes siguiente
según que dicha resolución se haya notificado en la
primera o segunda quincena del mes.

Si fuese denegatoria y se hubiese solicitado el
aplazamiento o fraccionamiento en período ejecutivo,
que continuará el procedimiento de apremio.

3.- Las resoluciones aprobatorias de aplazamiento
o fraccionamientos señalarán los plazos, pudiendo
modificar los propuestos por los interesados y su
cuantía. El vencimiento de dichos plazos llevará siem-
pre fecha del 5 o 20 del mes a que se refieran. En
caso de que el aplazamiento incluya varias deudas, se
señalarán individualizadamente los plazos y cuantías
que afecten a cada deuda.

Artículo 121.- Cálculo de Intereses.

1.- En caso de concesión de aplazamiento se cal-
cularán los intereses de demora sobre la deuda apla-
zada, por el tiempo comprendido entre el vencimien-
to del período de pago voluntario y el vencimiento del
plazo concedido. Si el aplazamiento ha sido solicitado
en período ejecutivo, la base para el cálculo de intere-
ses no incluirá el recargo del período ejecutivo que
corresponda.

2.- En caso de concesión de fraccionamiento se
calcularán los intereses de demora por cada fracción
de deuda.

Si el fraccionamiento ha sido solicitado en período
ejecutivo, la base para el cálculo de intereses no

incluirá el recargo del período ejecutivo que corres-
ponda.

Por cada fracción de deuda se computarán los
intereses devengados desde el vencimiento del perío-
do de pago voluntario hasta el vencimiento del plazo
concedido. Los intereses devengados por cada frac-
ción deberán pagarse junto con dicha fracción en el
plazo correspondiente.

3.- En caso de denegación del aplazamiento o
fraccionamiento de deudas:

Si fue solicitado en período voluntario, se liquida-
rán intereses de demora por el período transcurrido
desde el vencimiento del período de pago voluntario
hasta la fecha de la resolución denegatoria.

Si fue solicitado en período ejecutivo, se liquidarán
intereses una vez realizado el pago, de acuerdo con lo
establecido en el Reglamento General de
Recaudación.

Artículo 122.- Procedimiento en caso de falta de
pago.

1.- En los aplazamientos, la falta de pago a su ven-
cimiento de las cantidades aplazadas determinará:

a) Cuando el  aplazamiento haya sido solicitado en
período de pago voluntario, su inmediata exigibilidad
en vía de apremio. Se iniciará el período ejecutivo y se
exigirá la cuota, los intereses devengados y el recargo
del período ejecutivo que corresponda.

De no efectuarse el pago, se procederá a ejecutar
la garantía para satisfacer las cantidades antes men-
cionadas, en caso de inexistencia o insuficiencia de
ésta, se seguirá el procedimiento de apremio para la
ejecución del débito pendiente.

b) Cuando el aplazamiento haya sido solicitado en
período ejecutivo, se procederá a ejecutar la garantía
y en caso de inexistencia o insuficiencia de ésta, se
proseguirá el procedimiento de apremio para la reali-
zación del débito pendiente.

2.- En los fraccionamientos, la falta de pago de un
plazo producirá los siguientes efectos:

Cuando el  fraccionamiento haya sido solicitado en
período de pago voluntario, serán exigibles en vía de
apremio las cantidades vencidas incluidos recargos e
intereses y, si no se ingresan, se considerarán venci-
dos los restantes plazos pendientes, que serán igual-
mente exigidos en vía de apremio.

Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en
período ejecutivo, continuará el procedimiento de
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apremio para la ejecución de la deuda impagada. Si
existiese garantía se procederá en primer lugar a su
ejecución.

3.- En los fraccionamientos de pago en que se
hayan constituido garantías parciales e independien-
tes por cada uno de los plazos, se procederá así:

Cuando el fraccionamiento haya sido solicitado en
período voluntario, el incumplimiento del pago de una
fracción determinará la exigencia por la vía de apre-
mio exclusivamente de dicha fracción y sus intereses
de demora, con el correspondiente recargo de apre-
mio, procediéndose a ejecutar la respectiva garantía
parcial una vez transcurridos los plazos del ar t. 62.5
LGT. Cuando, el fraccionamiento haya sido solicitado
en período ejecutivo, se ejecutará la garantía corres-
pondiente a la fracción impagada más los intereses
de demora devengados.

En ambos casos, el resto del fraccionamiento sub-
sistirá en los términos en que se concedió.

Artículo 123.- Ejecución de garantías.

La ejecución de las garantías a que se refiere el
ar tículo anterior se realizará de la siguiente forma:

1.- Se requerirá a la entidad avalista para que reali-
ce el ingreso de la deuda, hasta el límite del importe
garantizado.

2.- El importe líquido obtenido se aplicará al pago
de la deuda pendiente, incluidas costas e intereses de
demora.

3.- La parte sobrante será puesta a disposición del
garante o de quien corresponda, una vez liquidados y
satisfechos todos los intereses de demora devenga-
dos.

SUBSECCIÓN 5ª.- PRESCRIPCIÓN Y COMPEN -
SACIÓN

Artículo 124.-  Prescripción.

1.- El plazo para determinar la deuda tributaria
mediante la oportuna liquidación prescribirá a los
cuatro años contados desde el día siguiente a aquél
en que finalice el plazo reglamentario para presentar
la correspondiente declaración o autoliquidación.

2.- El plazo para exigir el pago de las deudas tribu-
tarias liquidadas y autoliquidadas prescribirá a los cua-
tro años contados desde el día siguiente a aquél en
que finalice el plazo de pago en periodo voluntario.

3.- El plazo para solicitar las devoluciones deriva-
das de la normativa de cada tributo, las devoluciones

de ingresos indebidos y el reembolso del coste de las
garantías, prescribirá a los cuatro años contados
desde el día siguiente a aquél en que finalice el plazo
para solicitar la correspondiente devolución derivada
de la normativa de cada tributo o, en defecto de
plazo, desde el día siguiente a aquél en que se reali-
zó el ingreso indebido o desde el día siguiente a la
finalización del plazo para presentar la autoliquida-
ción si el ingreso indebido se realizó dentro de dicho
plazo; o desde el día siguiente a aquél en que adquie-
ra firmeza la sentencia o resolución administrativa que
declare total o parcialmente improcedente el acto
impugnado.

4.- El plazo para obtener las devoluciones deriva-
das de la normativa de cada tributo, las devoluciones
de ingreso indebido y el reembolso del coste de las
garantías prescribirá a los cuatro años contados
desde el día siguiente a aquél en que finalicen los pla-
zos establecidos para efectuar las devoluciones deri-
vadas de la normativa de cada tributo o desde el día
siguiente a la fecha de notificación de la resolución
donde se reconozca el derecho a percibir la devolu-
ción o el reembolso del coste de las garantías.

5.- El plazo de prescripción de las deudas no tribu-
tarias se determinará conforme a la normativa particu-
lar que regule la gestión de las mismas.

6.- El plazo de prescripción se interrumpirá por los
motivos tasados en la Ley General Tributaria.

7.- Producida la interrupción, se iniciará de nuevo el
cómputo del plazo de prescripción a partir de la
fecha de la última actuación del obligado al pago o de
la Administración.

Interrumpido el plazo de prescripción, la interrup-
ción afecta a todos los obligados al pago.

8.- La prescripción ganada extingue la deuda, se
aplicará de oficio y será declarada por el Tesorero,
que anualmente instruirá expediente colectivo referido
a todas aquellas deudas prescritas en el año. Este
expediente será fiscalizado por el Interventor.

Artículo 125.- Compensación.

1.- Podrán compensarse las deudas a favor del
ente local que se encuentren en fase de gestión
recaudatoria, tanto voluntaria como ejecutiva, con las
obligaciones reconocidas por parte de aquél y a favor
del deudor.

2.- El deudor podrá solicitar la compensación de
las deudas tributarias que se encuentren tanto en perí-
odo voluntario de pago como en período ejecutivo.
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3.- El O.A.R. compensará de oficio las deudas tri-
butarias que se encuentren en período ejecutivo.
Asimismo, se compensarán de oficio durante el plazo
de ingreso en período voluntario las cantidades a
ingresar y a devolver que resulten de un mismo proce-
dimiento de comprobación limitada o inspección o de
la práctica de una nueva liquidación por haber sido
anulada otra anterior de acuerdo con lo dispuesto en
el ar tículo 26.5 de la Ley General Tributaria.

Artículo 126.- Compensación de oficio de las deu-
das de Entidades Públicas. 

1.- Las deudas vencidas, líquidas y exigibles a favor
de la Administración que deba satisfacer un ente terri-
torial, un organismo autónomo, la Seguridad Social o
una entidad de derecho público serán compensables
de oficio, una vez transcurrido el plazo de ingreso en
período voluntario.

2.- El procedimiento a seguir para aplicar la com-
pensación será el siguiente:

Comprobada por el O.A.R. la existencia de una
deuda con la entidad local de las entidades citadas en
el punto 1, lo pondrá en conocimiento del Tesorero de
Diputación.

Si el Tesorero conoce la existencia de créditos a
favor de las Entidades deudoras, dará traslado de sus
actuaciones a la Sección de Gestión y Recaudación
del Organismo Autónomo, a fin de que pueda ser
redactada la propuesta de compensación.

3.- El inicio del procedimiento de compensación se
notificará a la entidad correspondiente indicando la
deuda y el crédito que van a ser objeto de compensa-
ción en la cantidad concurrente.

4.- Adoptado el acto de compensación, se declara-
rán extinguidas las deudas y créditos en la cantidad
concurrente. Dicho acto administrativo será notificado
al interesado y servirá como justificante de la extin-
ción de la deuda.

5.- Si el crédito es inferior a la deuda, la parte de
la deuda que exceda del crédito seguirá el régimen
ordinario, iniciándose el procedimiento de apremio, si
no es ingresada a su vencimiento, o continuando
dicho procedimiento, si ya se hubiese iniciado con
anterioridad, siendo posible practicar compensacio-
nes sucesivas con los créditos que posteriormente
puedan reconocerse a favor del obligado al pago.

6.- En el caso de que el crédito sea superior a la
deuda, declarada la compensación, se abonará la
diferencia al interesado.

Artículo 127.- Cobro de deudas de Entidades
Públicas.

1.- Cuando no fuera posible aplicar la compensa-
ción como medio de extinción de las deudas de las
Entidades Públicas reseñadas en el ar tículo anterior,
por no ostentar las mismas crédito alguno contra la
Administración, el Tesorero del O.A.R. trasladará a la
Sección de Gestión y Recaudación del Organismo
Autónomo el conjunto de sus actuaciones investiga-
doras.

2.- La Sección de Gestión y Recaudación, después
de examinar la naturaleza de la deuda y del deudor,
así como el desarrollo de la tramitación del expedien-
te, elaborará propuesta de actuación, para solicitar a
la Administración del Estado, o a la Administración
Autonómica que, con cargo a las transferencias que
pudieran ordenarse a favor del Ente deudor, se apli-
que la retención de cantidad equivalente al importe
de la deuda y sea puesto a disposición del O.A.R.

3.- Cuando de las actuaciones referidas en el
punto anterior no resulte la realización del crédito, se
investigará la existencia de bienes, no excluidos por
disposición legal, a efectos de ordenar el embargo de
los mismos si ello es necesario.

4.- Las actuaciones que, en su caso, hayan de lle-
varse a cabo serán aprobadas por el Tesorero del
O.A.R. y de su resolución se efectuará notificación for-
mal a la Entidad deudora.

Artículo 128.- Extinción de deudas de entidades de
derecho público mediante deducciones sobre transfe-
rencias.

1.- Las deudas tributarias vencidas, líquidas y exigi-
bles de otras Entidades Públicas podrán extinguirse
con las deducciones que el O.A.R. deba transferir a
las referidas entidades.

2.- La extinción de las deudas objeto del procedi-
miento tendrá lugar cuando se produzca la deducción
y por la cantidad concurrente.

Artículo 129.- Principio de proporcionalidad.

1.- A efectos de respetar el principio de proporcio-
nalidad entre importe de la deuda y medios utilizados
para su realización, con carácter general y siempre
que se cuente con N.I.F. del deudor y se haya practi-
cado válidamente la notificación, si fuere preciso para
la realización del crédito tributario, se podrán ordenar
las siguientes actuaciones:
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Embargo de devoluciones de ingresos indebidos
generados en relación a conceptos tributarios del pro-
pio Organismo, y embargo de fondos en cuentas
corrientes, cuando la deuda sea inferior a 150 euros.

Embargo de salarios, cuando la deuda sea supe-
rior a 150 euros.

Embargo de bienes inmuebles, cuando la deuda
supere la cantidad de 400 euros.

2.- Sin perjuicio del criterio general reflejado en el
apartado anterior, cuando el deudor haya solicitado la
alteración del orden de embargo de sus bienes, se
respetará el contenido de tal solicitud, siempre que
con ello, la realización del débito no se vea dificultada.

3.- Cuando el procedimiento recaudatorio afecte a
ingresos no tributarios, se considerarán las particula-
res circunstancias de la deuda.

Por lo que se refiere a multas de circulación, se
atenderán los criterios de gravedad de la infracción y
reiteración.

4.- Cuando el resultado de dichas actuaciones sea
negativo, se formulará propuesta de declaración de
crédito incobrable.

SUBSECCIÓN 6ª.- CRÉDITOS INCOBRABLES

Artículo 130.- Situación de insolvencia.

1.- Son créditos incobrables aquellos que no pue-
den hacerse efectivos en el procedimiento de apremio
por resultar fallidos los obligados al pago y los demás
responsables, si los hubiere, o por haberse realizado
con resultado negativo las actuaciones previstas en el
ar tículo anterior

2.- Se consideran créditos incobrables por insol-
vencia aquellos créditos en los que una vez realizadas
cuantas gestiones sean necesarias para hacerlos
efectivos, se evidencia la absoluta insolvencia del deu-
dor principal, solidarios y subsidiarios, y por tanto su
imposibilidad de cobro.

3.- Se consideran créditos incobrables por parade-
ro desconocido aquellos en que conociéndose el
deudor principal, solidarios y subsidiarios, se desco-
noce su domicilio o conociéndose es incorrecto y que
habiéndose efectuado todas las gestiones e investiga-
ciones necesarias para su localización, estas han
resultado infructuosas.

4.- Cuando se hayan declarado fallidos los obliga-
dos al pago y responsables, se declararán provisional-
mente extinguidas las deudas, en tanto no se rehabi-

liten en el plazo de prescripción. La deuda quedará
definitivamente extinguida si no se hubiera rehabilita-
do en aquel plazo.

5.- Si se conociera de la solvencia sobrevenida del
deudor, se propondrá la rehabilitación del crédito al
Tesorero. Una vez aprobada, se registrará informática-
mente.

6.- Declarado fallido un deudor, los créditos contra
el mismo de vencimiento posterior serán dados de
baja por referencia a dicha declaración, si no existen
otros obligados o responsables.

7.- A efectos de declaración de créditos incobra-
bles, el Jefe de Sección de Recaudación Ejecutiva
documentará debidamente los expedientes, formulan-
do propuesta al respecto. 

No obstante, atendiendo a criterios de eficiencia
en la utilización de los recursos disponibles, se deter-
minarán por el Jefe de Sección de Recaudación
Ejecutiva las actuaciones concretas que  deberán rea-
lizarse a efectos de justificar la declaración de crédito
incobrable.

Artículo 131.- Justificación del crédito incobrable.

1.- Actuaciones previstas:

El Jefe de Recaudación Ejecutiva, cuando de los
datos del expediente considere que pueden darse las
circunstancias de crédito incobrable, incorporará al
mismo la justificación de la inexistencia de bienes,
remitiendo a este trámite el supuesto de paradero
desconocido, ya que en estos casos, lo que en última
instancia habrá que justificar es la inexistencia de
bienes, de acuerdo con el vigente Reglamento
General de Recaudación.

2.- Justificación de las actuaciones:

Teniendo en cuenta los criterios de economía y efi-
cacia en la gestión recaudatoria, conjugados con el
principio de legalidad procedimental, se detalla a con-
tinuación la documentación a incorporar en los expe-
dientes para la declaración de crédito incobrable, en
función de la cuantía de los mismos:

Expedientes por deudas de importe inferior a 150
euros. Se formulará propuesta de declaración de cré-
dito incobrable con las siguientes actuaciones:

Notificación de la Providencia de Apremio realiza-
da; se incluirá el justificante de la notificación o la
copia del Boletín Oficial de la Provincia donde se
practicó.

Embargo de los derechos de devolución genera-
dos en relación a conceptos tributarios del propio
Organismo.
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Disponiendo de N.I.F. del deudor se deberán acre-
ditar dos intentos de embargo de fondos en entidades
bancarias a nivel provincial, con resultado negativo.

No disponiendo de N.I.F. del deudor, se deberá
acreditar que han sido efectuadas consultas en la
base de datos del Organismo, así como en la del
Ayuntamiento titular de las deudas, encaminadas a la
realización de las mismas.

Expedientes por deudas de importe comprendido
entre 150 y 400 euros. Se formulará propuesta de
declaración de crédito incobrable con las siguientes
actuaciones:

Notificación de la Providencia de Apremio realiza-
da; se incluirá el justificante de la notificación o la
copia del Boletín Oficial de la Provincia donde se
practicó. 

Embargo de los derechos de devolución genera-
dos en relación a conceptos tributarios del propio
Organismo.

Disponiendo de N.I.F. del deudor se deberán acre-
ditar dos intentos de embargo de fondos en entidades
bancarias a nivel provincial, con resultado negativo.

Intento de embargo de sueldos, salarios y pensio-
nes si el deudor figura como perceptor de rentas de
trabajo en la información facilitada por otras
Administraciones.

No disponiendo de N.I.F. del deudor se deberá
acreditar que han sido efectuadas consultas en la
base de datos del Organismo, así como en la del
Ayuntamiento titular de las deudas, encaminadas a la
realización de las mismas.

Expedientes por deudas de importe superior a
400 euros. Se formulará propuesta de declaración de
crédito incobrable con las siguientes actuaciones:

Notificación de la Providencia de Apremio realiza-
da; se incluirá el justificante de la notificación o la
copia del Boletín Oficial de la Provincia donde se
practicó.

Embargo de los derechos de devolución genera-
dos en relación a conceptos tributarios del propio
Organismo.

Disponiendo de N.I.F. del deudor se deberán acre-
ditar dos intentos de embargo de fondos en entidades
bancarias a nivel provincial, con resultado negativo.

Intento de embargo de sueldos, salarios y pensio-
nes si el deudor figura como perceptor de rentas de
trabajo en la información facilitada por otras
Administraciones.

Embargo de devoluciones de ingreso por concep-
tos tributarios propios de otras Administraciones y
otros de derecho público.

Se deberá acreditar en el expediente que no figu-
ran bienes inscritos a nombre del deudor en el
Servicio Central de Indices de los Registros de la
Propiedad, así como en otros Registros Públicos.

Se deberán constatar las actuaciones que han
sido realizadas mediante la información facilitada por
el Registro Mercantil.

No disponiendo de N.I.F. del deudor se deberá
acreditar que han sido efectuadas consultas en la
base de datos del Organismo, así como en la del
Ayuntamiento titular de las deudas, encaminadas a la
realización de las mismas.

Expedientes a nombre de sujetos pasivos con
domicilio fiscal en el extranjero. En el caso de deudas
cuyos sujetos pasivos tengan su domicilio en el
extranjero, una vez efectuada la notificación a su
representante, si lo tuviere, se propondrá la data a la
Entidad titular del recurso cuando se valore que el
coste de las actuaciones en vía de apremio supera el
importe de la deuda.

Expedientes de deudas, con deudas hasta el 31 de
Diciembre del año anterior al actual. Se formulará pro-
puesta de incobrable, cuando se han liquidado deu-
das a un sujeto pasivo sin N.I.F. y no ha satisfecho las
mismas, y además no ha sido posible la obtención del
N.I.F. por parte del Organismo, después de haber
consultado los registros del Ayuntamiento o
Mancomunidad, y de la Agencia Estatal de la
Administración Tributaria.

Artículo 132.- Declaración de crédito incobrable.

Cumplimentados los trámites indicados en el ar tí-
culo anterior, el Gerente, a propuesta del Jefe de la
Recaudación Ejecutiva, aprobará propuesta inicial de
declaración de crédito incobrable y lo comunicará a la
Entidad titular del recurso.

Artículo 133.- Comunicación a Intervención.

1.- El ejemplar del acuerdo de declaración de cré-
dito incobrable, se trasladará a la Intervención a efec-
tos de la toma de razón en contabilidad, que sustitu-
ye la fiscalización previa de los derechos, sin perjuicio
de las actuaciones comprobatorias posteriores.

2.- Efectuada la toma de razón en las referidas
copias por la Intervención, ésta retendrá el acuerdo
original y devolverá inmediatamente una copia al Jefe
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de Recaudación Ejecutiva para su incorporación al
expediente, que deberá conservarse a efectos de las
oportunas comprobaciones.

Artículo 134.- Efectos.

La declaración de crédito incobrable no produce
inmediatamente la extinción de la deuda sino exclusi-
vamente la baja provisional en cuentas de crédito, en
tanto no transcurra el plazo de prescripción.

Artículo 135.- Revisión de créditos incobrables.

La Tesorería de la Entidad titular del recurso y la
Jefatura de Recaudación Ejecutiva vigilarán la posible
solvencia sobrevenida de los obligados al pago decla-
rados fallidos, en tanto no se extingan las acciones de
cobro por prescripción.

Declarado fallido un deudor, los créditos contra el
mismo de vencimiento posterior a la declaración se
considerarán vencidos y serán dados de baja por refe-
rencia a dicha declaración, si no existen otros obliga-
dos o responsables

Artículo 136.- Consignación en cuentas.

En las cuentas de gestión anuales figurarán como
bajas aquellas que efectivamente hayan sido aproba-
das por el O.A.R., entre las que se incluirán además
de las citadas como créditos incobrables, las bajas
por minoración, que corresponden en general a valo-
res que carecen de los requisitos formales sobre los
que el O.A.R. realizará las gestiones necesarias para
su depuración, valores cuyas bajas han sido comuni-
cadas por Organismos oficiales, ya sea en vía volunta-
ria o ejecutiva, y valores cuyo titular deudor sea el pro-
pio Ayuntamiento.

SECCIÓN 4ª.- INSPECCIÓN

SUBSECCIÓN I.- PROCEDIMIENTO

Artículo 137.- La inspección de los tributos.

1.- La Sección de Inspección tiene encomendada
la función de comprobar la situación tributaria de los
distintos sujetos pasivos o demás obligados tributa-
rios con el fin de verificar el exacto cumplimiento de
sus obligaciones y deberes para con la hacienda
local, procediendo, en su caso, a la regularización
correspondiente.

2.- En ejercicio de sus competencias, le correspon-
de realizar las siguientes funciones:

La investigación de los supuestos de hecho de las
obligaciones tributarias para el descubrimiento de los
que sean ignorados por la Administración y su consi-
guiente atribución al sujeto pasivo u obligado tributa-
rio.

Comprobación de las declaraciones y declaracio-
nes-liquidaciones para determinar su veracidad y la
correcta aplicación de las normas, estableciendo el
importe de las deudas tributarias correspondientes.

La realización de actuaciones de comprobación
limitada, en los términos que establecen los ar ts. 136
al 140 de la Ley General Tributaria.

Practicar, en su caso, las liquidaciones tributarias
resultantes de sus actuaciones de comprobación e
investigación.

La comprobación del valor de las rentas, produc-
tos, bienes y demás elementos del hecho imponible.

Verificar el cumplimiento de los requisitos exigidos
para la concesión o disfrute de cualquier beneficio fis-
cal y devolución tributaria, así como para la aplicación
de regímenes tributarios especiales.

Informar a los obligados tributarios con motivo de
las actuaciones inspectoras sobre sus derechos y obli-
gaciones tributarias y la forma en que deben cumplir
estas últimas. 

Todas las otras actuaciones que dimanen de los
particulares procedimientos de comprobación de
impuestos locales que la normativa establezca en
cada caso, procurando con especial interés la correc-
ta inclusión en los censos de aquellos sujetos pasivos
que han de figurar en los mismos.

Cualesquiera otras funciones que se le encomien-
den por los órganos competentes del O.A.R.

3.- En relación a la Inspección del Impuesto sobre
Bienes Inmuebles, realizará cuantas actuaciones
resulten del régimen de colaboración establecido en
el Convenio suscrito con la Dirección General del
Catastro.

4.- En relación a la Inspección del Impuesto sobre
Actividades Económicas y otros tributos, se llevarán a
cabo todas las actuaciones dimanantes del régimen
de delegación autorizado por la Administración.

Artículo 138.- Personal inspector.

1.- Las actuaciones inspectoras se realizan por el
personal debidamente autorizado por el O.A.R., bajo
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la inmediata supervisión del Jefe de la Sección de
Inspección, quien dirigirá, impulsará y coordinará el
funcionamiento de la misma. 

2.- Los funcionarios, en el ejercicio de las funcio-
nes inspectoras, serán considerados Agentes de la
autoridad, a los efectos de la responsabilidad adminis-
trativa y penal de quienes ofrezcan resistencia o
cometan atentado o desacato contra ellos, de hecho
o de palabra, en actos de servicio o con motivo del
mismo.

3.- Las Autoridades, cualquiera que sea su natura-
leza, y quienes en general ejerzan funciones públicas,
deberán prestar a los funcionarios y demás personal
de la Inspección Tributaria Provincial, a su petición, el
auxilio y protección que les sean precisos.

4.- Se proveerá al personal inspector de un carnet
u otra identificación que les acredite para el desempe-
ño de su puesto de trabajo.

Artículo 139.- Clases de actuaciones.

1.- Las actuaciones inspectoras podrán ser:

De comprobación e investigación.

De obtención de información con transcendencia
tributaria.

De valoración.

De informe y asesoramiento.

2.- El alcance y contenido de estas actuaciones es
el definido para las mismas en la Ley General
Tributaria, en las disposiciones reglamentarias dicta-
das en su desarrollo y demás disposiciones que sean
de aplicación.

3.- El ejercicio de las funciones propias de la
Inspección Tributaria se adecuará a los correspon-
dientes planes de control tributario, sin perjuicio de la
iniciativa de los actuarios de acuerdo con los criterios
de eficacia y oportunidad.

4.- Las actuaciones inspectoras se documentarán
en los modelos de impresos aprobados  para tal fin,
respetando los requisitos establecidos por disposicio-
nes de carácter general.

5.- En los supuestos de actuaciones de colabora-
ción con otras Administraciones Tributarias, la
Inspección coordinará con ellas sus planes y progra-
mas de actuación teniendo sus actuaciones el alcan-
ce previsto en la reglamentación del régimen de cola-
boración de que se trate.

6.- La Inspección podrá llevar a cabo actuaciones
de valoración a instancia de otros órganos responsa-
bles de la gestión tributaria o recaudatoria.

Artículo 140.- Lugar y tiempo de las actuaciones.

1.- Las actuaciones de comprobación e investiga-
ción podrán desarrollarse según determine el
Instructor:

En el lugar donde el obligado tributario fiscal, o en
aquel donde su representante tenga su domicilio, des-
pacho u oficina.

En donde se realicen total o parcialmente las acti-
vidades gravadas. 

Donde exista alguna prueba, al menos parcial, del
presupuesto de hecho de la obligación tributaria.

En las oficinas recaudatorias.

2.- La Inspección determinará en cada caso el
lugar donde hayan de desarrollarse sus actuaciones,
haciéndolo constar en la correspondiente comunica-
ción.

3.- El tiempo de las actuaciones se determinará
por lo dispuesto al respecto en él Reglamento
General de la Inspección de los Tributos.

4.- Los obligados tributarios podrán actuar por
medio del representante, que deberá acreditar tal
condición, entendiéndose en tal caso realizadas las
actuaciones correspondientes con el sujeto pasivo u
obligado tributario mientras éste no hiciere manifesta-
ción expresa en contrario.

Artículo 141.- Procedimiento de Inspección.

1.- Al inicio de las actuaciones de comprobación e
investigación se informará a los obligados tributarios
acerca de la naturaleza y alcance de las mismas, así
como de los derechos y obligaciones en el curso de
tales actuaciones.

2.- El obligado tributario podrá solicitar la amplia-
ción, con carácter general, de las actuaciones de
comprobación e investigación iniciadas con carácter
parcial, siempre que se refieran al mismo tributo, ejer-
cicio y municipio que aquéllas que son objeto de las
actuaciones en curso.

3.- La solicitud de ampliación del alcance de actua-
ciones a que se refiere el apartado anterior deberá
efectuarse por el obligado tributario en el plazo de
quince días desde que se produzca la notificación del
inicio de actuaciones inspectoras de carácter parcial.

4.- La comprobación de carácter general se debe-
rá iniciar en el plazo de seis meses desde la solicitud,
(salvo que concurran circunstancias debidamente jus-
tificadas que lo impidan) debiendo notificarse en
dicho plazo la resolución por la que se acuerda iniciar
la comprobación de carácter general demandada.
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Artículo 142.- Plazo de las actuaciones inspecto-
ras.

1.- Las actuaciones de comprobación e investiga-
ción y las de liquidación deberán concluir en el plazo
máximo de doce meses a contar desde la fecha de
notificación al obligado tributario del inicio de las mis-
mas.

2.- Cuando en la actuación se aprecien circunstan-
cias que pudieran considerarse como de especial
complejidad, o se aprecie ocultación de actividades
empresariales o profesionales realizadas por el obliga-
do tributario, el actuario pondrá en conocimiento del
Jefe de Inspección tales circunstancias, al objeto que,
si lo considera procedente, acuerde la ampliación del
plazo de las actuaciones inspectoras por doce meses.

3.- A los efectos de los plazos previstos en los apar-
tados anteriores, no se computarán las dilaciones
imputables al obligado tributario.

4.- La interrupción injustificada durante seis meses
de las actuaciones inspectoras, por causas no impu-
tables al obligado tributario, o el incumplimiento de
los plazos previstos en el apartado 1, determinará que
no se considere interrumpida la prescripción como
consecuencia de tales actuaciones.

5.- Se entenderá que las actuaciones de compro-
bación e investigación y las de liquidación concluyen
en la fecha en que se dicte el acto administrativo que
resulte de dichas actuaciones.

SUBSECCIÓN II.- INFRACCIONES Y SANCIONES

Artículo 143.- Ámbito de aplicación del procedi-
miento sancionador.

1.- El procedimiento sancionador en materia tribu-
taria se regulará:

Por las normas especiales establecidas en el título
IV de la Ley General Tributaria y la normativa regla-
mentaria dictada en su desarrollo.

En su defecto, por las normas reguladoras del pro-
cedimiento sancionador en materia administrativa.

2.- Corresponde a la Administración la prueba de
que concurren las circunstancias que determinan la
culpabilidad tributaria del infractor en la comisión de
infracciones tributarias.

Artículo 144.- Extinción de las sanciones.

1.- Las sanciones tributarias no se transmitirán a
los herederos o legatarios a la muerte de los sujetos
infractores.

2.- El cobro de las sanciones liquidadas y notifica-
das con anterioridad a la muerte del sujeto infractor
se suspenderá y la deuda correspondiente a las mis-
mas se declarará extinguida cuando se tenga cons-
tancia del fallecimiento.

Artículo 145.- Procedimiento para la imposición de
sanciones tributarias.

1.- El procedimiento sancionador en materia tribu-
taria se tramitará de forma separada a los de aplica-
ción de los tributos regulados en el título III de la Ley
General Tributaria, salvo renuncia del obligado tributa-
rio, en cuyo caso se tramitará conjuntamente.

2.- En los supuestos de actas con acuerdo y en
aquellos otros en que el obligado tributario haya
renunciado a la tramitación separada del procedi-
miento sancionador, las cuestiones relativas a las
infracciones se analizarán en función de lo reglamen-
tado para el ámbito de la Administración Estatal, sin
perjuicio de las adaptaciones que corresponda reali-
zar según la estructura organizativa del O.A.R..

En las actas con acuerdo, la renuncia al procedi-
miento separado se hará constar expresamente en las
mismas, y la propuesta de sanción debidamente moti-
vada, con el contenido previsto en el apartado 4 del
ar tículo 210 de la Ley General Tributaria, se incluirá en
el acta con acuerdo.

3.- La práctica de notificaciones en el procedimien-
to sancionador en materia tributaria se efectuará de
acuerdo con lo previsto en la sección 3.ª del capítulo
II del título III de la ley General Tributaria.

Artículo 146.- Desarrollo del procedimiento sancio-
nador general.

Constará de las siguientes fases:

A) Iniciación del procedimiento sancionador en
materia tributaria.

1.- El procedimiento sancionador en materia tribu-
taria se iniciará siempre de oficio, mediante la notifica-
ción del acuerdo del órgano competente.

2.- Los procedimientos sancionadores que se inco-
en como consecuencia de un procedimiento iniciado
mediante declaración o de un procedimiento de veri-
ficación de datos, comprobación o inspección no
podrán iniciarse respecto a la persona o entidad que
hubiera sido objeto del procedimiento una vez trans-
currido el plazo de tres meses desde que se hubiese
notificado o se entendiese notificada la correspon-
diente liquidación o resolución.
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B) Instrucción del procedimiento sancionador en
materia tributaria.

1.- En la instrucción del procedimiento sancionador
serán de aplicación las normas especiales sobre el
desarrollo de las actuaciones y procedimientos tribu-
tarios a las que se refiere la Ley General Tributaria y el
Reglamento General de Régimen Sancionador
Tributario.

2.- Los datos, pruebas o circunstancias que obren
o hayan sido obtenidos en alguno de los procedimien-
tos de aplicación de los tributos regulados en la Ley
General Tributaria y vayan a ser tenidos en cuenta en
el procedimiento sancionador deberán incorporarse
formalmente al mismo antes de la propuesta de reso-
lución.

3.- En el curso del procedimiento sancionador se
podrán adoptar medidas cautelares de acuerdo con
lo dispuesto en la Ley General Tributaria.

4.- Concluidas las actuaciones, se formulará pro-
puesta de resolución en la que se recogerán de forma
motivada los hechos, su calificación jurídica y la infrac-
ción que aquéllos puedan constituir o la declaración,
en su caso, de inexistencia de infracción o responsa-
bilidad.

En la propuesta de resolución se concretará asi-
mismo la sanción propuesta con indicación de los cri-
terios de graduación aplicados, con motivación ade-
cuada de la procedencia de los mismos.

La propuesta de resolución será notificada al inte-
resado, indicándole la puesta de manifiesto del expe-
diente y concediéndole un plazo de 15 días para que
alegue cuanto considere conveniente y presente los
documentos, justificantes y pruebas que estime opor-
tunos.

C) Terminación del procedimiento sancionador en
materia tributaria.

1.- El procedimiento sancionador en materia tribu-
taria terminará mediante resolución o por caducidad.

Cuando en un procedimiento sancionador iniciado
como consecuencia de un procedimiento de inspec-
ción el interesado preste su conformidad a la propues-
ta de resolución, se entenderá dictada y notificada la
resolución por el órgano competente para imponer la
sanción, de acuerdo con dicha propuesta, por el
transcurso del plazo de un mes a contar desde la
fecha en que dicha conformidad se manifestó, sin
necesidad de nueva notificación expresa al efecto,
salvo que en dicho plazo el órgano competente para
imponer la sanción notifique al interesado acuerdo

con alguno de los contenidos a los que se refiere la
Ley General Tributaria.

2.- La resolución expresa del procedimiento san-
cionador en materia tributaria contendrá la fijación de
los hechos, la valoración de las pruebas practicadas,
la determinación de la infracción cometida, la identifi-
cación de la persona o entidad infractora y la cuantifi-
cación de la sanción que se impone, con indicación
de los criterios de graduación de la misma y de la
reducción que proceda de acuerdo con lo previsto en
la Ley General Tributaria. En su caso, contendrá la
declaración de inexistencia de infracción o responsa-
bilidad.

Dicha resolución se notificará a los interesados con
expresión de los medios de impugnación que puedan
ser ejercidos, así como del lugar, plazo y forma en
que debe ser satisfecho el importe de la sanción
impuesta.

La sanción podrá ser objeto de recurso o reclama-
ción independiente, si bien, en el supuesto de que el
obligado tributario impugne también la cuota tributa-
ria, se acumularán ambos recursos o reclamaciones.

3.- El vencimiento del plazo establecido para resol-
ver sin que se haya notificado resolución expresa pro-
ducirá la caducidad del procedimiento. La declara-
ción de caducidad podrá dictarse de oficio o a instan-
cia del interesado y ordenará el archivo de las actua-
ciones. Dicha caducidad impedirá la iniciación de un
nuevo procedimiento sancionador.

Artículo 147.- Tramitación abreviada.

1.- Cuando al tiempo de iniciarse el expediente
sancionador se encontrasen todos los elementos que
permitan formular la propuesta de imposición de san-
ción, ésta se incorporará al acuerdo de iniciación, que
se notificará a los interesados, indicándoles la puesta
de manifiesto del expediente y concediéndoles un
plazo de quince días para que aleguen y presenten
los documentos justificantes y pruebas que estimen
oportunos, advir tiéndoles que, de no formular alega-
ciones ni aportar nuevos documentos o elementos de
prueba, podrá dictarse la resolución de acuerdo con
dicha propuesta.

2.- La fase de resolución tendrá el mismo conteni-
do que la determinada en el punto C) apartado 2) del
ar tículo anterior.

Artículo 148.- Plazo para resolver.

El plazo máximo para resolver el procedimiento
será de seis meses, a contar desde la fecha de notifi-
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cación al obligado tributario de la comunicación de
inicio del procedimiento. Se entenderá que el proce-
dimiento concluye en la fecha en que se notifique el
acto administrativo de resolución del mismo.

El vencimiento de dicho plazo sin que se haya noti-
ficado resolución expresa producirá la caducidad del
procedimiento, impidiendo la iniciación de un nuevo
procedimiento sancionador.

Artículo 149.- Concepto y clases de infracciones
tributarias.

1.- Son infracciones tributarias las acciones u omi-
siones dolosas o culposas con cualquier grado de
negligencia que estén tipificadas y sancionadas como
tales en la Ley General Tributaria u otras leyes.

2.- Las infracciones tributarias se clasifican en
leves, graves y muy graves.

Artículo 150.- Calificación de las infracciones tribu-
tarias.

1.- Las infracciones tributarias se calificarán como
leves, graves o muy graves de acuerdo con lo dispues-
to en cada caso en los ar tículos 191 a 206 de la Ley
General Tributaria.

Cada infracción tributaria se calificará de forma
unitaria como leve, grave o muy grave y, en el caso de
multas proporcionales, la sanción que proceda se
aplicará sobre la totalidad de la base de la sanción
que en cada caso corresponda, salvo en el supuesto
del apartado 6 del ar tículo 191 de dicha ley.

Artículo 151.- Criterios de graduación de las san-
ciones tributarias.

1.- Las sanciones tributarias se graduarán exclusi-
vamente conforme a los criterios establecidos en el
ar tículo 187 de la Ley General Tributaria.

2.- Los criterios de graduación son aplicables
simultáneamente.

Artículo 152.- Reducción de las sanciones.

En cuanto a la reducción de las sanciones será de
aplicación el régimen establecido en el ar tículo 188
de la Ley General Tributaria. 

Artículo 153.- Liquidación de los intereses de
demora.

1.- De acuerdo con lo previsto en la Ley General
Tributaria se exigirán intereses de demora por el tiem-

po transcurrido entre la finalización del plazo volunta-
rio del pago y el día en que se practique la liquidación
que regularice la situación tributaria.

2.- La Inspección de los Tributos incluirá estos inte-
reses de demora en las propuestas de liquidación
consignada en las actas y en las liquidaciones tributa-
rias que practique.

Artículo 154.- Órgano competente para imposición
de sanciones.

El órgano competente para la imposición de san-
ciones es el Gerente del O.A.R..

SECCIÓN 5ª.- DISPOSICIÓN DE FONDOS Y
CUENTAS

Artículo 155.- Transferencias de fondos.

1.- Las entregas a cuenta de ingresos y correspon-
diente transferencia de fondos a los Ayuntamientos y
Entidades, se efectuará mensualmente, respecto I.B.I.
e I.A.E. y se realizan al amparo de lo dispuesto en el
ar t.  149. 2  el Real Decreto Legislativo 2/2004.

2.- La liquidación final si fuese necesaria se realiza-
rá en el primer trimestre del ejercicio siguiente y se
calculará después de deducir a la cantidad total
recaudada, las compensaciones que procedan por
distintos conceptos, como las cantidades de las entre-
gas a cuenta realizadas, las costas del procedimiento
de apremio y los premios de cobranza regulados en la
Ordenanza de la tasa por prestación de los servicios
del O.A.R.

3.- No obstante, el O.A.R. liquidará a los
Ayuntamientos en función de los períodos de cobro
voluntarios con carácter general, y realizará otras dos
liquidaciones por la recaudación ejecutiva y liquida-
ciones de ingreso directo en voluntaria de forma
semestral con carácter habitual.

Artículo 156.- Cuentas de gestión recaudatoria.

1.- Las tareas de contabilización y elaboración de
libros y cuentas reglamentarias se efectuarán bajo las
directrices de la Intervención del Organismo, resultan-
do obligatorio que por los responsables de la gestión
recaudatoria, se elabore diariamente un parte de
ingresos que permita la verificación de los cobros apli-
cados con la existencia de metálico.

2.- El O.A.R. vigilará el debido cumplimiento de la
normativa interna en materia de comunicación de car-
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gos, datas, recaudación y otros hechos e incidencias
relevantes, en orden a posibilitar la puntual rendición
de cuentas a los Ayuntamientos.

3.- El O.A.R. rendirá las cuentas correspondientes
a cada ejercicio recaudatorio, en las que se expresa-
rán, como mínimo y de forma separada por cada
Entidad, el importe de los cargos entregados para su
gestión de cobro, de la recaudación realizada, las
liquidaciones datadas por anulaciones u otros moti-
vos, y el pendiente de cobro.

En su caso, se acompañará a las cuentas, un resu-
men de los ingresos efectuados en el ejercicio y una
memoria de gestión en la que se harán constar las
incidencias más relevantes  producidas en la cobran-
za.

Artículo 157.- Rendición de las cuentas de gestión
recaudatoria.

1.- La rendición de las cuentas de la gestión recau-
datoria comprenderá la consignación de las cuentas
de la gestión de cada una de las Entidades que ten-
gan delegada la recaudación en el O.A.R.

2.- Las cuentas serán examinadas e informadas
por una Comisión Liquidadora integrada por dos fun-
cionarios del Organismo y un representante de la
Intervención de la Diputación Provincial.

3.- Las cuentas propuestas por el Gerente, se tras-
ladarán al Consejo Rector del Organismo para su
estudio y aprobación, y posterior remisión a las
Entidades titulares de los recursos gestionados.

Artículo 158.- Domiciliación bancaria.

1.- Se potenciará la domiciliación bancaria, impul-
sando la campaña que divulgue sus ventajas.

2.- En los supuestos de recibos domiciliados, no se
remitirá al domicilio del obligado tributario el docu-
mento de pago; alternativamente, los datos de la
deuda se incorporarán en el soporte magnético que
origine el correspondiente cargo bancario, debiendo
la entidad financiera expedir y remitir el comprobante
de cargo en cuenta.

3.- Se ordenará el cargo en la cuenta de los obliga-
dos al pago a mitad del período de pago voluntario. Si
la domiciliación no fuera atendida, la entidad bancaria
lo comunicará de inmediato, a la Sección de Gestión
y Recaudación.

4.- Si el obligado tributario considera indebido el
cargo y solicita la retrocesión del mismo, se resolverá

con la máxima agilidad la reclamación y, en su caso,
se procederá a la devolución en el plazo más breve
posible.

5.- Cuando la domiciliación no hubiere surtido
efecto por razones ajenas al obligado tributario y se
hubiere iniciado el período ejecutivo de una deuda
cuya domiciliación había sido ordenada, sólo se exigi-
rá el pago de la deuda inicialmente liquidada.

Artículo 159.- Entidades colaboradoras.

1.- Con el fin de potenciar la eficacia, se podrán
designar como colaboradoras a las entidades banca-
rias que se consideren idóneas y suficientes para per-
mitir el pago en una multiplicidad de lugares, de
manera que el obligado tributario pueda satisfacer la
deuda en cualquier municipio de la provincia donde
tengan abierta oficina dichas Entidades.

La solicitud de prestación del servicio en la ges-
tión recaudatoria como entidad colaboradora se dirigi-
rá al Presidente del O.A.R., y se acompañará de la
relación de todas sus oficinas en la provincia, hacien-
do constar la fecha de comienzo de la prestación, que
en ningún caso podrá exceder de dos meses desde
que se considere concedida la correspondiente auto-
rización.

El Consejo Rector del O.A.R. valorará las solicitu-
des presentadas y será el órgano competente para
conceder o no la autorización de prestación del servi-
cio.

Si la solicitud es estimada, el acuerdo de conce-
sión de la autorización deberá publicarse en el Boletín
Oficial de la Provincia.

Las funciones a realizar por las entidades de depó-
sito colaboradoras de la recaudación son las siguien-
tes:

Recepción y custodia de fondos, entregados por
parte de cualquier persona, como medio de pago de
los créditos municipales, siempre que se aporte el
documento expedido por el O.A.R. y el pago tenga
lugar en las fechas reglamentadas.

Las entidades bancarias situarán en cuentas res-
tringidas de las que sea titular el O.A.R.  los fondos
procedentes de la recaudación.

Grabación puntual de los datos que permitan iden-
tificar el crédito tributario satisfecho y la fecha de
pago, elaborando el correspondiente soporte informá-
tico que, diariamente, será entregado al O.A.R. 

Las entidades colaboradoras de la recaudación
deberán ajustar estrictamente sus actuaciones a las
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directrices contenidas en el acuerdo de autorización,
en el cual necesariamente habrá de contemplarse la
exigencia de responsabilidad para el supuesto de
incumplimiento de dichas normas.

Las entidades de depósito y demás colaboradoras
en ningún caso tendrán el carácter de órganos de la
recaudación.

De acuerdo con lo que prevé el Reglamento
General de Recaudación, la colaboración por parte
de las entidades de depósito será gratuita.

2.- Así mismo se potenciará la domiciliación banca-
ria, cuyo tratamiento y control corresponde a las
Oficinas de Zona.

SECCIÓN 6ª.- ATRIBUCIÓN DE FUNCIONES EN
LOS PROCEDIMIENTOS TRIBUTARIOS 

Artículo 160.- Adscripción orgánica.

En el procedimiento de recaudación, en los
supuestos en los cuales la gestión recaudatoria se
lleve a cabo mediante delegación, las competencias o
funciones que el Reglamento General de
Recaudación atribuye a los órganos del Ministerio de
Economía y Hacienda se habrán de entender referi-
das a sus homónimos en la organización específica
del O.A.R. y con arreglo a las especificaciones que se
detallan en los siguientes ar tículos.

En los supuestos en que la actividad recaudatoria
que lleve a cabo el Organismo se efectúe por otras
fórmulas de colaboración diferentes de la delegación,
para la asignación de funciones y competencias, de
los diferentes órganos intervinientes en el procedi-
miento recaudatorio se estará igualmente a lo que
prevé el Reglamento General de Recaudación, con
las particularidades que, así mismo, en el presente
texto se establecen.

Artículo 161.- Del Presidente.

A la Presidencia del Organismo le corresponderá
el ejercicio de las funciones de gestión recaudatoria
siguientes:

De conformidad con lo establecido en la Ley
Orgánica 2/87 de 18 de Mayo de conflictos jurisdiccio-
nales, promoverá cuestión de competencias ante los
Juzgados y Tribunales cuando conozcan de los pro-
cedimientos de apremio sin haber agotado la vía
administrativa.

Solicitud al Juez de Instrucción correspondiente
de la autorización judicial para la entrada en el domi-

cilio del deudor, en los supuestos de dilación en la
contestación.

Ejercicio de acciones en los supuestos en que los
Registradores de la Propiedad incumplan los términos
establecidos por la Ley en la práctica de asientos y
expedición de certificaciones que interesen al proce-
dimiento ejecutivo.

Autorización de enajenación por concurso de los
bienes embargados.

Solicitud a las autoridades competentes de la pro-
tección y auxilio necesario para el ejercicio de la fun-
ción recaudatoria, excepto en los casos de peligro
para las personas, los valores o fondos, en cuyo caso
dicha solicitud podrán realizarla los Jefes de Oficina
de Zona y el Jefe de Sección de Recaudación
Ejecutiva.

Aprobar la adjudicación de bienes al ente acreedor
previa consulta, al Ayuntamiento o Entidad respecti-
vos, sobre la utilidad de los mismos.

Aprobar la investigación de movimientos de cuen-
tas bancarias de todo tipo en los términos previstos en
el Reglamento General de Recaudación.

Autorización, si procede, de suscripción de acuer-
dos o convenios a que se llegue en los procesos con-
cursales.

Autorizar el procedimiento de adjudicación directa
de los bienes embargados, si existen razones de
urgencia o en aquellos casos en que no sea posible o
no convenga promover la concurrencia.

La compensación de las deudas de Entidades
Públicas. 

Artículo 162.- Del Gerente.

A excepción de las que expresamente se señalen
como competencia de la Presidencia del Organismo,
al Gerente le corresponderá el ejercicio de las funcio-
nes atribuidas al Delegado de Hacienda en el
Reglamento General de Recaudación, con especial
referencia a los siguientes supuestos:

Concesión o denegación de aplazamiento y frac-
cionamiento de deudas.

La suspensión del procedimiento recaudatorio en
el caso de aplazamiento y fraccionamiento de deu-
das.

La suspensión del procedimiento recaudatorio en
el caso de tercerías de dominio.

Resolución de tercerías que debidamente cumpli-
mentadas se presenten.
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Dictar acuerdos de derivación y declaración de res-
ponsabilidad.

Aprobación en su caso de los padrones fiscales y
liquidaciones.

Concesión de los beneficios fiscales amparados
legalmente.

Declaraciones de créditos incobrables.

La compensación de deudas entre la
Administración y particulares. 

Artículo 163.- De la Tesorería.

Sin perjuicio de las atribuciones que corresponden
a los órganos de gobierno y de administración de este
Organismo, el Tesorero ostentará la Jefatura de los
Servicios Recaudatorios, a cuyo fin tiene atribuidas las
funciones que a continuación se especifican, además
de las que de conformidad con el Reglamento
General de Recaudación no se encuentren atribuidas
de forma expresa al Jefe de Sección de Recaudación
Ejecutiva:

Impulso y dirección de los procedimientos recau-
datorios, proponiendo las medidas necesarias para
que la recaudación se realice dentro de los términos
señalados.

Dictar la providencia de apremio y autorizar y dic-
tar la providencia de subasta de bienes embargados.

Autorización de venta mediante gestión y adjudica-
ción directa de los bienes no enajenados en subasta.

Expedir la certificación para inscripción de los
bienes y derechos adjudicados al ente titular del
recurso.

Artículo 164.- Del Jefe de Sección de Recaudación
Ejecutiva.

Al Jefe de Sección de Recaudación Ejecutiva del
O.A.R., le corresponden las siguientes atribuciones
del procedimiento recaudatorio en vía de apremio:

La formalización de las diligencias y trámites del
procedimiento recaudatorio en vía de apremio no atri-
buidas a los demás.

Presidir la Mesa de subasta.

Artículo 165.- De la Intervención.

Al Interventor le corresponderán todas aquellas
funciones atribuidas en el Reglamento General de
Recaudación a la propia Intervención de la
Delegación de Hacienda, y específicamente:

Formalizar las relaciones de deudores para que
sean providencias de apremio.

Fiscalizar y tomar razón de los hechos o actos que
supongan una modificación en los derechos recono-
cidos y en los ingresos recaudados municipales.

Dirigir la contabilidad y organizarla de tal modo
que, entre otros fines previstos en el Real Decreto
Legislativo 2/2004, cumpla el de aportar información
sobre el estado de la recaudación y la situación indi-
vidualizada de los derechos y los deudores.

Artículo 166.- De la Asesoría Jurídica.

En tanto el O.A.R. no cuente con Asesoría Jurídica
propia, podrá utilizar los servicios jurídicos de la
Diputación Provincial y le corresponderá:

Emitir informes previos sobre conflictos jurisdiccio-
nales.

Representación del O.A.R. ante los órganos judi-
ciales en procedimientos concursales y otros de eje-
cución.

Dictar informe preceptivo, en el plazo de cinco
días, a los efectos de lo dispuesto en el ar tículo 26 del
Reglamento Hipotecario.

Informe previo, en el plazo de 15 días, a la resolu-
ción de tercerías por par te de la Gerencia del
Organismo.

Informar al Presidente de las cuestiones o asuntos
que puntualmente se interesen.

Artículo 167.- Solicitud de información.

El Jefe de Sección de Recaudación Ejecutiva soli-
citará de los Ayuntamientos y Entidades Públicas la
práctica de las actuaciones correspondientes, en
aquellos supuestos en los que de conformidad con el
Reglamento General de Recaudación, les correspon-
da según el detalle siguiente:

Solicitud de información sobre bienes del deudor
para el embargo.

Solicitud de captura, depósito y precinto de vehí-
culos a las autoridades que tengan a su cargo la vigi-
lancia de la circulación.

Solicitud de locales para la custodia y depósito de
bienes embargados.

Designación de funcionario técnico para la valora-
ción de los bienes embargados.

Informe sobre la utilidad de la adjudicación a favor
del Ayuntamiento o Entidad de bienes no enajenados
en subasta.

En supuestos de desconocimiento del paradero
del deudor, o en situaciones de insolvencia del
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mismo, se solicitará de la Alcaldía del municipio en
que se presuma la residencia o la existencia de bien-
es de su propiedad, certificación o informe de solven-
cia y domicilio.

Artículo 168.- Funciones de los Ayuntamientos y
Entidades.

Excepto pacto contrario entre las dos partes, a los
Ayuntamientos y Entidades titulares de los recursos
gestionados, incluso en los supuestos de delegación
o asunción de la función recaudatoria por parte del
O.A.R., les corresponderán las siguientes funciones:

La designación de técnico en los supuestos que
fuera necesario proceder al deslinde de los bienes
inmuebles embargados.

Cumplimiento de la Diligencia de aprobación en
su caso y de exposición de los padrones en los tablo-
nes de anuncios.

Colaborar en la entrega de notificaciones por liqui-
daciones.

Comunicar los domicilios fiscales facilitados direc-
tamente por el obligado tributario.

En general la colaboración directa en todas las
actuaciones que por el O.A.R. se realicen en favor de
la gestión de los recursos de la hacienda municipal.

Artículo 169.- Otras funciones.

Cualquier otra función atribuida a órganos distin-
tos del Ministerio de Hacienda de los referenciados
anteriormente, corresponderá al O.A.R., dentro de la
esfera de competencias aprobada por su organiza-
ción interna.

TÍTULO IV.- CONVENIOS CON LOS AYUNTA-
MIENTOS Y OTRAS ENTIDADES PÚBLICAS

Artículo 170.- Delegación de funciones.

El O.A.R., desarrollará las funciones de recauda-
ción y gestión censal, tributaria, inspectora y recauda-
toria, de las Entidades Locales que tengan delegada
dichas funciones, de conformidad con lo dispuesto en
los ar tículos 106.3 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
Reguladora de Bases de Régimen Local y 7 del Real
Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, Texto
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas
Locales.

Artículo 171.- Encomienda de funciones.

Así mismo, dichas funciones podrán ser desarrolla-
das por el O.A.R. respecto de los recursos de otras

Entidades Públicas a los que sea aplicable el
Reglamento General de Recaudación. La realización
de dichas funciones por el O.A.R. se ajustará a lo dis-
puesto en el ar tículo 15 de la Ley 30/1992 de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y
del Procedimiento Administrativo Común.

Artículo 172.- Compensación económica.

La compensación económica que los
Ayuntamientos y las demás Entidades Públicas,
deban satisfacer por los servicios prestados, vendrá
determinada por las contraprestaciones fijadas con
arreglo a lo dispuesto en la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales y la Ordenanza para la prestación
de los servicios aprobada por el O.A.R.

DISPOSICIÓN DEROGATORIA ÚNICA

A la entrada en vigor de este Reglamento queda
derogado el anterior, aprobado el 22 de diciembre de
1.997 (B.O.P. nº 6 de 19-01-1.998), así como sus modi-
ficaciones.

DISPOSICIÓN FINAL PRIMERA

Se autoriza al Presidente para dictar cuantas ins-
trucciones sean necesarias para el desarrollo y aplica-
ción del presente Reglamento.

DISPOSICIÓN FINAL SEGUNDA

El presente Reglamento, entrará en vigor una vez
sea aprobado definitivamente y publicado íntegra-
mente en el Boletín Oficial de la Provincia, permane-
ciendo vigente en tanto no se acuerde su modifica-
ción o derogación expresa.

Contra las presentes disposiciones  se podrá inter-
poner recurso contencioso administrativo en el plazo
de dos meses contados desde el día siguiente al de
su publicación en el Boletín Oficial de la Provincia,
ante la Sala de lo Contencioso-Administrativo del
Tribunal Superior de Justicia de Burgos.

Lo que se hace público para general conocimien-
to y a los efectos de lo dispuesto en los ar tículos 49 y
70.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las
Bases del Régimen Local, y de conformidad con el
ar t. 17 del texto refundido de la Ley Reguladora de las
Haciendas Locales, aprobado por Real Decreto
Legislativo 2/2004, de 5 de marzo. 

Ávila, 12 de septiembre de 2006.

El Presidente, Agustín González González.
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Número 3.678/06

E X C M O .  AY U N T A M I E N T O D E

Á V I L A

ALCALDÍA

A N U N C I O

La Junta de Gobierno Local, en sesión de fecha 27
de julio de dos mil seis, adoptó el acuerdo que es del
siguiente tenor literal:

"ESTUDIO DE DETALLE PARA LA
MODIFICACIÓN DE LA ORDENACIÓN DETALLADA
DE USOS. ANTIGUA PARCELA 4. ARUP 1/4
CERÁMICA.

PROMOTOR: SUPERMERCADOS SABECO, S.A.

TÉCNICO REDACTOR: DON GUSTAVO ADOLFO
VÁZQUEZ SÁNCHEZ. Pza. San Miguel n° 5, 1° 1.
05001 Ávila.

EMPLAZAMIENTO: ANTIGUA PARCELA 4. ARUP
1/4 CERÁMICA

ADMINISTRACIONES INTERESADAS Y OTROS: -
Administración del Estado (Subdelegación de
Gobierno de Ávila).- Administración de la Comunidad
Autónoma (Delegación Territorial de la Junta de
Castilla y León en Ávila).- Registro de la Propiedad de
Ávila.- Servicio Territorial de Fomento.- RENFE. C./
Legión VI n° 5. 24003 León.

Visto el Proyecto del Estudio de Detalle para la
modificación de la ordenación detallada de Usos anti-
gua parcela 4. ARUP 1/4 "Cerámica" del Plan
General, promovido por Supermercados Sabeco, S.A.
y redactado por Don Gustavo Adolfo Vázquez
Sánchez. Y vistos los informes técnicos emitidos al
efecto, y teniendo en cuenta lo establecido en los ar tí-
culos 33.3.a, 45, 50 y ss., y 94 de la Ley 5/1999, de 8
de abril de Urbanismo de Castilla y León, así como su
Reglamento de desarrollo (ar ts. 131 a 136, 149 a 154 y
435 a 440), procede resolver sobre la tramitación ini-
cial del expediente a resultas del trámite de informa-
ción pública y de emisión de informes al que se some-
terá el mismo.

POR TODO LO EXPUESTO, LA JUNTA DE
GOBIERNO LOCAL POR UNANIMIDAD ACORDO:

Primero: Aprobar inicialmente el Estudio de Detalle
para la modificación de la ordenación detallada de
Usos- antigua parcela 4. ARUP 1/4 "Cerámica" del
Plan General, promovido por Supermercados Sabeco,
S.A. y redactado por Don Gustavo Adolfo Vázquez
Sánchez.

Segundo: La referida aprobación inicial del expe-
diente se efectúa a resultas del trámite de información
pública al que se someterá el mismo, y a lo estableci-
do en los informes técnicos necesarios que deban
recabarse y en los emitidos al efecto, los cuales se
dan por reproducidos para su incorporación al pro-
yecto presentado y su posterior documentación en el
mismo.

Tercero: Remitir una copia de la aprobación inicial
a las administraciones interesadas, para su conoci-
miento y emisión de los informes que procedan. En
todo caso deberá emitir informe el Servicio Territorial
de Fomento, que será vinculante en lo relativo al
modelo territorial de Castilla y León, definido por los
instrumentos de ordenación del territorio vigente. En
defecto de regulación sectorial, los informes se enten-
derán favorables si no se comunica la resolución al
Ayuntamiento antes de la finalización del período de
información pública.

Cuarto: Someter el expediente al trámite de infor-
mación pública durante un mes, mediante anuncio en
el Boletín Oficial de Castilla y León, en el Boletín
Oficial de la Provincia y en El Diario de Ávila. Todo ello
al objeto de que pueda consultarse el expediente en
la Oficina Técnica Municipal sita en la Plaza del
Mercado Chico, n°. 7, en horario de 9,00 a 14,00
horas.

Quinto: Concluida la información pública el
Ayuntamiento resolverá sobre la aprobación definitiva
del Estudio de Detalle. Dicha aprobación se notificará
igualmente a la Administración del Estado, a la
Administración de la Comunidad Autónoma, a la
Diputación Provincial, al Registro de la Propiedad y a
quienes se personaran durante el período de informa-
ción pública, y asimismo se publicará en los Boletines
Oficiales de Castilla y León y de la Provincia."

Lo que se hace público para general conocimien-
to y efectos oportunos.

Ávila, 6 de septiembre de 2006.

El Alcalde, Miguel Ángel García Nieto.

A D M I N I S T R A C I Ó N L O C A L



Número 3.492/06

E X C M O .  AY U N T A M I E N T O D E

Á V I L A

MEDIO AMBIENTE

E D I C T O

SANTIAGO JIMÉNEZ JIMÉNEZ, ha solicitado en
esta Alcaldía, Licencia Ambiental para la actividad de
ALMACÉN Y DISTRIBUCIÓN DE TABACO en
POLÍGONO INDUSTRIAL DE VICOLOZANO, PARC. 4-
A de esta Ciudad, expediente n° 131/2006.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo
establecido en el ar tículo 27.1 de la Ley 11/2003, de 8
de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León,
para que quienes se consideren afectados de algún
modo por la actividad que se pretende establecer,
puedan hacer por escrito en el Registro General del
Ayuntamiento, las observaciones pertinentes en el
plazo de VEINTE DÍAS a contar desde el día siguien-
te al de la inserción del presente Edicto en el Boletín
Oficial de la Provincia.

Ávila, 21 de agosto de 2006.

El Alcalde Acctal., Felix Olmedo Rodríguez.

Número 3.756/06

E X C M O .  AY U N T A M I E N T O D E

Á V I L A

MEDIO AMBIENTE

E D I C T O

D. Amancio Pozo Díaz, en nombre y representa-
ción de LOS TRES CARACOLES EN LA CATEDRAL,
S.L., ha solicitado en esta Alcaldía Licencia Ambiental
para la actividad de CAFETERÍA, situada en la PZA.
DE LA CATEDRAL, 15, BAJO IZQUIERDA de esta
Ciudad, expediente nº 80/2006.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo
establecido en el ar tículo 27.1 de la Ley 11/2003, de 8
de abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León,

para que quienes se consideren afectados de algún
modo por la actividad que se pretende establecer,
puedan hacer por escrito en el Registro General del
Ayuntamiento, las observaciones pertinentes en el
plazo de VEINTE DÍAS a contar desde el día siguien-
te al de la inserción del presente Edicto en el Boletín
Oficial de la Provincia.

Ávila, 4 de septiembre de 2006.

El Tte. Alcalde Delegado de Medio Ambiente y
Urbanismo, Luis Alberto Plaza Martín.

Número 3.856/06

E X C M O .  AY U N T A M I E N T O D E

Á V I L A

SERVICIO DE RECAUDACIÓN

A N U N C I O

De conformidad con el ar tículo 112 de la Ley
General Tributaria, se relacionan a continuación los
expedientes ejecutivos cuya notificación del embargo
de cuentas corrientes intentada por dos veces, o "un
sólo intento cuando el destinatario conste como des-
conocido en dicho domicilio o lugar", no ha sido posi-
ble realizar por causas no imputables a esta adminis-
tración.

N.I.F.: 06573573-N

Nombre y Apellidos: ARÉVALO PÉREZ, Mª PILAR

Nº Expte.: 33.222

Los interesados o sus representantes, en su caso,
deberán comparecer en el Servicio de Recaudación
de este Ayuntamiento (C/ Esteban Domingo, n° 2, de
lunes a viernes y en horario de 9:00 a 14:00 horas) a
los efectos de ser notificados en el plazo de QUINCE
DÍAS NATURALES, contados desde el siguiente al de
la publicación del presente anuncio en el Boletín
Oficial de la Provincia.

Si transcurrido dicho plazo no se hubiese compa-
recido, la notificación se entenderá producida a todos
los efectos legales desde el día siguiente al del venci-
miento del plazo señalado para comparecer.

Los contribuyentes que no comparezcan para ser
notificados, podrán interponer contra las respectivas
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notificaciones de diligencias de embargo de cuentas
bancarias, Recurso de Reposición ante el Sr. Tesorero
en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente
al de la finalización del plazo señalado para la compa-
recencia anteriormente indicada.

Se advier te que el procedimiento de apremio, aun-
que se interponga recurso, únicamente se suspende-
rá en los casos previstos en los ar ts. 14.2 de la Ley
Reguladora de las Haciendas Locales y 73 del
Reglamento General de Recaudación, y que se podrá
solicitar el aplazamiento y/o fraccionamiento del pago
de acuerdo con la normativa reguladora de la materia.

Ávila, 14 de septiembre de 2006.

El Jefe del Servicio de Recaudación, Pedro A.
Serrano Gregorio.

Número 3.857/06

E X C M O .  AY U N T A M I E N T O D E

Á V I L A

SECRETARÍA GENERAL

A N U N C I O

Por acuerdo de la Junta de Gobierno Local de este
Excmo. Ayuntamiento de fecha 14 de septiembre del
corriente año, se ha dispuesto la contratación PARA
LA REDACCIÓN PROYECTO, DIRECCIÓN FACULTA-
TIVA Y CONSTRUCCIÓN DE UN CENTRO DE USOS
MÚLTIPLES EN P.P. 17 BACHILLER 2., exponiendo al
público el pliego de condiciones por plazo de 8 días,
a efectos de reclamaciones, y convocando simultáne-
amente la licitación que quedará aplazada en caso de
formularse aquéllas.

1. ENTIDAD ADJUDICADORA.

a) Organismo. Excmo. Ayuntamiento de Ávila

b) Dependencia que tramita el expediente.
Secretaría General. Contratación 

c) Número de expediente. 67/2006.

2. OBJETO DEL CONTRATO.

a) Descripción del objeto: LA REDACCIÓN PRO-
YECTO, DIRECCIÓN FACULTATIVA Y

CONSTRUCCIÓN DE UN CENTRO DE USOS
MÚLTIPLES EN P.P. 17 BACHILLER 2.

b) Plazo de ejecución: DIECIOCHO MESES

3. TRAMITACIÓN, PROCEDIMIENTO Y FORMA
DE ADJUDICACIÓN. 

a) Tramitación. Ordinario.

b) Procedimiento. Abierto.

c) Forma. Concurso.

4. PRESUPUESTO BASE DE LICITACIÓN. 

Importe total: 3.929.733,65 �.

5. GARANTÍAS.

Provisional: 2% del presupuesto base de licitación.

Definitiva: 4% del precio adjudicación.

6. OBTENCIÓN DE DOCUMENTACIÓN E
INFORMACIÓN. 

a) Entidad. Ayuntamiento de Ávila.

b) Domicilio. Plaza del Mercado Chico, 1.

c) Localidad y Código Postal. Ávila. 05001

d) Teléfono. 920-35.40.16

e) Fax. 920-22.69.96

f) Fecha límite de obtención de documentos e
información. Ultimo día de presentación de ofertas.

7. REQUISITOS ESPECÍFICOS DEL CONTRATIS-
TA.

a) Estarán facultados para concurrir al concurso
todas las personas naturales o jurídicas, españolas o
extranjeras, que, teniendo plena capacidad para
obrar, no se hallen incursas en alguna de las circuns-
tancias establecidas en los ar tículos 15 al 20 del Real
Decreto Legislativo 2/2000 de 16 de junio por el que
se aprueba el texto refundido de la Ley de Contratos
de las Administraciones Públicas.

CLASIFICACIÓN: Grupo C Subgrupo 3 Categoría f

8. PRESENTACIÓN DE LAS OFERTAS O DE LAS
SOLICITUDES DE PARTICIPACIÓN.

a) Fecha límite de presentación: 26 días naturales
a contar desde el siguiente al de la publicación del
anuncio el Boletín Oficial de la Provincia. Si el último
día coincidiera en sábado, se prorroga al primer día
hábil siguiente.
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b) Documentación a presentar: Las proposiciones
constarán de tres sobres cerrados denominados “A”,
“B” y “C”, en cada uno de los cuales, se hará constar
el contenido en la forma que se indica en la cláusula
17 del pliego de condiciones base de licitación.

c) Lugar de presentación. Secretaría Gral. del
Ayuntamiento de Ávila (Unidad de Contratación) o en
los lugares previstos en la Ley 30/1992 de 26 de
noviembre del Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común.

1ª Entidad: Ayuntamiento de Ávila, Secretaría Gral.
en horario de 9,00 a 14,00 horas. 

2ª Domicilio: Plaza del Mercado Chico, 1

3ª Localidad y código postal: 05001 - Ávila.

9. APERTURA DE OFERTAS.

a) Entidad. Excmo. Ayuntamiento de Ávila. Salón
de Sesiones. 

b) Domicilio. Plaza del Mercado Chico, 1

c) Localidad. 05001 - Ávila

d) Fecha. El mismo día de la apertura del sobre
“B”, previa convocatoria al efecto, si no existieran defi-
ciencias subsanables o al día siguiente de finalizar el
plazo de subsanación de aquéllas, si las hubiera.

e) Hora. 13,00 horas.

10. GASTOS DE ANUNCIOS.

Anuncios, gastos de formalización y protocoliza-
ción del contrato, y cuantos otros se deriven del
mismo incluidos los impuestos y tasas que procedan,
serán de cuenta del adjudicatario.

Ávila, 18 de septiembre de 2006

El Alcalde,  Miguel Ángel García Nieto.

Número 3.864/06

AY U N T A M I E N T O D E C A B E Z A S

D E L V I L L A R

A N U N C I O

Por el Pleno de este Ayuntamiento, en Sesión cele-
brada el día 06/09/06, se adjudicó el contrato de

obras denominado "Conexión Av-110 con C/ Virgen
del Villar" a Padecasa en 150.244,53 �.

Lo que se hace público para el general conoci-
miento.

En Cabezas del Villar, a 15 de Septiembre de
2.006. 

El Alcalde, Frutos Blanco Sánchez.

Número 1.836/06

AY U N T A M I E N T O D E M A E L L O

A N U N C I O

D. Lorenzo García García ha solicitado licencia
ambiental de explotación bovina de cebo para 50 pla-
zas en la Calle Labradores de este municipio al ampa-
ro de la Ley 5/2.005 de 24 de Mayo, por la que se
establece un régimen excepcional y transitorio para
explotaciones ganaderas en Castilla y León.

En cumplimiento de lo dispuesto en el ar ticulo 7
de la citada Ley, se abre un período de información
pública de veinte días hábiles, a contar desde el día
siguiente a la publicación en el B.O.P., a fin de que los
interesados puedan examinar el expediente en las
dependencias municipales en horario de 9 a 14 horas
de lunes a viernes y presenten las sugerencias, docu-
mentos o alegaciones que estimen oportuno.

Maello, 28 de Abril de 2.006

El Alcalde, Juan Carlos Muñoz Garcimartín.

Número 1.837/06

AY U N T A M I E N T O D E M A E L L O

A N U N C I O

Dª Justa Mádico Dueñas ha solicitado licencia
ambiental de explotación bovina de cebo para 35 pla-
zas en la Calle Labradores de este municipio al ampa-
ro de la Ley 5/2.005 de 24 de Mayo, por la que se
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establece un régimen excepcional y transitorio para
explotaciones ganaderas en Castilla y León.

En cumplimiento de lo dispuesto en el ar ticulo 7
de la citada Ley, se abre un período de información
pública de veinte días hábiles, a contar desde el día
siguiente a la publicación en el B.O.P., a fin de que los
interesados puedan examinar el expediente en las
dependencias municipales en horario de 9 a 14 horas
de lunes a viernes y presenten las sugerencias, docu-
mentos o alegaciones que estimen oportuno.

Maello, 28 de Abril de 2.006

El Alcalde, Juan Carlos Muñoz Garcimartín.

Número 1.838/06

AY U N T A M I E N T O D E M A E L L O

A N U N C I O

D. José María García García ha solicitado licencia
ambiental de explotación bovina de cebo para 38 pla-
zas en la Calle Labradores de este municipio al ampa-
ro de la Ley 5/2.005 de 24 de Mayo, por la que se
establece un régimen excepcional y transitorio para
explotaciones ganaderas en Castilla y León.

En cumplimiento de lo dispuesto en el ar ticulo 7
de la citada Ley, se abre un período de información
pública de veinte días hábiles, a contar desde el día
siguiente a la publicación en el B.O.P., a fin de que los
interesados puedan examinar el expediente en las
dependencias municipales en horario de 9 a 14 horas
de lunes a viernes y presenten las sugerencias, docu-
mentos o alegaciones que estimen oportuno.

Maello, 28 de Abril de 2.006

El Alcalde, Juan Carlos Muñoz Garcimartín.

Número 3.105/06

AY U N T A M I E N T O D E C E B R E R O S

E D I C T O

Por doña Almudena Madinabeitia Osorio, se ha
solicitado licencia municipal para el ejercicio de la

actividad de Tienda de Electrodomésticos, en local
sito en la calle Toledo, número 30 de esta localidad.

Lo que se hace público en cumplimiento de lo
establecido en el ar t. 27 de la Ley 11/2003, de 8 de
abril, de Prevención Ambiental de Castilla y León, a fin
de que las personas que se consideren afectadas por
la actividad que se pretende establecer, puedan pre-
sentar alegaciones por escrito en el registro general
de este Ayuntamiento en el plazo de VEINTE DÍAS
HÁBILES contados desde el día siguiente al de la
inserción del presente anuncio en el Boletín Oficial de
la Provincia.

En Cebreros, a 20 de julio de 2006.

El Alcalde, Ángel Luis Alonso Muñoz.

Número 3.333/06

AY U N T A M I E N T O D E V I L L A N U E V A

D E G Ó M E Z

A N U N C I O

Se ha solicitado licencia ambiental y licencia urba-
nística a favor de D. Armando Bartolomé González,
para la construcción de nave para productos agrícolas
y alojamiento de maquinaria, situada en la parcela
20173 del polígono 6, del término municipal de
Villanueva de Gómez.

En cumplimiento de lo dispuesto en el ar tículo 27.1
de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención
Ambiental de Castilla y León, se procede a abrir perí-
odo de información pública por término de veinte días
desde la última publicación del presente anuncio,
para que, quienes se vean afectados de algún modo
por dicha actividad, presenten las observaciones que
consideren pertinentes,

El presente anuncio servirá de notificación a los
Interesados, en caso de que no pueda efectuarse la
notificación personal del otorgamiento del trámite de
audiencia.

En VIllanueva de Gómez, a veinticuatro de julio de
2006.

El Alcalde, José Martín Llorente.
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Número 3.205/06

AY U N T A M I E N T O D E D I E G O D E L

C A R P I O

A N U N C I O

Por D. JUAN JOSE CALVO GIL, con domicilio en la
Calle La Botica 31 de este municipio de Diego del
Carpio (Ávila), C.P. 05151, se ha solicitado el estableci-
miento del régimen excepcional y transitorio previsto
en la Ley 5/2005 de 24 de mayo, para la explotación
ganadera emplazada en la Parcela 5082 del Polígono
509. 

En cumplimiento de lo establecido en el Art. 7 de
la citada Ley, se somete el expediente a información
pública para que los que pudieran resultar afectados
de algún modo, puedan examinarlo en este
Ayuntamiento y formular observaciones en el plazo de
veinte días a contar desde la inserción del presente en
el Boletín Oficial de la Provincia.

Diego del Carpio, 26 de Julio de 2006.

La Alcaldesa, Mª Mercedes Hernández Sánchez.

Número 3.399/06

AY U N T A M I E N T O D E E L

B A R R A C O

A N U N C I O

Por doña AMPARO MORENO TORIBIO, se solicita
licencia ambiental, expte. n°. 07/06, para una activi-
dad destinada a EXPLOTACIÓN DE CEBO DE TERNE-
ROS, situada en la Travesía del Prado, n°. 6, de esta
localidad.

Por lo que a tenor de lo establecido en el ar tículo
27 de la Ley 11/2003, de 8 de abril, de Prevención
Ambiental de Castilla y León, se hace público, para
que todo aquel que pudiera resultar afectado de
algún modo por dicha actividad, pueda ejercer el
derecho a formular por escrito las alegaciones u
observaciones que consideren oportunas ante este
Ayuntamiento, en el plazo de veinte días, a contar

desde la publicación del presente Anuncio en el
Boletín Oficial de Ávila.

En El Barraco, a 9 de agosto de 2.006

El Alcalde, José María Manso González.

Número 3.639/06

AY U N T A M I E N T O D E G E M U Ñ O

A N U N C I O

En el Ayuntamiento de Gemuño (Ávila), se ha admi-
tido a trámite el siguiente proyecto en Suelo no
Urbanizable:

Localidad: Ayuntamiento de Gemuño (Ávila).

Promotor: Vidal Díaz Gómez, domiciliado en Ávila,
C/ Travesía Valle Ambles 2, 5-1. Ávila. 

Construcción: LOCAL AGRÍCOLA.

Ubicación: Polígono 507, Parcela 335.

Extensión Parcela: 12.680 m2.

De conformidad con lo dispuesto en los Artículos
25 y 99 de la Ley 5/99, de 8 de Abril, de Urbanismo
de Castilla y León, se somete el citado expediente al
trámite de información pública, durante un periodo de
quince días hábiles, contados a partir del siguiente a
aquel en que se produzca su publicación pudiéndose
examinar el mismo y formular alegaciones ante este
Ayuntamiento.

Gemuño, a 22 de Agosto de 2006.

El Alcalde, Francisco López del Pozo.

Número 3.577/06

AY U N T A M I E N T O D E C R E S P O S

E D I C T O D E A P E R T U R A D E

I N F O R M A C I Ó N P Ú B L I C A

En este Ayuntamiento de Crespos (Ávila), se ha
presentado el siguiente proyecto para legalización de
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explotación ganadera al amparo de la Ley 5/2005, de
24 de mayo, de establecimiento de un régimen excep-
cional y transitorio para las explotaciones ganaderas
de Castilla y León:

Promotor: ALVARO LÓPEZ SÁNCHEZ.

Situación: PARCELA 5014, POLÍGONO 9 DEL
TERMINO MUNICIPAL DE CRESPOS.

Objeto: explotación de ganado vacuno de leche
con las siguientes cabezas: 46 vacas en lactación,
pero desea solicitar licencia para 55 plazas, 24 hem-
bras para reposición y 1 semental, en régimen intensi-
vo, alojada en 2 cobertizos de 342 y 93,8 m2., 1
cubierta-voladizo de 150 m2., 2 corrales, 4 almacenes
de piensos y forrajes de 52, 178, 36 y 42 m2., 1 sala
de ordeño y lechería de 168 m2., 1 alojamiento para
el ganado de cría de 160 m2. y 1 lazareto de 37 m2.,
conforme a la Memoria redactada por la Ingeniero
Técnico Agrícola Cristina de Soto Sierra,

De conformidad con lo dispuesto en el ar tículo 7
de la citada Ley, se abre período de información públi-
ca por término de veinte días hábiles, a contar desde
el siguiente a la inserción del presente Edicto en el
Boletín Oficial de la Provincia, para que, quienes se
vean afectados de algún modo por dicha actividad,
presenten las observaciones que consideren perti-
nentes, mediante escrito dirigido al Sr. Alcalde y pre-
sentado en el Registro general de este Ayuntamiento.

El expediente se halla de manifiesto y puede con-
sultarse, durante las horas de oficina, en la Secretaría
de este Ayuntamiento.

En Crespos, a 11 de agosto de 2006.

El Alcalde, Pedro González Calvo.

Número 3.824/06

AY U N T A M I E N T O D E

H O Y O C A S E R O

A N U N C I O

Por este Ayuntamiento se está tramitando autoriza-
ción de uso excepcional y la correspondiente licencia
urbanística para la instalación de una torre de medi-
ción de viento, en el polígono 4, parcela 3, Subparcela
"a", calificado como suelo rústico.

De conformidad con los ar tículos 23 y 25 de la Ley
5/1999, de 8 de abril, de Urbanismo de Castilla y
León, y los ar tículos 293.4 y 307.3 del Decreto
22/2004, de 29 de enero, por el que se aprueba el
Reglamento de Urbanismo de Castila y León el expe-
diente queda sometido a información pública por
plazo de veinte días, a contar desde el día siguiente al
de publicación del anuncio en el Boletín Oficial de la
Provincia, a efectos de que se formule cuantas obser-
vaciones y alegaciones se estimen convenientes,

Durante dicho plazo el expediente podrá ser exa-
minado en las dependencias municipales.

En Hoyocasero, a 14 de septiembre de 2006.

El Alcalde, Javier González Sánchez.

Número 3.823/06

AY U N T A M I E N T O D E M I R O N C I L L O

B A N D O D E L A A L C A L D Í A -
P R E S I D E N C I A

Dña. Milagros González Jiménez, Alcalde-
Presidente del Ayuntamiento de Mironcillo (Ávila),
hago saber:

Que corresponde al Pleno del Ayuntamiento elegir
las personas para ser nombradas Juez de Paz, titular
y sustituto de este Municipio, de conformidad a lo que
disponen los ar tículos 101 y 102 de la Ley orgánica
del Poder Judicial y ar tículo 4 y 5,1 del Reglamento
3/1995, de 7 de junio, de los Jueces de Paz.

Que se abre un plazo de quince días hábiles para
que las personas que estén interesadas, y reúnan las
condiciones legales lo soliciten por escrito dirigido a
esta Alcaldía.

Que en la Secretaría del Ayuntamiento puede ser
examinado el expediente y recabar la información que
se precise en cuanto a requisitos, duración del cargo,
remuneración, etc.

Que en caso de no presentarse solicitudes, el
Pleno de la Corporación elegirá libremente, comuni-
cando el Acuerdo al Juzgado de Primera Instancia del
partido.

Lo que se publica para general conocimiento.

En Mironcillo, a 18 de septiembre de 2006.

El Alcalde-Presidente, M. González Jiménez.
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